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RESUMEN 
 
La presente tesis El derecho del Abogado procesado a renunciar al Patrocinio 
Jurídico por otro profesional en derecho y el ejercicio de su Autodefensa en los 
Procesos Penales, tiene por objetivo general: Analizar si el profesional en 
derecho podría ejercer su autodefensa técnico procesal, en los procesos penales 
seguidos contra el mismo, en el entender que el abogado seria sujeto activo del 
delito que se le imputa. 
 
Material y métodos: La población universal fue considerado por los abogados 
que son sometidos a procesos. 
 
La defensa de la persona humana y el respeto a su dignidad es el deber 
primordial del Estado Peruano conforme lo señala el Art. 1 de la Constitución 
Política por tal motivo la estructura normativa constitucional ha desarrollado la 
protección de una serie de principios de la función jurisdiccional en donde se 
encuentran el derecho de defensa, que incluye la defensa de oficio dirigida a 
personas de escasos recursos económicos. 
 
Producto de la investigación se ha llegado a tres conclusiones; en la primera: Se 
ha verificado la hipótesis con los resultado que arrojo la investigación realizada 
en la presente tesis cualitativa y cuantitativamente se ha demostrado la hipótesis 
planteada, es decir Los factores que limitan el derecho de defensa del imputado 
para comunicarse con su defensa de oficio y preparar la estrategia de defensa 
previa a la declaración instructiva, son varias, tales como: El alto índice 
delincuencial, La omisión del juzgador de notificar al defensor y el Predominio de 
la cultura procesal inquisitiva. No se respeta  el ejercicio del derecho de defensa 
del procesado o imputado pese a la existencia de normatividad  constitucional y 
la vulneración del derecho de defensa no permite que el procesado pueda 
comunicarse con el defensor público e impide preparar la estrategia de defensa 
previa a la declaración instructiva. Segunda, en el Perú no se respeta el ejercicio 
del derecho de defensa del procesado pese a  ser una garantía que goza de 
amparo normativo internacional, a través principalmente de las siguientes 
normas supranacionales: artículo 11 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos; artículo 14  del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 
artículo 8.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Las 
limitaciones al ejercicio del derecho de defensa de los detenidos de escasos 
recursos perjudica directamente la elaboración de su estrategia de defensa y por 
lo tanto vulnera su derecho a la libertad y la tercera, Debe comunicarse al 
detenido de escasos recursos que acude a la defensa de oficio su derecho a 
tener un tiempo adecuado para preparar con su defensor público la defensa 
pertinente al caso concreto, en estricto cumplimiento en su derecho a la defensa. 
 
Palabras clave: Procesado, renunciar, Patrocinio Jurídico, normatividad, Pacto 
Internacional, Defensa.. 
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ABSTRACT 
 
This thesis Lawyer 's right to renounce processed by another professional legal 
representation in law and the exercise of self-defense in criminal proceedings , 
has the general objective : To examine whether the professional law could 
exercise their procedural technical self-defense , in proceedings criminal brought 
against it, on the understanding that the lawyer would commit the crime he is 
charged . 
 
Methods: The universal population was considered by lawyers undergo 
processes. 
 
The defense of the human person and respect for their dignity is the primary 
responsibility of the Peruvian State as stated in Article . 1 of the Constitution for 
this reason the constitutional law protection structure has developed a series of 
principles of judicial functions where are the rights of defense , including the 
defense system aimed at people with limited economic resources. 
 
 
This thesis Right Product research has reached three conclusions; in the first: it 
has been verified hypotheses with the result that dropped the investigation in this 
qualitative thesis and quantitatively has proven the hypothesis, ie factors that limit 
the right of defense of the accused to communicate with his defense of trade and 
prepare the defense strategy prior to the preliminary hearing, there are several, 
such as: High crime rates, the failure to notify the judge advocate and questioning 
the dominance of procedural culture. The right of defense is not respected or 
accused despite the existence of constitutional norms and breach of the rights of 
defense does not allow processing to communicate with the public defender and 
prevents prepare the defense strategy prior to the declaration instructive. 
Second, Peru's right of defense is not respected despite being a guarantee that 
enjoys international legal protection, mainly through the following supranational 
rules: Article 11 of the Universal Declaration of Human Rights; Article 14 of the 
International Covenant on Civil and Political Rights and Article 8.2 of the 
American Convention on Human Rights. Limitations on the exercise of the right 
of defense of detainees poor directly affect the development of its defense 
strategy and thus violates their right to freedom and the third detainee should 
contact the poor who came to the defense of trade their right to have adequate 
time to prepare his defense counsel defense relevant to this case, in strict 
compliance with their right to defense. 
 
Keywords: Processing, waive legal representation, standards, International 
Covenant Defense  
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INTRODUCCIÓN 
 
El presente trabajo de investigación explica  El derecho del Abogado 
procesado a renunciar al Patrocinio Jurídico por otro profesional en derecho y 
el ejercicio de su Autodefensa en los Procesos Penales,. En el entendido que 
el proceso penal es el único instrumento para actuar el Derecho penal, al que 
han someterse tanto el Estado como el ciudadano, quien no puede renunciar 
a las garantías jurisdiccionales para autoimponerse una pena sin pasar por el 
proceso. Frente al derecho de acusación, al ejercicio de la acción en el 
proceso penal (derecho a obtener la tutela judicial efectiva) cuyos titulares son 
las partes acusadoras, el ordenamiento jurídico inevitablemente ha de 
reconocer un derecho de signo contrario: el derecho del sujeto pasivo del 
proceso, del acusado o del imputado, a obtener también la tutela efectiva por 
medio de una adecuada defensa, derecho a repeler esta  agresión que pone 
en cuestión sus bienes jurídicos más importantes, entre ellos, su libertad. 
 
El presente trabajo apunta responder como  
 
Lo que motivo que el trabajo se presente en seis Capítulos: en el primer 
capítulo se desarrolla el Planteamiento del Problema, donde se realiza la 
formulación de la interrogante general Problema General ¿Podrá el abogado 
renunciar a su derecho de defensa procesal por otro abogado a fin de que el 
mismo pueda ejercer su autodefensa procesal?. Y Problemas Específicos 
como ¿Estará impedido el abogado de renunciar a su derecho de defensa? Y 
xvii 
 
¿Podrá asumir el mismo abogado asumir su autodefensa en los procesos 
seguidos contra él?, posteriormente la presentación de la justificación y la 
presentación de los objetivos. 
 
En el segundo Capítulo, se desarrolla el marco teórico, para lo cual se 
considera temas como la Autodefensa, La defensa técnica, los Principios 
fundamentales que comprende el derecho de defensa, el Desarrollo de una 
contracultura adversarial o acusatoria, La defensa pública, La Defensa 
Pública, Derecho comparado respecto del derecho de defensa, el acceso a 
un defensor sus ámbitos especialmente críticos, fortalecido con su marco 
conceptual. 
 
En el tercer Capítulo se presenta los elementos del marco metodológico que 
guiaron la presente investigación. 
 
En el cuarto Capítulo se realiza el análisis de la La Constitución,  El Proceso,  
El Derecho A La Tutela Jurisdiccional Y El Debido Proceso En Relacion Al 
Derecho De Defensa, para ello se refuerza con La constitución y el Proceso, 
El derecho a la tutela jurisdiccional y el debido proceso en relacion al derecho 
de defensa,  la Relación  entre  el  derecho  de  defensa  y  la  tutela judicial 
efectiva y el El debido proceso 
 
En el quinto Capítulo se desarrolla EL DERECHO DE DEFENSA Y LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO, para lo cual se fortalece con sub 
xviii 
 
ítem El derecho   en el sistema inquisitivo, El derecho de defensa en el sistema 
mixto, El derecho de defensa en el código de procedimientos penales, El 
Derecho de Defensa y La Constitución de 1993, El Derecho de Defensa y El 
Sistema Procesal Penal, El  derecho  de  defensa  en  el  Nuevo  Código  
Procesal Constitucional, El derecho de defensa y la normativa supranacional, 
El derecho de defensa 
 
En el sexto capítulo se desarrolla la exposición de los resultados y discusión, 
para lo cual se describe y explica el Servicio de abogado defensor público, la 
Realización de entrevista con Abogado defensor, los motivos por los 
considera que no logra conversar con su Abogado defensor, la cantidad de 
abogados para asumir defensoría pública y la realización de entrevista con 
Abogado defensor 
 
Finalmente se presentan las conclusiones, recomendaciones, bibliografía y 
anexos 
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EL PROBLEMA 
 
1.1. Análisis de la situación problemática 
En los procesos penales seguidos contra el abogado considerado 
como sujeto activo del delito, desde la investigación preparatoria hasta la 
ejecución de la sentencia propiamente dicha, es conocido que le es inherente 
su derecho a  la defensa con  el objeto de no perjudicar el debido proceso, 
sin embargo, existe un notable vacío en la legislación constitucional y 
procesal penal, en razón de que el derecho a la defensa y al debido proceso 
sea asumido por el mismo profesional jurista que supuestamente ha cometido 
el delito,  por lo que no existe una plena seguridad respecto a la asunción de 
la autodefensa técnica. Al respecto se debe de indicar que por la costumbre 
jurídica, cada uno de los actores jurídicos hace la lectura de los derechos y 
para que no exista algún tipo de nulidad posterior, se solicita la presencia de 
un abogado privado o en todo caso se le asigna un defensor público, pero 
existen dificultades cuando se  interviene a un letrado, ahí nace el dilema, ya 
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que no existe prohibición para que el profesional en derecho pueda ejercer 
su autodefensa, desde el inicio del proceso, principalmente en el juicio oral, 
respecto del interrogatorio que hace el abogado a su patrocinado y el 
interrogatorio que se realiza a la víctima. 
 
Frente a esto la pregunta general que se plantea en la presente 
investigación es: 
 
Frente a esto la pregunta general que se plantea en la presente 
investigación es:  
1.2. Formulación del problema 
 
Problema General  
¿Podrá el abogado renunciar a su derecho de defensa procesal por otro 
abogado a fin de que el mismo pueda ejercer su autodefensa procesal?.. 
 
Problemas Específicos 
 
- ¿Estará impedido el abogado de renunciar a su derecho de defensa? 
 
- ¿Podrá asumir el mismo abogado asumir su autodefensa en los procesos 
seguidos contra él? 
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1.3. Justificación de la investigación 
En cualquier profesión cada profesional asume sus problemas y los 
ejerce como suyos para darle una solución técnica, empero existe problemas 
con el profesional en derecho, a quien muchas no se le permiten ejercer su 
profesión respecto a la autodefensa técnico procesal, por temor a que el 
proceso seguido en su contra caiga en nulidad. Es notable que un abogado 
que este en el pleno ejercicio de la profesión, quiera ejercer su derecho a la 
defensa, dirigido para el mismo, por lo que se debería permitir de manera 
facultativa que este profesional preparado para litigar asuma su derecho a la 
autodefensa técnico procesal, en caso de que se le impute algún delito, por 
lo que la norma constitucional y procesal penal debe ser precisa y ampliada 
respecto a la autodefensa jurídico procesal. 
 
La necesidad de construir una sociedad pacífica y armónica, 
respetuosa de los derechos fundamentales reconocidos constitucionalmente) 
y conforme a la Normativa Supranacional que integra nuestro ordenamiento 
jurídico; exige a los hombres del Derecho nutridos en el valor Justicia luchar 
no solo por identificar los problemas jurídicos nacionales, sino plantear 
alternativas de soluciones concretas. 
 
Desde el primer libro de introducción al Derecho que llego a nuestras 
manos en la figura de los Doctores Alzamora Valdez y Marcial Rubio Correa 
en nuestras aulas sanmarquinas de pre grado, estuvimos seguros que la 
Nación le ha confiado a los abogados la misión noble de la paz social, a través 
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del cumplimiento ético-profesional de sus deberes y derechos, que deben 
ponerse de manifiesto a cada instante de su labor jurídica. Motivo por el cual 
constituye la esencia de nuestra naturaleza: el respeto de derecho de 
defensa, y el ejercicio irrestricto del mismo. 
 
La defensa de oficio o defensa pública en nuestra realidad constituye 
un instrumento de eficaz salvaguarda del derecho de defensa de los 
ciudadanos de escasos recursos económicos que acuden al Sistema 
Nacional de Justicia, porque es directamente el profesional responsable de 
la difusión del derecho de defensa de los justiciables señalados; que debe 
hacer respetar las facultades que le han sido confiadas y superar las 
limitaciones de un Sistema Procesal Inquisitivo, por de más injusto, por tal 
pretendemos no solo cuestionarlo identificando las características concretas 
de la problemas de las limitaciones del derechos de defensa al inicio de la 
investigación preliminar judicial en el trabajo del defensor público, sino 
concretamente analizar las causales del contenido del derecho de defensa, 
para superar el diagnostico situacional hallado. 
 
Consideramos que se debe fortalecer la figura del defensor en este 
caso la del defensor público, señalándole los mecanismos para alcanzar el 
protagonismo debido y del mismo nivel que el representante del Ministerio 
Publico en la lucha por la Justicia frente a la imparcialidad, que debe 
caracterizar, al Juzgador; y conforme a los principios y derechos de la función  
jurisdiccional  contenidos  en  el  Art.  139  en  la  Constitución  del 
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1.4. Objetivos 
 
Objetivo General: 
 
Analizar si el profesional en derecho podría ejercer su autodefensa técnico 
procesal, en los procesos penales seguidos contra el mismo, en el entender 
que el abogado seria sujeto activo del delito que se le imputa. 
 
Objetivos Específicos: 
 
- Reconocer los impedimentos del profesional en derecho a  ejercer su 
autodefensa técnica jurídico-procesal. 
 
- Analizar, si el abogado  como supuesto sujeto activo en cualquier delito 
estaría obligado a conseguir otro profesional en derecho  o en todo caso 
a  recibir la asignación de un defensor público, a  efectos que ejerza su 
defensa técnica en el aspecto jurídico procesal. 
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MARCO TEÓRICO 
 
2.1. BASES TEÓRICAS 
2.1.1. Derecho a la defensa 
2.1.1.1. Concepto 
El derecho a la defensa es el derecho de una persona, física o jurídica, o 
de algún colectivo a defenderse ante un tribunal de justicia de los cargos 
que se imputan con plenas garantías de igualdad e independencia. Se 
trata de un derecho que se da todos los órdenes jurisdiccionales, y se 
aplica en cualquiera de las fases del procedimiento penal (sumario, 
intermedia y juicio oral) y civil (alegaciones, prueba y conclusiones). Así 
mismo, se impone a los tribunales de justicia el deber de evitar 
desequilibrios en la posición procesal de ambas partes e impedir que las 
limitaciones de alguna de las partes puedan desembocar en una situación 
de indefensión. 
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Es parte inseparable del concepto conocido como debido proceso. 
 
Por derecho de defensa, puede entenderse el derecho fundamental que 
asiste a todo imputado y a su Abogado defensor a comparecer 
inmediatamente en la investigación preliminar y a lo largo de todo el 
proceso penal a fin de poder contestar con eficacia la imputación o 
acusación contra aquél existente, articulando con plena libertad e 
igualdad de armas los actos de prueba, de postulación e impugnación 
necesarios para hacer valer dentro del proceso penal el derecho a la 
libertad que asiste a todo ciudadano que, por no haber sido condenado, 
se presume inocente. La vigencia del principio supone, como lo señala 
MORENO CATENA, el reconocimiento del ordenamiento jurídico a un 
derecho de signo contrario el derecho que tiene el imputado o procesado 
de hacer uso de una adecuada defensa. De tal manera que la defensa 
opera como un factor de legitimidad de la acusación y de la sanción penal. 
También confluyen en la defensa otras garantías y derechos como la 
audiencia del procesado, la contradicción procesal, el derecho a la 
asistencia técnica del abogado. El uso de medios de prueba, el derecho 
a no declarar contra sí mismo o declararse culpable. 
 
2.1.1.2. Ámbito Legislativo 
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Los distintos ordenamientos jurídicos consagran este derecho. Las 
Constituciones lo regulan expresamente en concordancia con las normas 
contenidas en los Tratados y Convenios Internacionales. 
 
La Declaración Universal de Derechos Humanos expresa, junto al 
derecho a la presunción de inocencia, el derecho de toda persona 
acusada de delito a un juicio público en el que le hayan asegurado todas 
las garantías necesarias para su defensa. En el Convenio de Roma se 
establece mediante un texto más concreto el derecho a defenderse así 
mismo o a ser asistido por un defensor de su elección y, si no tiene medios 
para remunerar a un defensor, podrá ser asistido gratuitamente por un 
abogado de oficio. Cuando los intereses de la justicia así lo exijan. En 
términos semejantes se reitera este derecho en el Pacto de Nueva York y 
en el Pacto de San José de Costa Rica, resaltándose la comunicación 
libre y privada con el defensor y la irrenunciabilidad del derecho a ser 
asistido por un defensor proporcionado por el Estado. 
 
En la legislación peruana se recoge esta máxima cuando se establece 
como garantía de la Administración de Justicia, el no ser privado del 
derecho de defensa en cualquier estado del proceso. Correspondiendo al 
Estado proveer la defensa gratuita a las personas de escasos recursos 
(art. 233 inc. 9 Constitución de 1979) o cuando se prescribe el derecho 
del imputado a comunicarse y a ser asesorado por un defensor de su 
elección desde que es citado o detenido por la autoridad (art.2º inc. 20 ap 
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h) Constitución 1979). La Constitución de 1993 reitera lo expresado 
(art.139 inciso 14). Pero reafirma el derecho de toda persona a “no ser 
privado del derecho de defensa en ningún estado del proceso”. Estas 
normas se reproducen y especifican en el Código de Procedimientos 
Penales de 1940, referido al Ministerio de Defensa regulado en los 
artículos 67 a 71, modificado parcialmente por la Ley Nº 24388, en cuanto 
a la intervención de la defensa en las diferentes etapas del procedimiento 
penal . 
 
El Código Procesal Penal reconoce expresamente el derecho a la defensa 
como uno de sus principios fundamentales en el artículo IX del Título 
Preliminar “toda persona tiene derecho inviolable e irrestricto a que se le 
informe de sus derechos, a que se le comunique de inmediato y 
detalladamente la imputación formulada en su contra, y a ser asistida por 
un abogado defensor de su elección o, en su caso, por un Abogado de 
oficio, desde que es citada o detenido por la autoridad.” El proceso penal 
garantiza el ejercicio de los derechos que corresponden a la persona 
agraviada por el delito. 
 
Los Pactos internacionales también regulan la defensa oficial, como el 
“derecho irrenunciable” del imputado a ser asistido gratuitamente por un 
defensor proporcionado por el Estado, cuando no designare defensor. 
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2.1.2. La Autodefensa 
El nuevo Código Procesal Penal reconoce el derecho a la autodefensa en 
su artículo 71, cuando dice “El imputado puede hacer valer por si mismo 
los derechos que la constitución y las leyes le conceden, desde el inicio 
de la investigación hasta la culminación del proceso “. Sin embargo, no 
pone al alcance del imputado todos los medios suficientes para articular 
su autodefensa. Puede decirse que deja de un lado u olvida, este derecho, 
en la medida que, en cambio, pone de relieve, norma y potencia, el papel 
del Abogado defensor, que justamente se salvaguarda y se posibilita sin 
trabas, no puede. entre los derechos que se concede al imputado en el 
nuevo Código Procesal Penal tenemos: 
 
2.1.2.1. El derecho al conocimiento de la imputación o intimación 
Es obvio que nadie puede defenderse de algo que no conoce. Tiene que 
ponerse en su conocimiento la imputación correctamente deducida. Es lo 
que se conoce técnicamente bajo el nombre de intimación. Este derecho 
se halla contemplado en el art. 87, inciso 1), “antes de comenzar la 
declaración del imputado, se le comunicará detalladamente el hecho 
objeto de imputación, los elementos de convicción y de pruebas 
existentes, y las disposiciones penales que se consideren aplicables. De 
igual modo se procederá cuando se trate de cargos ampliatorios o de la 
presencia de nuevos elementos de convicción o de prueba. 
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2.1.2.2. El Derecho a ser oído 
La base esencial del derecho a defenderse reposa en la posibilidad de 
expresarse libremente sobre cada uno de los extremos de la imputación, 
agregando incluso todas las circunstancias de interés para evitar o 
aminorar la consecuencia jurídica posible, o inhibir la persecución penal. 
 
2.1.2.3. La incoercibilidad del imputado como órgano de prueba. 
También se vincula al derecho de defensa la prohibición de obligar a 
declarar contra si mismo. Art. 71 inciso e). “Que no se emplee en su contra 
medios coactivos, intimidatorios o contrarios a la dignidad, ni a ser 
sometido a técnicas o métodos que induzcan o alteren su libre voluntad o 
a sufrir una restricción no autorizada ni permitida por ley”. 
 
2.1.2.4. El derecho a que se informe al imputado sobre los beneficios 
legales que puede obtener si coopera al pronto 
esclarecimiento de los hechos delictuosos. 
 Art. 87 inciso 3), el imputado también será informado de que puede 
solicitar la actuación de medios de investigación o de prueba, a efectuar 
las aclaraciones que considere convenientes durante la diligencia, así 
como a dictar su declaración durante la Investigación Preparatoria. 
 
2.1.2.5. El derecho a no declarar (art. 87 inciso 2) 
Se le advertirá al imputado que tiene derecho a abstenerse de declarar y 
que esa decisión no podrá ser utilizada en su perjuicio. Asimismo, se le 
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instruirá que tiene derecho a la presencia de un Abogado defensor, y que 
si no puede nombrarlo se le designará un defensor público. Si el Abogado 
recién se incorpora a la diligencia, el imputado tiene derecho a consultar 
con él antes de iniciar la diligencia y, en su caso, a pedir la postergación 
de la misma. 
2.1.2.6. Los casos de intervención del imputado son 
 
1.- Según la última parte del inciso 3) del artículo 68, el imputado puede 
intervenir en todas las diligencias practicadas por la policía y tener acceso 
a todas las investigaciones realizadas. 
2.- Deducir medios de defensa. 
3.- Ofrecer medios probatorios de descargo. 
4.- Hacer uso de la palabra al final de los debates orales, para exponer lo 
que estime conveniente a su defensa. 
5.- Interponer recursos impugnatorios.. 
 
2.1.3. La defensa técnica 
La Defensa Técnica , constituye una actividad esencial del proceso penal 
y admite dos modalidades: a) la defensa material que realiza el propio 
imputado ante el interrogatorio de la autoridad policial o judicial; y, b) la 
defensa técnica que está confiada a un abogado que asiste y asesora 
jurídicamente al imputado y lo representa en todos los actos procesales 
no personales. Los pactos internacionales también regulan la defensa 
oficial, como el “derecho irrenunciable” del imputado a ser asistido 
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gratuitamente por un defensor proporcionado por el Estado, cuando no 
designare defensor. 
 
El Abogado goza de todos los derechos que la ley le confiere para el 
ejercicio de sus funciones en defensa de su patrocinado. La ley reconoce 
expresamente su intervención desde que su defendido es citado o 
detenido por la policía a interrogar directamente al imputado, testigos o 
peritos a recurrir a un perito de parte, a participar en todas las diligencias 
de la investigación a aportar pruebas, presentar escritos tener acceso a 
los expedientes, recursos ingresar a establecimientos policiales y penales 
para entrevistarse con su patrocinado, en suma a expresarse con amplia 
libertad en el curso de la defensa, sea oralmente o por escrito siempre 
que no se ofenda el honor de las personas. 
 
Es indudable que la defensa técnica es un presupuesto necesario para la 
correcta viabilidad del proceso. Aun cuando el imputado puede hacer uso 
de la autodefensa, resulta imprescindible la presencia y asistencia del 
abogado defensor en el curso del procedimiento. 
 
En este sentido, es ilustrativo lo expresado por el Tribunal Constitucional 
de España. La asistencia de Letrado es en ocasiones un puro derecho del 
acusado, en otras además un requisito procesal por cuyo cumplimiento el 
propio órgano judicial debe velar cuando el encausado no lo hiciera 
mediante el ejercicio oportuno de aquel derecho informándole de la 
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posibilidad de ejercerlo e incluso, cuando mantuviese una actitud pasiva 
procediendo directamente al nombramiento de abogado. 
 
2.1.3.1. Principales características: 
La defensa técnica es la de mayor relieve en el procedimiento penal, 
pudiendo resumirse en las siguientes características principales: 
 
a) El derecho a la asistencia letrada consiste en la facultad que tiene el 
imputado de elegir un abogado de su confianza. 
En virtud de esa misma facultad, puede también revocar el nombramiento 
del defensor y designar a otro. 
 
b) La actuación del defensor no puede colisionar con la voluntad del 
defendido. El Abogado defiende los intereses del imputado y como tal se 
constituye en un alter ego procesal, algo así como el oído y la boca jurídica 
del imputado. 
 
c) El derecho de defensa es irrenunciable. Si el imputado asume una 
actitud pasiva en el proceso y no quiere defenderse, manifestando su 
rechazo a la asistencia de letrado, el ordenamiento jurídico prevé la 
actuación del defensor quien aparece en legitimo mecanismo de 
autoprotección del sistema, para cumplir con las reglas del juego de la 
dialéctica procesal y de la igualdad de las partes, como lo expresa Moreno 
Catena. 
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d) La defensa técnica es obligatoria. Debe manifestarse cuando el 
imputado ha sido detenido por la policía o cuando no estando en dicha 
situación ha de producirse el primer interrogatorio. Pero sobre todo es 
obligatoria la defensa técnica en el procedimiento penal, aun cuando la 
ley considera posible la intervención de persona idónea para asumir el 
cargo en la declaración del imputado. 
 
2.1.4. Principios fundamentales que comprende el derecho de defensa 
El Derecho de Defensa incorpora dentro de sí dos principios 
fundamentales del proceso penal. El de CONTRADICCIÓN, de carácter 
estructural al igual que la igualdad, y el ACUSATORIO, vinculado al objeto 
del proceso al igual que los de legalidad-oportunidad. 
 
2.1.4.1. El Principio de Contradicción 
Este principio se construye, en concepto de Gimeno Sendra, sobre la base 
de aceptar a las partes del proceso penal, acusadora y acusada, la 
posibilidad efectiva de comparecer o acceder a la jurisdicción a fin de 
poder hacer valer sus respectivas pretensiones, mediante la introducción 
de los hechos que las fundamentan y su correspondiente práctica de 
pruebas, así como cuando se le reconoce al acusado su derecho ha ser 
oído con carácter previo a la condena. 
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La contradicción exige: 1.- la imputación; 2. la intimación; y, 3. el derecho 
de audiencia. Para que el imputado pueda defenderse es imprescindible 
la imputación, la cual importa una relación clara, precisa y circunstanciada 
de un delito formulada por el Ministerio Público. Esta imputación debe ser 
conocida por el procesado – que es lo que se denomina intimación-, quien 
además debe tener el derecho de audiencia. Una necesidad de justicia 
apremiante para el proceso penal es que nadie sea condenado, sin ser 
oído y vencido en juicio. 
 
Expresa Maier, en primer lugar, que el derecho a ser oído es una 
condición previa al pronunciamiento por el órgano jurisdiccional no sólo 
de sentencias sino, inclusive, de decisiones interlocutorias que conforman 
la situación del imputado durante el procedimiento. En segundo lugar, que 
el derecho de audiencia constituye un presupuesto de validez y eficacia 
de las mismas. Y, en tercer lugar, que este principio se extiende: 1. al 
respeto a la integridad corporal del imputado: 2. al rechazo a los tormentos 
y a todo acto de interrogatorio que propenda al error (preguntas capciosas 
y sugestivas o amenazas o promesas previas); 3., A la facultad de 
abstenerse voluntariamente de declarar; y, 4.Al derecho de probar y 
controlar la prueba, en cuanto necesidad de equiparar las posibilidades 
del imputado respecto a las del acusador. 
 
En conclusión, como postula de la Oliva Santos, el derecho de audiencia 
“trata de impedir que una resolución judicial puede infligir un mal a un 
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sujeto jurídico que no haya tenido, dentro del proceso de que se trate, la 
oportunidad de decir y hacer en su defensa aquello que sea razonable y 
oportuno”. Su violación se presenta, al decir del mismo autor, cuando se 
imposibilite completamente de actuar al imputado o cuando se impongan 
limitaciones que sólo permitan una actividad inadecuada a la importancia 
de lo que ha de decidirse y a los posibles efectos perjudiciales de la 
decisión. 
 
Contemporáneamente el principio de contradicción tiene una proyección 
inusitada y ha sido objeto de una profunda evolución, al punto que se le 
concibe como base de un nuevo modelo de proceso penal, que superaría 
la clásica confrontación entre los modelos impositivos y acusatorios. Se le 
entiende conectado a la inmediación, de la que deriva la actividad 
valorativa y consiguiente resolución judicial, y al principio de igualdad de 
armas, en cuanto implica la atribución a éstas de derechos y deberes 
procesales, a fin de prepararlas para la contienda judicial; y sus 
manifestaciones clásicas se ha realizado a través del principio de 
audiencias y el de defensa. 
 
El inc. 2do. Del Art. 2 de la Constitución determina como derecho 
inalienable de toda persona a la igualdad ante la ley sin que sea 
discriminada por motivos de origen, raza, sexo, idioma, religión, condición 
económica o de cualquier índole. Está disposición por su 
conceptualización genérica está tan alejada del Art. 10 de la Declaración 
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Universal de los Derechos Humanos, donde se aprecia con precisión: a 
ser oído públicamente con justicia e igualdad por un Tribunal 
independiente e imparcial. 
 
En tiempos como los de hoy de cambios y dinamismos civilizados es de 
esperar que el estado de derecho como garantía para las libertades de 
los ciudadanos sin la intervención autoritaria del Estado que vulnere los 
derechos inviolables de la persona, administre una autentica justicia 
basado en los principios de la legalidad. 
2.1.4.2. El principio acusatorio 
Este principio indica la distribución de roles y las condiciones en que se 
debe realizar el enjuiciamiento del objeto procesal penal .Al respecto, 
apunta Baumann, se entiende por principio acusatorio aquel según el cual 
no ha de ser la misma persona quien realice las averiguaciones y decida 
después al respecto. Tenemos –continúa explicando- una persecución de 
oficio del delito (Art.2 CPP de 1940 Y Art.1° del Nuevo Código Procesal 
Penal), pero con división de roles, lo que es fruto del derecho procesal 
francés. Está división, en primer lugar, impide la parcialidad del juez, pues 
la función persecutoria –investigación y acusación- se encuentra en el 
Ministerio Público (Art. 159° inciso 4 y 5, y 61 del Nuevo Código Procesal 
penal), que por lo demás, constituye un órgano público autónomo, 
separado de la organización judicial y regido por su propia Ley Orgánica; 
y, en segundo lugar, suprime la necesaria posición de objeto del acusado 
en el derecho procesal común. 
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José María Asencio Mellado, señala que el principio acusatorio tiene tres 
notas esenciales: 
 
a) Ejercicio y mantenimiento de la acusación por un órgano distinto al 
Juez, así como la exigencia de una acción pública. Rige la máxima ne 
procedat iudex ex officio. 
 
b) La división del proceso en dos fases y las tareas propias de cada una 
de ellas de investigación y decisión respectivamente, han de ser 
conferidas a órganos diferentes con el fin de evitar un probable y posible 
prejuzgamiento por parte del juez sentenciador. Rige la máxima de la 
prohibición de la identidad entre instructor y decisor. 
 
c) Relativa vinculación del órgano jurisdiccional a las pretensiones de las 
partes, en atención a la acusación fiscal. La vinculación del órgano 
jurisdiccional es de carácter temático, es decir, al hecho penalmente 
antijurídico, de suerte que sobre él órgano jurisdiccional tiene facultad 
para completarlo y resolverlo en toda su extensión. El Juez no está 
obligado a aceptar el título de condena ni la petición de pena, aunque la 
desvinculación no alcanza a los hechos imputados, que han de 
permanecer inmutables, sino a la calificación jurídico – penal siempre que 
respete el bien o interés jurídico vulnerado. 
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Una cuarta nota esencial del principio acusatorio, al decir de Gimeno 
Sendra, es la prohibición de la “reformatio in peius” o reforma peyorativa, 
.El Juez revisor, que conoce de un grado concreto, no puede agravar más 
a un apelante de lo que ya lo estaba por la resolución o sentencia 
recurrida, salvo que el apelado impugne también independientemente la 
sentencia o se adhiera a la apelación ya iniciada. El Juez ad quem está 
vinculado por los límites objetivos y subjetivos de la impugnación, que de 
rebasarse afectaría irrazonablemente el derecho de defensa. 
 
Sobre el particular, Chiovenda sostiene que si el apelante recurre es 
porque se ve agraviado en su derecho y, por esa misma razón, si el 
apelado no recurre es porque no encuentra perjuicio en la sentencia que 
ha sido dictada por el juez; eso quiere decir que la sentencia para el 
apelado es correcta y debe quedar tal como estaba, de donde se infiere 
que no puede salir beneficiado por su inactividad procesal; si no ha 
querido impugnarla es porque consideraba que no le era perjudicial, de 
ahí que la sentencia dictada en segunda instancia no pueda concederse 
más de lo que le dio la sentencia de primera instancia ,o , dicho en otras 
palabras, no cabe empeorar la situación del apelante si es éste el único 
que recurre. 
 
2.1.5. Desarrollo de una contracultura adversarial o acusatoria 
En el proceso de implementación, del nuevo modelo procesal se trata, de 
desarrollar una contracultura. Si en la actual configuración de la justicia 
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penal la cultura dominante es la inquisitorial. La nueva cultura adversarial 
se presenta como una contracultura que busca desplazarla. En este 
sentido no le alcanza al nuevo sistema que exista una subcultura 
adversarial, es decir, que algunos jueces y abogados actúen según las 
reglas adversariales sino que debe buscar que todo el sistema actúe 
conforme a esas reglas, pero ello no ocurrirá por sí solo. Existen ciertas 
instituciones y reglas de actuación a las que les debemos prestar mayor 
atención porque su efecto contracultural es mayor, en especial en la etapa 
de implementación. Entre ellas se encuentran las siguientes: 
 
2.1.5.1. Las audiencias públicas y contradictorias 
Las decisiones deben ser tomadas en audiencias públicas y 
contradictorias. En ellas se debe llevar adelante el mayor trabajo del Juez. 
Claro está que esas audiencias se pueden desarrollar de un modo 
formalista, como simple “vista de causas” o “audiencias “in voce”, donde 
las partes se presentan pero no hay una verdadera discusión. El nuevo 
sistema busca que las decisiones judiciales se tomen en audiencias 
orales donde las partes litiguen y presenten, cuando sea necesario y 
según el tipo de decisión, su prueba y sus argumentos. La sala de 
audiencias es el lugar de trabajo del Juez y de las partes. Cuanto más se 
litiga en esas audiencias y cuando los jueces toman sus decisiones sobre 
la base de lo que se ha discutido delante de ellos en la Sala de audiencias, 
más avanza la cultura adversarial y se deja atrás las prácticas 
inquisitoriales. 
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2.1.5.2. El control de la sobrecarga de trabajo 
Uno de los factores que más influyen en el mantenimiento de la tradición 
inquisitorial es la sobrecarga permanente del sistema de justicia penal. El 
Nuevo Código procesal penal trae muchas nuevas instituciones que 
permiten regular la carga de trabajo con respuestas de alta calidad 
(reparación, conciliación, suspensión a prueba, procedimientos 
abreviados, etc). Una política de amplio uso de estas instituciones es una 
de las principales herramientas contraculturales. 
 
2.1.5.3. El uso de información 
Otro de los elementos propios de la tradición inquisitorial es la 
preeminencia del trámite por sobre todas las cosas y, a consecuencia de 
ello, el hecho de que los operadores judiciales se desentienden de los 
resultados. Si bien no es algo que esté regulado expresamente en el 
Código Procesal una de las principales herramientas contraculturales es 
que los operadores judiciales, tanto como las autoridades de las 
instituciones tengan a la vista y utilicen información sobre el desempeño 
del sistema en su conjunto y de cada sector particular. Ello obliga, sin 
duda, a cambiar la poca atención que le prestamos a la información sobre 
el sistema y seguramente nos obligará a construir nuevas formas de 
presentación de la información, pero es un instrumento que poco a poco 
va gestando una nueva cultura de trabajo. 
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2.1.6. La defensa pública 
Dadas las condiciones socioeconómicas del país y las condiciones 
generales de la abogacía. El modo de actuación de la defensa pública, su 
fortaleza, organización, autonomía y preparación constituyen uno de los 
elementos dinamizadores del nuevo sistema, tanto por el valor que tiene 
su trabajo en sí mismo como en cuanto a los desafíos que les pone 
delante a los fiscales. 
 
2.1.6.1. La participación de la víctima. 
Bajo todas sus formas, ya sea en su mudo papel de víctima o cuando 
asume su papel de acusador particular, la participación de la víctima 
empuja al sistema hacía sus formas adversariales, cambia la dinámica de 
trabajo de los fiscales. En contextos procesales en los que el Ministerio 
Público no tiene mucha práctica o no está suficientemente organizado, las 
posibilidades de que es muy grande. Uno de los mejores instrumentos 
para parar esa tendencia a la burocratización del Ministerio Público es el 
contacto de los fiscales con las víctimas y que ellos asuman claramente 
un rol de defensa de sus intereses. Cuanto más estrecha es la relación 
víctima-fiscales, más se puede contrarrestar las tendencias inquisitoriales 
de la persecución penal. 
 
2.1.6.2. Estrategias del cambio en el campo de la justicia penal 
Cambiar la justicia penal no es cambiar un código por otro. Se trata de 
introducir en el campo de la justicia penal, algunas nuevas prácticas 
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reactivas a la tradicional inquisitorial, que puedan debilitar la actual 
estructura de ese campo, debilitando también así las condiciones que 
pesan sobre los actores, que afecten las tradicionales alianzas existentes. 
Podemos seleccionar prácticas ineludibles que se deben introducir en el 
funcionamiento de la justicia penal si se quiere sustentar con fuerza una 
estrategia y no sucumbir rápidamente a la tradicional inquisitorial: 
 
2.1.6.2.1. El enjuiciamiento oral y público 
El juicio oral y público por más que se desarrolle en un porcentaje menor 
de casos constituye el eje de la estructuración política y técnica del 
proceso penal y extiende su s efectos hacía todas las instituciones 
procesales y judiciales. La necesidad e importancia de estas ideas, 
sabidas desde hace tiempo, han vuelto a aparecer en el centro de escena 
en las últimas investigaciones realizadas en el marco del seguimiento de 
los proceso de reforma, donde es posible observar como los sistemas 
judiciales que han incorporado recientemente el juicio oral y público 
tienden a descuidarlo o el es rápidamente atacado por la tradición 
inquisitorial, con graves consecuencias para todo el proceso de cambio. 
Por eso debemos tener en claro que reformar la justicia penal, antes que 
nada, es incorporar de un modo claro y sin ambigüedades el juicio oral y 
público, hacer todo lo posible, para que su realización no sea afectada por 
deficiencias administrativas, monitorear su evolución y sostenerlo 
políticamente para que extienda sus efectos sobre las demás prácticas y 
hábitos de los operadores judiciales. 
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2.1.6.2.2. Las audiencias preparatorias y la oralización de los recursos 
La incorporación de salidas alternativas, fórmulas resarcitorias, prácticas 
de conciliación, etc., también aumenta la cantidad y la calidad de los 
litigios que se deben resolver previamente a la realización del juicio oral y 
público o como alternativa a él en la solución del caso, la utilización de 
audiencias orales y públicas para resolver todos los litigios previos al juicio 
mismo es una de las mejores formas de introducir una práctica masiva 
totalmente contraria a la tradición inquisitorial, con gran beneficio para la 
celeridad y eficiencia del proceso penal mismo. 
 
2.1.6.2.3. Las fórmulas de reparación y conciliación 
Frente a sistemas judiciales sobrecargadas endémicamente y en los 
cuales la cantidad de casos sin respuesta es abrumadora, la introducción 
de estas respuestas, como son la conciliación que introduce un saludable 
principio de humanidad en la justicia penal, y la reparación, producen 
grandes efectos en términos de servicios a las personas, confianza y 
legitimidad del poder judicial, además de colaborar con el control de la 
sobrecarga de trabajo, lo que libera energía para otras tareas que no 
pueden ser afrontadas de este modo. 
2.1.6.2.4. El control del tiempo 
Práctica que necesita ser combatida, es aquella según la cual la 
administración de justicia penal no cumple con los plazos impuestos por 
ley y carece de todo tipo de control del tiempo; frente a esta vieja práctica 
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de cuño inquisitorial es necesario incorporar nuevos y claros mecanismos 
de control del tiempo, ya sea restaurando la idea de perentoriedad, 
introduciendo formas de caducidad, incluso aplicable a los funcionarios 
públicos y extrayendo consecuencias del silencio del poder judicial, como 
ya hoy se hace respecto de la falta de respuesta en otras áreas 
contenciosas, en especial en el campo administrativo. 
 
2.1.6.2.5. Las salidas alternativas de baja punición 
Si se quiere revertir la tendencia del sistema a no prestar atención a sus 
condiciones de eficacia y, al mismo tiempo, se quiere aumentar la calidad 
de las respuestas de la justicia penal a las peticiones de las víctimas, es 
indispensable utilizar mecanismos de suspensión del proceso a prueba y 
la imposición de ciertas reglas de conducta, hasta la realización de juicios 
muy simplificados o la renuncia al juicio mediante un acuerdo sobre el 
hechos, la responsabilidad y la pena, aumentan la capacidad del sistema 
de justicia para brindar esas respuestas y se enfrentan a la tradición 
inquisitorial que utiliza instrumentos de castigo y tiene poca flexibilidad 
para enfrentarse a la variedad de casos que impone la vida. 
 
2.1.6.2.6. Las Medidas administrativas necesarias para la organización del 
juicio. 
La falta de una organización que resuelva los problemas de concentración 
de recursos humanos y materiales, no puede debilitar más al juicio oral, 
testigos cuya citación no ha sido monitoreada con cuidado, objetos que 
27 
 
 
 
no son asegurados en custodia y preservación para evitar su 
contaminación, imputados, que aún estando detenidos, no son llevados a 
la comparecencia en el juicio oral, fiscales, defensores o jueces que llegan 
tarde a las audiencias, provocando congestión en el trabajo de los demás, 
prácticas que hay que revertir para evitar la debilidad del juicio oral. 
 
2.1.6.2.7. La flexibilización de la organización judicial 
Cuando hablamos de flexibilización de la organización judicial nos 
estamos refiriendo a la ruptura de la idea de jerarquía a la separación 
tajante entre la estructura de gobierno y las competencias judiciales, sino 
más bien adoptar nuevas formas de democratización del Poder Judicial, 
la existencia de múltiples formas de integración de los tribunales, 
abandonar el modelo rígido y la estructura verticalizada y desencadenar 
procesos internos de democratización de la organización judicial introduce 
nuevas prácticas políticas genuinas al interior y exterior del Poder Judicial. 
 
2.1.7. La Defensa Pública 
La falta de defensa del imputado y la búsqueda de la confesión, son 
características centrales de la tradición inquisitorial, cierto es, que la 
mayoría de los imputados son pobres y carecen de la posibilidad real de 
nombrar un defensor privado, la creación de nuevos sistemas de defensas 
públicas, renovados en su organización, pensados desde la idea de 
lealtad y servicio al cliente y no sobre la de lealtad al sistema y a la carrera 
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judicial, aparece como una herramienta esencial a la hora de introducir 
nuevas prácticas. 
 
Por otra parte la estructura adversarial significa la primacía del litigio por 
sobre el trámite y el litigio presupone la “igualdad de armas” entre los 
contendientes. Esta igualdad de armas no sólo tiene un valor en sí misma 
sino que ella es condición para que la imparcialidad deje de ser una mera 
fórmula, muchas veces confundida con virtudes morales abstracta y no 
con una posición concreta frente al caso también concreto. 
 
2.1.7.1. Una nueva organización de fiscales 
De la mano de las nuevas funciones del Ministerio Público así como de 
sus nuevos modelos organizativos es necesario diseñar nuevas formas 
de documentación de la actividad de investigación, introducir la idea de 
un Fiscal que ayude a las víctimas y fortalecer el principio de tutela 
efectiva, es una buena manera de romper la idea monolítica de los 
sistemas inquisitoriales donde finalmente todos son “auxiliares de justicia” 
y el propio sistema procesal expulsa a los protagonistas reales del 
conflicto y a quien ha sufrido el principal daño. 
 
2.1.7.2. Los jurados y la participación ciudadana 
En América Latina se han rechazado las experiencias de jurados que se 
han dado en la historia, sin darles tiempo a consolidarse, escarbando las 
criticas a sus errores o generando una desconfianza general frente al 
29 
 
 
 
pueblo que integraría esos tribunales, es un signo claro de la fuerte 
contradicción que existe entre la tradición que se debe combatir y la 
incorporación de los jurados. El sistema inquisitorial sabe que no tiene 
cabida en una organización judicial con participación ciudadana y sin 
embargo siempre va contar con una lealtad apreciable de los jueces 
profesionales permanentes. Lo mismo sucede con otras formas de 
participación ciudadana, ya sea en las querellas colectivas, en el diseño 
de la conciliación, en la ejecución de las reglas de conducta propias de la 
suspensión de la prueba, en definitiva, la incorporación de los jurados es 
un tema insoslayable a la hora de generar las condiciones de combate a 
la tradición inquisitorial 
 
En suma, son estos algunos de los muchos cambios que serían de gran 
beneficio en el ámbito del nuevo modelo procesal penal, en su integridad 
será apreciado en la medida que nos despojemos de las prácticas del 
sistema mixto (inquisitorial), y optemos por un nuevo enfoque que es el 
que ha incorporado decida y progresistamente el Nuevo Código Procesal 
Penal. 
 
2.1.8. Derecho comparado respecto del derecho de defensa 
 
Regulación internacional 
Normas de ámbito mundial 
Declaración Universal de Derechos Humanos 
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La Declaración Universal de los Derechos Humanos reconoce el Derecho 
a la defensa a todo ser humano. 
La Declaración Universal de los Derechos Humanos proclamada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas el 10 de diciembre de1948 no 
es un tratado internacional que vincule jurídicamente a los Estados que lo 
firmen, pero sí ha llegado a ser considerada como una norma de Derecho 
Internacional consuetudinario, dada su amplia aceptación; además, 
algunos ordenamientos nacionales se remiten a ella para la interpretación 
de sus propios derechos fundamentales. La Declaración regula el derecho 
a la defensa en sus artículos 10 y 11  
Artículo 10. 
Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída 
públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para 
la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de 
cualquier acusación contra ella en materia penal. 
Artículo 11. 
1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma 
su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y 
en juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías 
necesarias para su defensa. 
2. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento 
de cometerse no fueron delictivos según el Derecho nacional o 
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internacional. Tampoco se impondrá pena más grave que la aplicable en 
el momento de la comisión del delito. 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
A diferencia de la Declaración, el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos sí es un tratado internacional cuyo cumplimiento es exigible a 
los Estados que lo han ratificado. Además, el Pacto creó un organismo 
independiente, el Comité de Derechos Humanos, encargado de 
supervisar el cumplimiento de sus estipulaciones. 
El artículo 14.3 del Pacto regula el derecho a la defensa de las personas 
acusadas de haber cometido un delito en los siguientes términos:2 
3. Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá 
derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: 
a) A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma 
detallada, de la naturaleza y causas de la acusación formulada contra ella; 
b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación 
de su defensa y a comunicarse con un defensor de su elección; 
c) A ser juzgado sin dilaciones indebidas; 
d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser 
asistida por un defensor de su elección; a ser informada, si no tuviera 
defensor, del derecho que le asiste a tenerlo, y, siempre que el interés de 
la justicia lo exija, a que se le nombre defensor público, gratuitamente, si 
careciere de medios suficientes para pagarlo; 
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e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la 
comparecencia de los testigos de descargo y que éstos sean interrogados 
en las mismas condiciones que los testigos de cargo; 
f) A ser asistida gratuitamente por un intérprete, si no comprende o no 
habla el idioma empleado en el tribunal; 
g) A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse culpable. 
El Pacto fue adoptado por resolución de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas en 1966, y entró en vigor el 23 de marzo de 1976, tras 
haber sido ratificado por los primeros 35 Estados. 
Normas de ámbito regional 
Convención Europea de Derechos Humanos firmada en Roma el 4 de 
noviembre de 1950.  
Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, redactada en 
Niza el 7 de diciembre de 2000.  
Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969. 
Regulación por Estados 
Chile 
Se halla regulado por la Constitución chilena de 1980, que entre otras 
cosas establece: 
Que toda persona tiene derecho a defensa jurídica en la forma que la ley 
señale y ninguna autoridad o individuo podrá impedir, restringir o perturbar 
la debida intervención del letrado si hubiere sido requerida. 
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Nadie podrá ser juzgado por comisiones especiales, sino por el tribunal 
que señalare la ley y que se hallare establecido por ésta con anterioridad 
a la perpetración del hecho. 
La ley arbitrará los medios para otorgar asesoramiento y defensa jurídica 
a quienes no puedan procurárselos por sí mismos. Esta prerrogativa se 
materializa por medio del privilegio de pobreza. 
Además, se añadió en reforma constitucional:  La ley señalará los casos 
y establecerá la forma en que las personas naturales víctimas de delitos 
dispondrán de asesoría y defensa jurídica gratuitas, a efecto de ejercer la 
acción penal reconocida por esta Constitución y las leyes. 
Toda persona imputada de delito tiene derecho irrenunciable a ser 
asistida por un abogado defensor proporcionado por el Estado si no 
nombrare uno en la oportunidad establecida por la ley. 
Las principales formas de cumplimiento de esta garantía se consagran en 
la institución de abogado de turno y por organismos como la Corporación 
de Asistencia Judicial y la Defensoría Penal Pública. 
España 
Se halla regulado por la Constitución española de 1978, el artículo 24 de 
la cual señala: Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario 
predeterminado por la Ley, a la defensa y a la asistencia de letrado, a ser 
informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público 
sin dilaciones indebidas y con todas las garantías, a utilizar los medios de 
prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí mismos, a no 
confesarse culpables y a la presunción de inocencia. 
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De esta manera se establecen mecanismos como los servicios de 
orientación jurídica, la Asistencia jurídica gratuita o los abogados de oficio.  
Venezuela 
Análogamente, en Venezuela el derecho a la defensa se encuentra 
establecido en la Constitución de Venezuela de 1999, la cual señala:  
El debido proceso se aplicará a todas las actuaciones judiciales y 
administrativas; en consecuencia: 
1. La defensa y la asistencia jurídica son derechos inviolables en todo 
estado y grado de la investigación y del proceso. Toda persona tiene 
derecho a ser notificada de los cargos por los cuales se le investiga, de 
acceder a las pruebas y de disponer del tiempo y de los medios 
adecuados para ejercer su defensa. Serán nulas las pruebas obtenidas 
mediante violación del debido proceso. Toda persona declarada culpable 
tiene derecho a recurrir del fallo, con las excepciones establecidas en esta 
Constitución y la ley. 
2. Toda persona se presume inocente mientras no se pruebe lo contrario. 
3. Toda persona tiene derecho a ser oída en cualquier clase de proceso, 
con las debidas garantías y dentro del plazo razonable determinado 
legalmente, por un tribunal competente, independiente e imparcial 
establecido con anterioridad. Quien no hable castellano o no pueda 
comunicarse de manera verbal, tiene derecho a un intérprete. 
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2.1.9. El acceso a un defensor penal y sus ámbitos especialmente críticos 
2.1.9.1. Delimitación 
 
El derecho a la asistencia jurídica letrada, parte ineludible de la 
inviolabilidad del derecho de defensa que nace a favor de quien resulta 
imputado penalmente, constituye un elemento definidor del acceso a la 
justicia en sentido amplio, en tanto la intervención activa de un defensor 
técnico posibilita que todos los derechos y garantías reconocidos al 
primero sean no sólo resguardados, sino efectivamente ejercitados. 
 
La particularidad de intervención de sujetos diversos –el imputado y su 
defensor técnico-en procura de un mismo fin de contrarrestar o aminorar 
la pretensión punitiva, aunque con elementos diversos, otorga sin duda 
una dinámica singular al proceso. A partir de esta conformación de 
naturaleza compleja del derecho de defensa penal, se deriva la exigencia 
de actuación del abogado defensor como un requisito de validez del 
procedimiento (salvo los casos de autodefensa), imponiéndose la 
intervención de un defensor público ante la ausencia de un defensor de 
confianza. 
 
La referencia a la necesidad de “acceso” a un defensor penal, no quiere 
aludir a que ésta pueda considerarse cumplimentada por la simple 
constatación de que en el proceso penal se ha designado a un abogado, 
o que éste haya establecido algún contacto con el representado; esto 
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significa bastante poco para el derecho de defensa. Pero es cierto queuna 
lectura rápida, o una interpretación restringida del término “acceso” 
señalada en el título de este ensayo, deja al descubierto en su opción 
negativa, la forma más burda de avasallamiento del derecho a la defensa 
técnica: la ausencia de vínculo alguno –jurídico o fáctico- entre imputado 
y abogado. 
 
En estas páginas, la alusión al “acceso a un defensor penal” trasciende la 
mera vinculación relacional. Con la afirmación del acceso (íntegro) a un 
abogado, se quiere aludir al goce completo del derecho a la asistencia 
jurídica reconocida por el derecho internacional de los derechos humanos. 
Entonces, habrá real acceso si el defensor cumple con los recaudos de 
una defensa técnica adecuada; y para ello, el sistema penal deberá 
brindar al abogado posibilidades ciertas para el ejercicio de su función. 
 
Los modos de la relación abogado-representado, y los grados de 
intensidad de intervención del defensor técnico en el sistema penal, 
suelen presentar problemáticas que distan de ofrecer soluciones 
sencillas. Pero en esta materia suelen presentarse situaciones que 
evidencian la falta de protección del derecho a la asistencia jurídica 
adecuada. En ocasiones, ningún abogado llega a tomar intervención en 
actos de los que derivan graves perjuicios para los imputados, o su 
actuación es solamente formal; en otras, los representados –en especial 
los detenidos- desconocen si alguien en verdad los continúa defendiendo, 
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encontrándose sumidos en un vergonzoso abandono. Y también hay 
defensores probos, activos, y muy comprometidos con sus defensas, 
sobre los que penden obstáculos de los más diversos para el 
cumplimiento de su función . En todos estos casos, al limitarse el derecho 
a un abogado, se viola irremediablemente el derecho de defensa; y la 
parte más débil ante la justicia ve acrecentada aún más la disparidad de 
fuerzas con sus contradictores. Sin embargo, y más allá de la falta de 
univocidad en las respuestas jurisdiccionales, ciertas afectaciones del 
derecho de defensa suelen resolverse como si se tratara de un mero 
trámite o cuestión procesal, antes que del contenido esencial de un 
derecho fundamental. 
 
La irradiación del derecho internacional de derechos humanos en el 
ámbito interno –y básicamente a partir de la jerarquización constitucional 
de los principales instrumentos en 1994 (art. 75 inc. 22 CN) - generó un 
impacto progresivo e intenso en su aplicación por parte de los tribunales 
argentinos. Así, la reforma constitucional integró definitivamente la 
protección de la inviolabilidad de la defensa enunciada en el artículo 18 
de la Constitución Nacional, con aquella normativa, habilitando 
igualmente la compatibilización de la jurisprudencia interna, con las 
decisiones de los organismos de protección previstos en los convenios 
multilaterales -cuyas decisiones constituyen “guía interpretativa” para la 
Corte Suprema argentina-; todo ello, según lo que resulte más favorable 
al imputado. 
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Ello no obstante, y en importante número, hay todavía resoluciones 
jurisdiccionales que traslucen la resistencia a considerar que el derecho 
doméstico debe integrarse al plexo constituido por el derecho 
internacional, y guiarse en su aplicación por el principio pro homine; y que 
si bien los derechos fundamentales no determinan en toda su dimensión 
los alcances del derecho aplicable, sí excluyen determinadas 
consecuencias como no permitidas, a la vez que exigen otras como 
necesarias. 
Este trabajo centrará su análisis en aquellas áreas donde la incidencia de 
actuación del defensor penal adquiere mayor relevancia, adentrándose en 
las “zonas riesgosas”, donde la eventual limitación o clara falencia para la 
defensa por parte de un abogado, impacta con mayor repercusión en los 
derechos en juego. 
 
2.1.9.2. Hacia la protección efectiva del derecho a un defensor en materia 
penal 
 
2.1.9.2.1. Sobre los fundamentos del derecho a la defensa técnica penal 
 
Por propia definición, el derecho de defensa del imputado en causa penal, 
comprende su facultad para llevar a cabo actividades para resistir o poder 
atenuar la imputación penal, lo que realiza interviniendo personalmente 
en el proceso. Un contenido que hace a ese derecho de defensa, y que 
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adquiere importancia vital, es su derecho a ser asistido por un abogado; 
que supone la prerrogativa de contar con un defensor técnico que 
interviene de manera independiente en el proceso procurando a su favor. 
 
Pero el defensor no sustituye la voluntad de su representado, ni pasa a 
ocupar su lugar. Porque nadie podría arrogarse la facultad de ejercicio de 
un derecho que se estructura a partir de la idea de dignidad de la persona 
humana. Como ya se preguntaba Robespierre en su discurso ante la 
Asamblea Constituyente de 1790: “¿a quién pertenece el derecho de 
defender los intereses de los ciudadanos? A ellos mismos, es el derecho 
más sagrado... si no es consentido a mi mismo defender mi vida, mi 
libertad, mi honor, mi fortuna, o bien recurriendo a quien considero el más 
probo, el más iluminado, el más fiel a mis intereses... entonces Ustedes 
violan al mismo tiempo la ley sagrada de la naturaleza y de la justicia, y 
todas las nociones del orden social” . 
 
Que al defensor designado en el proceso le correspondan igualmente 
poderes y atribuciones para invocar en interés del imputado –en tanto no 
constituyan el ejercicio de actos personalísimos reconocidos a éste-, no 
puede hacer perder de vista que este último es el titular del derecho de 
defensa, y en ese carácter ejercita su defensa material. Y que en todo 
caso, el defensor técnico constituye uno de los resguardos más 
importantes de su garantía . Así, el primer gran desafío de todo defensor 
penal será el hallazgo de fórmulas de complementariedad con su 
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defendido para el ejercicio concurrente de acciones, en defensa de uno 
de ellos. A tales fines, “ambos poseen facultades autónomas, esto es, 
independientes, que no se inhiben entre sí”(MAIER: 1996) 
 
Ahora, la circunstancia de que se constituya a la defensa técnica como un 
requisito de validez del procedimiento, autorizando la autodefensa técnica 
sólo cuando el imputado “no perjudique la eficacia de la defensa y no 
obste a la normal sustanciación del proceso”, como en el sistema federal 
argentino (art. 104 CPP Nación) , denota no sólo una especial 
preocupación para el resguardo de un derecho fundamental -con lo cual 
la observación acerca de las exigencias de actuación del defensor penal 
deberán partir de estándares elevados de intervención-, sino que permite 
ver cómo la actuación de un abogado, también es requerida para una 
mejor consecución y orden procesal. En este último caso, más que un 
“derecho” del imputado, se tiene en mira una necesidad de la 
administración de justicia.  
 
Sin embargo, la admisión del derecho a un abogado y la actuación 
autónoma pero integrada entre el defensor penal y su asistido, no siempre 
fue admitida y mucho menos respetada en el proceso penal. Mucha de la 
historia del proceso se explica a partir de este vínculo relacional, y del 
reconocimiento o no de los poderes y facultades a los mismos en el marco 
del procedimiento; todo lo cual refleja del nivel de respeto o de directa 
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ignorancia al status del imputado como sujeto de derechos 
fundamentales. 
 
Desde la prohibición del imputado para defenderse por abogados durante 
un período en Atenas, hasta la intervención amplia del interesado con un 
orador experto que lo asistía en la antigua Roma, y nuevamente, la 
limitación de intervención del abogado en la época del Imperio ; o la 
prohibición para los indios de América de realizar consultas con abogados 
(como medida de “protección” por los innumerables daños que los 
letrados les habían ocasionado, ordenando Felipe II en 1589 “castigar con 
cien azotes a quienes los consulten”(SUAREZ: 1995); desde la pérdida 
para el imputado de la calidad de parte procesal en la “terapia inquisitoria”, 
hasta su derivación en la prohibición de actuación del defensor en la 
Ordenanza Criminal Francesa de 1670 (GOESSEL: 1989); desde la 
concepción sustentada por el modelo inquisitivo de que con la simple 
confesión se pondrá de manifiesto la culpabilidad o la inocencia...y 
entonces, ¿para qué un abogado? (sólo para hacerlos confesar, y si no lo 
logra, por lo menos que el abogado revele al juez lo que tuvo 
conocimiento), hasta la supresión de la actuación de abogados en Prusia 
por decreto real en 1780 (porque “va contra la naturaleza de las cosas 
que las partes no sean escuchadas directamente por el juez en sus 
demandas y quejas, sino que se vean precisadas a hacer valer sus 
necesidades a través de un abogado pagado” (GOESSEL: 1989)), o su 
definición según la Santa Inquisición:“infame, digno del castigo más 
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severo, el que sabiendo tener un cliente culpable, de todos modos lo 
defiende”(CORDERO: 2000). 
 
Como expresara Carnelutti –en otro contexto histórico y cultural-, al 
razonar sobre la necesidad de parcialidad del abogado, en defensa de lo 
que más convenga a su defendido: “La del abogado es quizá una de las 
figuras más discutidas en el cuadro social; se podría decir más 
atormentada. Entre otras cosas, nunca, ni siquiera en los momentos de 
mayor convulsión histórica, se ha propuesto la supresión de los médicos 
o de los ingenieros; pero de los abogados sí. En alguna ocasión, hasta se 
ha llegado a suprimirlos; después han resurgido con rapidez. En el fondo, 
la protesta contra los abogados es la protesta contra la parcialidad del 
hombre. Mirándolo bien, ellos son los Cirineos de la sociedad: llevan la 
cruz por otro, y esta es su nobleza. Si me pidierais una divisa para la orden 
de los abogados, propondría el virgiliano sic vos non vobis; somos los que 
aramos el campo de la justicia y no recogemos el fruto” (CARNELUTTI: 
1989) 
 
Si bien las justificantes esgrimidas para fundar la necesidad de obligada 
intervención de un asistente técnico al lado del imputado responden a 
motivos diversos, no puede desconocerse el hecho sustancial de que para 
confrontar al poder del ministerio público fiscal, se precisa de una persona 
formada en derecho y en la práctica penal, no debiendo tampoco 
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soslayarse la incidencia que conlleva desde el aspecto emotivo, la propia 
participación del implicado en un proceso penal en su contra. 
 
La igualdad de armas entre la acusación y la defensa, supone la perfecta 
igualdad de las partes. Para eso, la defensa tiene que tener la misma 
capacidad y poderes de la acusación; entonces, el imputado debe estar 
asistido por un defensor en situación de competir con el acusador 
público.(FERRAJOLI: 1998). 
 
1.1.2.2.2. Disposiciones normativas y de diverso carácter. La defensa 
de quienes no tienen quien los defienda  
 
El derecho internacional de los derechos humanos, a la par del 
reconocimiento de contenidos integrativos básicos del derecho de 
defensa para el imputado (entre ellos, el de conocimiento detallado de la 
imputación en su contra, el derecho a ser oído públicamente y en 
condiciones de igualdad -expresándose libremente sobre los extremos de 
la imputación-, el de controlar la prueba que pueda ser utilizada en su 
contra y ofrecer prueba de descargo), reconoce su derecho a la asistencia 
jurídica según una formulación de gran amplitud. 
 
Así, la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH) establece 
entre las garantías judiciales mínimas, la concesión al imputado del 
tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa 
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(8.2.c), y su derecho de defenderse personalmente o de ser asistido por 
un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su 
defensor (art. 8.2.d); la Declaración Universal de Derechos Humanos 
(DUDH) asegura en su artículo 11 la realización de un juicio público para 
toda persona acusada de delito, en el cual “se le hayan asegurado todas 
las garantías necesarias para su defensa” y el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), asegura el derecho “A disponer del 
tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa y a 
comunicarse con un defensor de su elección” (art. 14.3.b), y “A hallarse 
presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser asistida por 
un defensor de su elección; a ser informada, si no tuviere defensor, del 
derecho que le asiste a tenerlo...” (art. 14.3.d) 
 
El Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas (CDHNU), en 
su Observación General 13 al artículo 14 del PIDCP, advirtió a los Estados 
Partes que en la segunda frase del párrafo 1 del artículo 14 se dispone 
que “toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las 
debidas garantías”, que en el párrafo 3 se detallan esas garantías en 
relación con los procesos penales, pero que las exigencias formuladas en 
el párrafo 3 “son requisitos mínimos, cuya observancia no es siempre 
suficiente para asegurar un proceso que llene los requisitos previstos en 
el párrafo 1” . Y que no en todos los informes de los países se han 
abordado los aspectos íntegros del derecho de defensa según se define 
en el artículo 14.3.d), así: “El Comité no siempre ha recibido información 
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suficiente sobre la protección del derecho del acusado a estar presente 
durante la sustanciación de cualquier acusación formulada contra él, ni 
cómo el sistema jurídico garantiza su derecho, ya sea de defenderse 
personalmente o de recibir la asistencia de un abogado de su elección, o 
qué arreglos se establecen si una persona carece de medios suficientes 
para pagar esta asistencia. El acusado o su abogado deben tener el 
derecho de actuar diligentemente y sin temor, valiéndose de todos los 
medios de defensa disponibles, así como el derecho a impugnar el 
desarrollo de las actuaciones si consideran que son injustas.”(CDHNU: 
1984). Por otra parte, los abogados deben poder representar a sus 
defendidos de conformidad con su criterio y normas profesionales 
establecidas, sin injerencia de ninguna parte. (CDHNU: 1984) 
 
El carácter fundamental que se otorga a la asistencia jurídica del 
imputado, puede verse con mayor intensidad a partir de la regulación 
establecida para el caso de que el imputado no se defendiera 
personalmente (o no se lo autorizara a hacerlo), ni tampoco designare 
letrado de confianza para asumir su defensa. La CADH establece en el 
art. 8.2.e, el “derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor 
proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación 
interna, si el imputado no se defendiera por sí mismo ni nombrare 
defensor dentro del plazo de ley. Y el PIDCP, “...siempre que el interés de 
la justicia lo exija, a que se le nombre defensor público, gratuitamente, si 
careciere de medios suficientes para pagarlo” (art. 14.3.d). Esta cobertura, 
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que constituye la última reserva de la defensa, sólo actúa de manera 
subsidiaria; si el imputado no se defendiera personalmente o no hiciera 
uso de su derecho de designar abogado particular.  
 
Muchos desconocen que en el sistema federal argentino, la 
representación que ejercen los defensores públicos sobre el total de 
casos penales suele superar el80%; situación que se repite con mayor o 
menor intensidad en las provincias. Estos baremos permiten observar la 
relevancia que tiene el análisis de las problemáticas específicas de 
intervención de defensores públicos en el proceso penal, y más allá de 
que un porcentaje importante de dificultades no dependen de 
restricciones impuestas por la actuación de los tribunales, sino por la 
desatención para la provisión de recursos suficientes para hacer lugar a 
la cobertura, lo cierto es que para algunos sectores de la administración 
de justicia parecerían “flexibilizarse” aspectos sustanciales del derecho a 
la asistencia jurídica adecuada, cuando en el proceso debe intervenir un 
defensor público. Esto incluye la errada concepción cultural de ciertos 
jueces y fiscales, de que el defensor público antes que la consagración de 
una garantía para el imputado, constituye un auxiliar de la justicia. Claro 
que esta concepción no se manifiesta de igual forma en todo el país ni en 
la mayoría de los operadores de la justicia, y que el nivel de respeto al 
derecho de quienes no tienen quien los defienda, mucho ha dependido 
del accionar proactivo de vastos sectores de la defensa pública argentina. 
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2.2. Marco conceptual 
 AMENAZA: Es por todo dicho o hecho con que se da a entender el 
propósito más o menos inmediato de causar un mal. Jurídicamente la 
generalidad de autores considera que se trata de un atentado contra la 
libertad personal (FLORES: 1987). 
 ANTISOCIAL. Contrario al espíritu social. Que se opone a la vida de 
sociedad. 
 CERTIFICADO MEDICO: El certificado es un instrumento que tiene el 
propósito de afirmar la veracidad de cierto hecho o la existencia de 
determinado estado, ocurrencia u obligación. Es un documento destinado 
a reproducir, con idoneidad, una manifestación específica del 
pensamiento.         El certificado médico, por su vez, es un relato escrito y 
simple de una deducción médica y sus complementos. Según Souza 
Lima, se resume en "la declaración, pura y simple, por escrito, de un 
hecho médico y sus consecuencias".   Tiene el propósito de sintetizar, de 
una forma objetiva y simple, lo que resultó del examen hecho en un 
paciente, sugiriendo un estado de sanidad o un estado mórbido, anterior 
o actual, para para fines de licencia, de dispensa o de justificativa de faltas 
al servicio, entre otros. Es, así, un documento privado, elaborado sin 
compromiso anterior e independiente de compromiso legal, 
proporcionado por cualquier médico que esté en el ejercicio regular de su 
profesión. CERTIFICADO MEDIDO: El certificado médico es un 
documento extendido por un médico habilitado en el que consta una 
deducción o una inducción en relación con la índole médica de la 
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profesión; en la actualidad es necesario que una área de salud ponga su 
visto bueno para que el certificado médico sea tenido como válido. 
 COACCIÓN: La amenaza es el género y la coacción es la especie; sin 
embargo, la coacción representa un grado más en el ataque contra la 
voluntad toda vez que quien coacciona se vale también de amenazas o 
de violencias (SOKOLICH: 2001). 
 CÓDIGO PENAL (Delitos): Nuestro Código Penal se ocupa en primer 
lugar de los delitos contra la vida y la integridad corporal, el patrimonio, el 
honor, la libertad, las buenas costumbres y la familia. Trata en seguida de 
los delitos que Thyren llama contra la sociedad: delitos que crean un 
peligro colectivo ] como el incendio y otros estragos, delitos V contra la 
salubridad pública, contra las comunicaciones públicas, la autenticidad de 
los títulos y contra la paz pública y, en fin, se ocupa de los delitos contra 
el Estado o los Estados extranjeros. Los delitos contra el Estado o los 
Estados extranjeros. Los delitos contra el Estado comprenden los de 
traición y los cometidos contra la seguridad militar, contra la voluntad 
popular, la autoridad pública, la administración de justicia o en exceso o 
abuso de los deberes de función. Si bien la clasificación de los delitos en 
el Anteproyecto Suizo es análoga a la que hace este Código, la penalidad 
aplicada a esos delitos es distinta. 
 CÓDIGO PENAL (Parte Especial): "La parte genera] del Derecho penal 
está formada por el conjunto de elementos comunes al delito y a la pena 
vistos en abstracto. La Parte especial está constituido por las figuras 
delictivas singularmente consideradas. Desde el punto de vista normativo, 
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la Parte especial es la suma de los preceptos legales que describen los 
delitos y fijan sus penas. El C. P. distingue la Parte General (Libro 
Primero) de la Parte Especial (Libros Segundo y Tercero). El Libro 
Segundo contiene los delitos y que sus penas; el Libro Tercero, las faltas. 
Además, hay que tener en cuenta los delitos descritos en numerosas 
leyes especiales. Desde el punto de vista dogmático, la Parte especial es 
el estudio de los delitos en particular y de sus penas, interpretando y 
elaborando científicamente su contenido normativo 
 CONDUCTA. Modo de conducirse una persona en las relaciones con los 
demás, según una norma moral, social y cultural. 
 CRIMINALIDAD. Calidad o circunstancia que hace que una acción sea 
criminosa. Número de crímenes cometidos en un territorio y tiempo 
determinados. 
 EFICACIA NORMATIVA: Una importante diferencia entre la eficacia 
casual y la eficacia normativa está marcada por la relevancia del papel 
que desempeñan los órganos jurídicos de aplicación de la sanción. La 
preponderancia del concepto de eficacia normativa en la Teoría Pura del 
Derecho puede explicarse desde un punto de vista funcional. Kelsen 
sostenía que: "la función de la norma jurídica consiste en ligar la sanción 
como consecuencia a ciertas condiciones, entre las cuales el delito ocupa 
una parte principal". Y, consecuentemente, Bobbio afirma que: "es bien 
sabido que la teoría kelseniana del derecho como ordenamiento coactivo 
se apoya principalmente en la afirmación de que el derecho se compone 
de normas y que la característica de esas normas no es prescribir 
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comportamientos (y  menos aún autorizarlos), sino establecer un nexo de 
imputación entre el acto ilícito y la sanción (EUGENIO: 2009) Eficacia de 
las normas jurídicas.- La eficacia de las Normas Jurídicas consiste en la 
conformidad de la conducta de los destinatarios en el modelo prescrito. 
La observación de las Normas Jurídicas cuenta sobre todo con la 
adhesión espontánea de los destinatarios, aunque aquellos deben contar, 
en última instancia, con un aparato coercitivo que precisamente refuerce 
su eficacia, combinando y aplicando sensaciones contra los agresores. 
Así, si una Norma Jurídica no es espontáneamente observada por los 
destinatarios y si sus transgresores no son normalmente alcanzados por 
la sanción prevista, esa norma es ineficaz. 
 EFICACIA: Eficacia de acuerdo a la real academia, se define como 
“Capacidad de lograr el efecto que se desea o se espera”' y eficaz como 
“Que produce el efecto propio o esperado”. Este adjetivo, se aplica 
preferentemente a cosas: «El zumo es eficaz en caso de fiebre infecciosa 
y diarrea crónica» (Ronald Frutoterapia [Col. 1998]). Pero también puede 
aplicarse a personas, con el sentido de ‘competente, que cumple 
perfectamente su cometido’: «Sara era una comadrona eficaz», aunque 
en este último sentido es preferible emplear el adjetivo eficiente. 
 EFICIENCIA: Es la  “Capacidad de disponer de alguien o de algo para 
conseguir un efecto determinado” y eficiente es el “Competente, que rinde 
en su actividad”: «Junto con ellos abandonó el edificio la eficiente 
enfermera». Aunque es frecuente, no se recomienda el empleo de este 
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adjetivo aplicado a cosas; para ello es preferible el empleo del término 
eficaz:  
 FORENSE. Perteneciente al foro. Plaza donde se trataban en Roma los 
negocios públicos. Sitio en que los tribunales oyen y determinan las 
causas. Cuanto concierne al ejercicio de la abogacía y a la práctica de los 
tribunales. 
 GRAFOLOGÍA. Técnica que tiene por objeto determinar las 
características de personalidad de los individuos a través de los rasgos 
de la escritura. 
 IMPUTABILIDAD. Atribuir a alguien una acción o delito. 
 INTELIGENCIA. Facultad intelectiva; capacidad de conocimiento. 
Comprensión; acto de entendimiento. 
 JURÍDICO.- Que tiene relación con el derecho o se ajusta a él. 
 MEDICINA LEGAL. Rama de la medicina que coadyuva y contribuye al 
aparato de justicia, cuando requiere de los conocimientos del arte y 
ciencia de la medicina, dentro de un proceso jurídico. 
 MÉDICO LEGISTA. Al profesional médico adscrito a la Jefatura de la 
Unidad Departamental de Medicina Legal de la Secretaría de Salud. 
 MOTIVACIÓN. Dar causa o motivo para una cosa. Explicar la razón o el 
motivo que se tuvo para hacer una cosa. 
 PERSONALIDAD. Diferencia individual que constituye a cada persona y 
la distingue de otra. Inclinación o aversión que se tiene a una persona, 
con preferencia o exclusión de los demás. 
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 PSICOLOGÍA. Ciencia que se ocupa del estudio del hombre, bajo el 
aspecto de las actividades mentales, afectivas y la conducta, tanto desde 
el punto de vista general, individual, social y genético, como de sus 
determinantes externos e internos y los procesos que distinguen la acción 
y la interacción de estos. 
 PSICOPATOLOGÍA. Estudios de las causas y naturaleza de las 
enfermedades mentales. 
 RETARDO MENTAL. Retardo del desarrollo mental de una persona. 
Dícese del que no tiene el desarrollo mental corriente. 
 RETIRO DEL AGRESOR DEL DOMICILIO: La convivencia de los 
cónyuges en una misma casa puede generar situaciones conflictivas 
imposibles de superar, dado que se exacerban las pasiones entre ellos 
hasta trasuntar verdadera aversión u odio, hecho que seguramente 
originará una situación de violencia latente imposible de ser aplacada por 
otra medida de protección, siendo necesario dictar una medida drástica, 
como es la orden de retiro del agresor del domicilio, el requisito de 
actualidad es importante porque el fin de la ley es el de hacer cesar una 
situación de riesgo existente al momento de la denuncia y no a situaciones 
ocurridas con anterioridad y que aparecen como salvadas por las partes.  
 SIMULACIÓN. Imitación de los síntomas de una enfermedad, la mayoría 
de las veces de manera consciente y con los fines fraudulentos: 
Simulación de demencia. 
 SUSPENSIÓN TEMPORAL DE VISITAS: Se trata de una medida 
orientada más bien a la protección de los hijos involucrados en el conflicto 
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familiar, que tienen que ver con la tenencia y custodia de ellos. El 
tradicionalmente llamado derecho de visitas, que tiene lugar ante la 
fractura de la convivencia entre el padre y o madre y el hijo menor, ha sido 
considerado como sustitutivo del derecho a la guarda, vinculado al 
derecho función de la patria potestad y su ejerció.  Siendo este un derecho 
irrenunciable que va más allá de la entrevista o el contacto personal en el 
hogar de quien ejerce su custodia y tenencia como suele ocurrir 
normalmente, pues este derecho implica la posibilidad de comunicación 
telefónica de manera que se garantice una adecuada comunicación con 
el hijo, igualmente una convivencia breve con el padre que no ejerce su 
custodia y tenencia, sobre todo en las vacaciones escolares o fines de 
semana largo, o simplemente salir de su hogar para disfrutar de un paseo; 
es en ocasiones suspendido en su entorno afectan gravemente su 
desarrollo biopsicosocial en forma directa o indirecta. 
 
2.3. Hipótesis y variables 
2.3.1. Hipótesis general  
 
Es posible que los abogados a pedido personal, puedan renunciar 
a su derecho a un abogado, a fin de que el mismo asuma su autodefensa 
en los procesos penales donde se encuentre como sujeto activo del delito, 
y se abstengan de declarar en el interrogatorio del juicio oral. 
 
54 
 
 
 
2.3.2.  Hipótesis específica 
 
 Es posible que los profesionales en puedan renunciar a su derecho 
de defensa. 
 Puede ser que los abogados puedan ejercer su autodefensa en los 
procesos penales seguidos en su contra. 
 Los abogados que asumen su autodefensa en el juicio oral, 
deberían de renunciar al interrogatorio en la etapa del juicio oral 
 
 
2.3.3. Sistema de variable 
Identificación de variables 
2.3.3.1. Variables independientes 
La renuncia del derecho a la defensa en los procesos penales, 
basado en renunciar a tener un abogado que patrocine en la defensa 
procesal. 
 
Indicador:  
Opinión de magistrados (jueces y fiscales) 
Opinión de abogados litigantes 
Opinión de catedráticos especialistas en derecho procesal penal 
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2.3.3.2. Variables dependientes 
i. La autodefensa procesal por parte del abogado procesado como 
sujeto activo del delito en el que fue involucrado. 
ii. La abstención del abogado procesado que ejerce su defensa, 
respecto de su declaración y el interrogatorio dirigido al mismo. 
Indicador: 
Opinión de magistrados (jueces de investigación preparatoria, jueces 
penales, jueces superiores y fiscales) 
Opinión de abogados litigantes. 
Opinión de catedráticos especialistas en derecho procesal penal. 
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MÉTODO DE INVESTIGACIÓN 
 
3.1. Diseño de la investigación 
 
El tema a desarrollarse en la investigación necesariamente debe ser 
una investigación cualitativa para la síntesis y análisis de la información que 
será obtenida y la posterior propuesta 
 
La investigación ha realizarse estará siendo aplicada a las ciencias 
jurídicas, en la especialidad de derecho constitucional, dentro del rubro de 
DERECHO AL DEBIDO PROCESO Y EL DERECHO A LA DEFENSA. 
3.2. Dimensión de Análisis. 
 
La perspectiva de las dimensiones de análisis es de carácter social y 
política, en cuanto estas darán cuenta de los procesos y resultados a partir 
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de las percepciones de los pobladores. Por cuanto que responde a la 
realidad política de hechos y procesos de acción política, donde la población 
establece formas de participación política en etapas de gobierno local  y en 
procesos electorales en la ciudad de Puno 
 
3.3. Nivel de investigación:  
 
Considerando el objetivo planteado se ha definido esta investigación 
de tipo descriptiva describe de manera inductiva, sistemática y detallada 
datos de una situación observada, resaltando de allí las variables objeto de 
estudio, (Hernández, Fernández y Batista 1998). 
La Investigación es Descriptiva: debido a que orienta al conocimiento 
de la realidad tal como se presenta en una situación espacio-temporal dada. 
Reseña rasgos, cualidades o atributos de la Población Objeto de Estudio. 
 
La investigación es Explicativa: en la medida que estuvo orientada al 
descubrimiento de los factores  que pueden incidir o afectar la ocurrencia de 
un fenómeno de participación política. La misma que permitió tener razones 
del porqué de los fenómenos sobre participación política por parte de los 
pobladores de la ciudad de Puno. 
 
3.4. Tipo de investigación: 
La investigación es básica porque responde a los problemas teóricos, 
en tal sentido está orientada a describir, explicar, predecir  la realidad, con lo 
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cual se basó en la búsqueda de principios y leyes generales que permitió 
organizar una teoría científica. 
 
Por la naturaleza del estudio se empleó el método analítico-sintético, 
inductivo-deductivo. Por lo tanto se ha usado, el modelo de investigación de 
carácter  mixto (cuantitativo y cualitativo) de investigación, valiéndonos de 
datos descriptivos en el análisis de la información, de fuentes secundarias 
para la elaboración del marco teórico y de la realización de observación  al 
grupo muestral obtenido de referencia en la ciudad de Puno,  puesto que por 
un lado lo cuantitativo nos permite explicar de qué manera el mayor grado 
de investigación preliminar educativo y grupos de edad, percepciones sobre 
las formas de participación política y por otro lado lo cualitativo permite la 
interpretación de tales fenómenos a partir de la inferencia deductiva y el 
análisis diacrónico de los datos. 
 
3.5. Población y muestra. 
3.5.1. Población 
 
El análisis y los casos se circunscriben dentro del aspecto jurídico 
constitucional y procesal penal ya que se afecta al derecho de  defensa y 
poder mantener un debido proceso, por lo que se tomará como muestra 
únicamente a los abogados relacionados con el carácter procesal penal y 
abogados litigantes, del distrito de Puno. 
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3.5.2. Tamaño de muestra   
Se consideraran 195 abogados 
 
3.6. Técnicas e instrumentos. 
3.6.1. Técnicas:  
 Ficha de encuesta: Para entender adecuadamente las respuestas  
 Observación documental: Sobre las disposiciones de 
formalización de investigaciones preparatorias y actuadas de las 
carpetas fiscales, que permitirá conocer sus características (variable 
independiente), los efectos jurídicos y que acción legal recurre el 
imputado (variable dependiente). 
 
3.6.2. Instrumentos:  
 Ficha de Observación Documental: Sobre las disposiciones de 
las carpetas fiscales 
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 LA CONSTITUCIÓN,  EL PROCESO,  EL DERECHO A LA TUTELA 
JURISDICCIONAL Y EL DEBIDO PROCESO EN RELACION AL 
DERECHO DE DEFENSA 
4.1. La constitución y el Proceso 
4.1.1. Nociones Generales 
 
El origen del proceso lo podemos hallar en el propio 
desenvolvimiento de la función jurisdiccional, es decir en el modo o la 
manera de realizar la función jurisdiccional; y la primera aproximación del 
contenido del proceso, en sentido amplio se entiende como la sucesión 
de actos dirigidos a un punto determinado; pero en sentido estricto el 
proceso constituye el conjunto de actos dirigidos a lograr la solución de 
conflictos; y en última instancia debe ser apreciado como un instrumento 
para cumplir los objetivos del Estado, imponiendo a los particulares una 
conducta jurídica, es decir respetuosa de las leyes; más aún imponiendo 
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una conducta conforme al derecho y simultáneamente en el proceso se 
manifiesta con poder del Estado de otorgar tutela jurídica. 
 
La materialización del derecho a través de la función jurisdiccional 
exige la presencia del proceso, que trasciende el mero formalismo del 
procedimiento y del digamos acto triangular formado por las partes y el 
juzgador, para subrayar el esfuerzo finalmente de estos últimos por lograr 
armonía social como fin fundamental de un estado de derecho. El proceso 
jurídico se presenta entonces como el común denominador de la justicia 
o del debido mecanismo de aplicación de la Ley, en todos los 
ordenamientos jurídicos, a la luz de la primera norma o ley fundamental; 
la misma que entiende la importancia del proceso como mecanismo 
natural de su propia existencia o vida constitucional. Por tal motivo el 
derecho de defensa del agraviado, que inspira el presente trabajo, tiene 
como el derecho de defensa del imputado el mismo nivel de importancia 
constitucional apreciado fundamentalmente a través del proceso penal, 
que no puede desligarse del respeto a Los Derechos Humanos ni hacer 
diferencias que desnaturalizarían a todo derecho fundamental en último 
término. 
 
La palabra o termino proceso o processus deviene de dos voces 
latinas: por un lado de “pro” que significa para adelante; y “cedere” que 
significa caminar; es decir “caminar para adelante”, demostrando que la 
palabra proceso explica en su contenido un determinado 
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desenvolvimiento, una sucesión, una continuidad dinámica, un desarrollo 
o movimiento determinado o un dirigirse a un fin determinado, un cumplir 
una serie de fases; que en el campo del derecho se presenta como un 
conjunto de situaciones jurídicas de relación y de naturaleza compleja. 
 
“El procedimiento es solo el medio extrínseco por el cual se instaura 
y se desenvuelve hasta su finalización el proceso...Por lo tanto el proceso 
es el medio adecuado que tiene el Estado para resolver el conflicto 
reglado por el derecho procesal, que establece el orden de los actos 
(procedimiento), para una correcta (legal)  prestación  de  la  actividad  
jurisdiccional…que  se  pone  en  marcha, normalmente cuando una de 
las partes ejerce su derecho (poder) de acción.” (VESCOVI: 1999) 
 
 
Podemos mencionar términos análogos al contenido del término 
proceso expresado en estas líneas, me refiero a los vocablos: juicio, 
controversia, asunto, litigio, causa; pero existen naturalmente diferencias 
conceptuales. Históricamente la palabra proceso se presentó como 
inicialmente en el ámbito jurídico de la Edad Media, y la palabra juicio era 
entendida más cercana al trabajo judicial final de las cortes, es decir a la 
actividad intelectual final del magistrado juzgador. 
 
Si bien hemos adelantado algunos fines tentativos del proceso, en 
realidad la doctrina discute si el proceso está orientado a resolver litigios, 
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conflictos de intereses o satisfacer pretensiones, es decir si se trata de la 
solución de un conflicto material social, a un conflicto jurídico o un conflicto 
ecléctico social- jurídica. “El fin o función del proceso…oscila en saber si 
se trata de resolver un conflicto material (sociológico) o de actuar el 
derecho (jurídico); si se persigue un fin individual, solucionar un conflicto 
subjetivo, o un fin público, la actuación de la ley,  del  derecho  y,  en  
ultimo  termino,  los  fines  de  este:  paz  y  justicia.” (VESCOVI: 1999)  Lo 
importante es que las partes en el caso del derecho procesal penal 
constitucionalizado hallen en el proceso la posibilidad de expresar en 
similares condiciones o términos sus intereses. 
 
Según Carnellutti, el proceso tiene un fin privado porque se origina 
en un conflicto material de intereses, es decir que se debe resolver 
conflictos intersubjetivos de intereses, con base en el interés individual o 
contenido psicológico. Del conflicto de intereses surge el litigio y de éste 
la pretensión de subordinar el interés ajeno al propio. 
 
Por su parte Chiovenda destaca que el fin del proceso es público y 
está en la actuación de la ley, en la aplicación del derecho objetivo. 
 
La tercera posición intermedia o ecléctica es de naturaleza mixta 
indican que el conflicto social, se resuelve mediante la actuación de la ley 
por lo que deviene en un conflicto jurídico. Guasp pretende superar la 
dualidad y coloca en el centro de la función del proceso la satisfacción de 
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pretensiones, que nacen como una queja, pero que antes de ser 
planteada ante el juez es meramente conflicto social. 
 
“La Objeción principal a estas teorías es que hay procesos sin 
conflicto. Es decir, hay procesos sin contradicción (en rebeldía) o sin que 
el reclamo tenga un apoyo jurídico (pretensión totalmente infundada, que 
igual debe dar lugar al desarrollo  del  proceso,  sin  perjuicio  de  que  la  
sentencia  final  la  rechace);  y procesos en que la pretensión no aparece, 
al menos en el inicio, como en el penal ( o en sistemas de actuación de 
oficio)... parece que lo más aceptable es entender que la función del 
proceso es jurídica ,aunque se origina en un proceso social ” (VESCOVI: 
1999) 
 
4.1.2. Definiciones 
 
Entre las principales definiciones el término proceso presentamos 
las siguientes: 
 
“El proceso es un instrumento al servicio del derecho sustancial y 
de las pretensiones relativas a las situaciones jurídicas basadas en el 
derecho de fondo. En él se discuten las pretensiones de las partes, 
especialmente las que han deducido el actor, examinando los derechos 
que alegan y los que tienen. Pero también se discuten aspectos formales 
relativos al proceso mismo.” (VESCOVI: 1999) Por tal motivo las partes 
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necesitan realizar adecuadamente sus alegaciones en pleno ejercicio de 
su derecho de defensa. 
 
“El Proceso es el conjunto de actos dirigidos a un fin (como sucede 
en los demás procesos: proceso químico, fisiológico): como es la solución 
del conflicto, (o la satisfacción de la pretensión) mediante la imposición de 
la regla jurídica, el derecho(o mas mediatamente, la implantación de la 
paz, y la justicia en el medio social). (VESCOVI: 1999) 
 
...entenderemos por proceso aquel instrumento de la función 
jurisdiccional a través del cual únicamente se ejercita la misma... 
 
“El proceso constituye el objeto de conocimiento de la ciencia del 
Derecho procesal. Junto con la acción y la jurisdicción que le preceden, 
esas tres nociones forman, como se las ha denominado, el "trinomio 
jurídico" o la "trilogía estructural", o sea las ideas básicas y sistemáticas 
para la construcción conceptual de la moderna ciencia del proceso.” 
(DICCIONARIO  JURÍDICO OMEBA) 
 
“…el proceso es un medio para asegurar, en la mayor medida 
posible, la solución justa de una controversia, a lo cual contribuye el 
conjunto de actos de diversas características generalmente reunidos bajo 
el concepto de debido proceso legal.” (CORTE SUDAMERICANA DE 
DERECHOS HUMANOS (OC 16 -99, de 1 de octubre de 199, párr. 117) ) 
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“La concepción del proceso como un mecanismo para la realización 
de la justicia impide que algún ámbito del ordenamiento jurídico se 
sustraiga a su efecto vinculante, pues a la conciencia jurídica de hoy le 
repugna la sola idea de alcanzar la justicia pervirtiendo el camino que 
conduce a ella.”  
 
4.1.3. Características 
Señalaremos las principales características del proceso; así 
tenemos que: 
 
- El proceso es sistemático, es decir, es ordenado, obedece a una 
correlación de etapas y determinación de sujetos participes del mismo. 
- El proceso solo puede presentarse a través del respaldo de 
requisitos expresos, señalados en la Ley. 
- El proceso valida su existencia a través del cumplimiento de 
requisitos necesarios para que pueda constituirse una relación procesal 
valida, que son las condiciones que deben existir a fin de que pueda 
tenerse un pronunciamiento cualquiera, favorable o desfavorable, 
sobre la demanda ,esto es, a fin de que se concrete el poder deber del 
juez de proveer sobre el mérito. (VESCOVI: 1999) 
- El proceso tiene naturaleza garantista; está íntimamente ligado al 
denominado debido proceso, es decir que no solo se juzgue por un juez 
imparcial sino que mediante una serie de actos se garanticen que esa 
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declaración final sea la que corresponda conforme a derecho que la 
sociedad por medio de sus órganos legislativos ha dictado. 
(DICCIONARIO  JURÍDICO OMEBA) 
 
- Por su naturaleza puede ser también “contractual”, una “relación 
jurídica” donde las partes están unidas por un vínculo jurídico con 
carácter autónomo, público y complejo, donde se ponen en juego los 
deberes y derechos de las partes; o una “situación jurídica” en la que 
el proceso provoca expectativas, posibilidades, cargas y liberación de 
cargas. 
 
- El proceso solo conoce un concepto de parte independientemente 
de la calidad del sujeto de derecho (sustancial) o de la acción 
(pretensión). 
 
4.2. El derecho a la tutela jurisdiccional y el debido proceso en relacion 
al derecho de defensa 
4.2.1. Concepto, naturaleza y contenido del derecho a tutela 
jurisdiccional 
 
La necesidad de  resolver la anarquía social determinó la creación 
del estado como una instancia intermediaria en la solución de los 
conflictos sociales a partir del cual se confía la permanencia de la paz 
social , luego que el ser humano al decir de Ortega y Gasset primero tuvo 
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conciencia del otro en su desarrollo social  al iniciarse la controversia 
existencial o la convivencia social y finalmente entender que necesitaba a 
un tercero dirimente, por tal motivo el derecho natural presenta al estado 
como ente materializador u orientador de la justicia tan ansiada 
socialmente como valor primario o básico en la convivencia social. Esto 
es consagrado en todos los ordenamientos Jurídicos que entienden la 
importancia de una sociedad armónica. Por tales circunstancias los 
ciudadanos de cualquier nación libre deben tener la posibilidad de acceder 
al estado a fin de solicitarle intervenga cuando considere que sus 
derechos se encuentran afectados en sus relaciones sociales con otros 
ciudadanos produciéndose un conflicto de intereses. 
 
“El derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva es el derecho de toda 
persona a que se haga justicia; a que cuando pretenda algo de otra, esta 
pretensión sea atendida por un órgano jurisdiccional a través de un 
proceso con garantías mínimas “(GONZALES: 2001) 
 
Sin embargo debemos tener claro que la posibilidad de reclamarle 
al estado que intervenga en una litis entre privados no significa 
correlativamente que la solución del conflicto resultará finalmente 
conforme al que demandó la intervención, ni se utilizaran las normas 
invocadas al órgano dirimente, solo se trata del derecho de acceso a un 
proceso no desnaturalizado o contraviniendo garantías constitucionales 
mínimas. 
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La doctrina y jurisprudencia mayoritaria han sido contundentes 
respecto a la naturaleza y contenido de la Tutela Jurisdiccional efectiva, 
subrayando que el acceso a la señalada tutela no significa sólo correlativa 
sentencia favorable, ni tampoco sentencia respecto al fondo del asunto, 
por lo tanto es posible una respuesta de inadmisión legalmente fundada 
que haya sido atendida debidamente por el órgano jurisdiccional. 
 
En las sentencias españolas (S.9/1981), (A.97/1981) y (S.35/1982) 
se señaló: “El derecho a la tutela jurisdiccional efectiva no comprende el 
de obtener una decisión judicial acorde con las pretensiones, sino el 
derecho a que se dicte una resolución acorde a derecho, siempre que se 
cumplan los requisitos procesales para ello”, “.Ese derecho supone el de 
obtener una decisión judicial sobre las pretensiones deducidas ante los 
tribunales, siempre que se utilicen las vías procesales adecuadas, pero 
no el de que tal decisión sea la solicitada por el actor...” y “se trata de 
invocar con éxito la asistencia jurisdiccional por cualquier ciudadano que 
lo requiera y no implica el aseguramiento de unas decisiones...” 
 
La tutela jurisdiccional efectiva es de importancia tal que su 
presencia resulta básica en las constituciones de los estados para los 
fines de aplicación directa de la propia norma fundamental, por conformar 
la naturaleza intrínseca del estado y del propio derecho, es decir como el 
derecho a la recta y eficaz administración de justicia; necesitando una 
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protección jurisdiccional reforzada a través de garantías o procesos 
constitucionales amparo a favor de la persona, titular del derecho a la 
tutela judicial respecto del cual el estado está obligado a garantizar el 
mencionado derecho cuyos efectos se dan antes, durante y luego de la 
sentencia. 
“Configurado el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva como un 
derecho prestacional conllevará a una serie de obligaciones por parte de 
quien, con arreglo a la constitución, deba realizar la actividad prestacional” 
(BIADRT: 1993) 
“El derecho a la tutela jurisdiccional despliega sus efectos en tres 
momentos distintos: primero, en el acceso a la justicia; segundo, una vez 
en ella, que sea posible la defensa y obtener solución en un plazo 
razonable; y tercero, una vez dictada la sentencia, la plena efectividad de 
sus pronunciamientos. Acceso a la Jurisdicción, proceso debido y eficacia 
de la sentencia.” (GONZALES: 2001) 
 
 
Por tales consideraciones el derecho de defensa en el proceso 
necesita preliminarmente la antesala del ejerció de la tutela jurisdiccional 
efectiva, para lograr forjarse plenamente y para lograr manifestarse como 
tal. 
 
El Art. 139.3 de la ley fundamental también incorpora esta garantía 
en el conjunto de las reglas genéricas de protección del ciudadano en el 
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curso de un proceso judicial. El derecho a la Tutela Jurisdiccional es un 
derecho autónomo y complejo que no solo comprende el derecho de 
acceso a la justicia como lo identifica el tribunal constitucional de nuestro 
país, sino que también está integrado por diversas manifestaciones de 
derechos correlativos que al decir de Ascencio Mellado serían los 
siguientes: 
 
a).- derecho al proceso. 
b).- derecho a obtener una resolución. 
c).- derecho a los recursos legalmente previstos.  
d).- derecho a la ejecución de las resoluciones. 
 
“En cuanto al derecho al proceso, es de acotar que el art.14.1 del 
Pacto Internacional de Derecho Civiles y Políticos estatuye bajo la 
denominación Derecho de acceso a la justicia, el derecho que de todas 
las personas tiene de ser  oídas  por  el  órgano  jurisdiccional  se  debe  
manifestar  no  solo  en  la posibilidad de formular peticiones concretas 
sino también en que se pueda instar la acción de la justicia en defensa de 
los derechos e intereses legítimos de las personas.”18 
 
“El derecho a la ejecución cierra el derecho a la tutela judicial. Ello 
significa que las resoluciones judiciales firmes, no son meras 
declaraciones de intenciones, sino que es necesario que se ejecuten 
obligatoriamente, inclusive de modo coactivo en los casos en que 
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voluntariamente no se cumplan el pronunciamiento contenida en ella.” 
(SAN MARTÍN: 2003) 
 
4.2.2. Acceso a la tutela jurisdiccional 
Focalizaremos nuestro interés académico en la primera etapa en la 
vida del derecho a través de la tutela jurisdiccional o judicial efectiva, 
porque permite igualdad en los derechos de las partes en el acceso a la 
jurisdicción y supone la interdicción a toda exclusión, es decir permite: 
 
-El acceso a los órganos propiamente judiciales 
-Que no se excluya el conocimiento de las pretensiones en razón 
de su fundamento. 
-Que no se obstaculice el acceso a la información. 
 
“El derecho a la tutela judicial supone la posibilidad de formular 
cualquier tipo de pretensión, cualquiera sea su fundamento y el objeto 
sobre el que verse. La sustracción de la Jurisdicción del conocimiento de 
cualquier tipo de litigio comportaría un atentado al derecho,”(GONZALES: 
2001) 
 
Las constituciones de raigambre social y democrática de derecho 
garantizan a todos los ciudadanos la tutela efectiva mediante el acceso al 
proceso y a los recursos previsto a la ley y comprende, primordialmente 
el derecho de acceso a la jurisdicción es  decir, el  derecho a provocar  
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que  la actividad jurisdiccional se instaure y termine en una decisión 
judicial como manifestación de órganos imparciales e independientes. 
 
La tutela sólo será efectiva si el órgano jurisdiccional reúne ciertas 
condiciones y antes de dictar sentencia sigue un proceso investido de 
las garantías que hagan posibles la defensa de las partes; esta 
condición genérica considera por investidura constitucional tanto a la 
parte demandante como demandada. 
 
El acceso a la tutela jurisdiccional respeta a su vez el 
cumplimiento de ciertos principios constitucionales íntimamente 
relacionados con este: 
 
1.- La Unidad Jurisdiccional.- Porque el ejercicio de la potestad 
jurisdiccional en todo tipo de procesos, juzgando y haciendo ejecutar lo 
juzgado es unívoco institucionalmente; y por supuesto corresponde 
exclusivamente a los juzgados y tribunales determinados por la ley 
según las normas de competencia y procedimiento existentes. Las 
constituciones consagran que solamente el poder judicial es a quien se 
le confía la función jurisdiccional; y la división de poderes consagra esta 
situación. Ningún otro poder ni ningún otro funcionario que no sean los 
magistrados del poder judicial serán los facultados a realizar funciones 
jurisdiccionales. 
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GIMENO SENDRA destaca que la exclusividad de la jurisdicción 
conlleva a dos importantes exigencias: 
- De un lado que las facultades de resolución de las 
controversias sean encomendadas a un único cuerpo de jueces y 
magistrados. 
- De otro, que la fusión en la que aquella facultad se concreta 
sea atribuida con exclusividad a los previamente señalados miembros 
que integran la jurisdicción. 
 
La unidad y el monopolio de la jurisdicción son por lo tanto la 
expresión del principio constitucional de exclusividad de la misma e 
indispensable presupuesto en todo estado de derecho para la eficaz 
protección de los derechos fundamentales. La jurisdicción es 
manifestación    de    la    soberanía    del    estado    siendo    imposible 
conceptualmente que un estado tenga más de una jurisdicción, incluso 
resultaría redundante hablar de unidad jurisdiccional por cuanto la 
jurisdicción solo es una a decir de PRIETO CASTRO. 
Lo cierto es que subyace sobre la facultad jurisdiccional la 
independencia e imparcialidad de los jueces a fin de evitar cualquier 
tipo de manipulación. 
 
¨El principio de unidad jurisdiccional es la base de organización y 
funcionamiento de los tribunales, la fusión se encomienda a un único 
conjunto de jueces independientes e imparciales, en donde toda 
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manipulación en su constitución y competencia este expresamente 
desterrada.(SERRERA: 1981) 
 
Las constituciones admiten excepciones al principio de unidad 
jurisdiccional, como es la jurisdicción militar o la jurisdicción arbitral. Lo 
importante es que la unidad jurisdiccional permita que el justiciable 
pueda encontrar la satisfacción de sus pretensiones en órganos que 
aun cuando estén fuera del poder judicial son jurisdiccionales en sus 
manifestaciones de dirimencia de derecho. Sin embargo fuera de las 
mencionadas excepciones es muy difícil y cuestionable una decisión 
justa en los litigios más allá del ámbito del poder judicial. El derecho de 
defensa del imputado debe estar presente en todo medio jurisdiccional 
a fin de no desnaturalizarse. 
 
2.- Presencia de  Órdenes jurisdiccionales.- El principio de la 
unidad jurisdiccional no impide la existencia, dentro de la organización 
judicial, de tribunales con jurisdicción para conocer determinadas 
materias. El fundamento y razón de ser no es otro que la necesidad de 
especialización. Situación tan necesaria como la propia especialización 
de la defensa de cualquiera de las partes involucradas en el proceso. 
 “La consagración del principio de unidad jurisdiccional no implica 
la desaparición de aquellos tribunales especializados. Pero se ha 
considerado oportuno huir de la expresión de “jurisdicciones 
especiales” y se emplea la de “órdenes jurisdiccionales” 
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3.- Interdicción de cualquier exclusión.- El derecho a la tutela 
judicial supone la posibilidad de formular cualquier tipo de pretensión, 
cualquiera que sea su fundamento y el objeto sobre el que verse. En el 
caso penal frente a la imputación formulada por el Ministerio Público 
contra el denunciado por la Comisión de delitos (tipificados), no se debe 
privar al imputado de exponer la pretensión que considere idónea a sus 
intereses de justicia. 
 
La sustracción de la Jurisdicción del conocimiento de cualquier 
tipo de litigio comportaría un atentado al derecho. La Jurisdicción debe 
conocer de toda pretensión, abstracción hecha del Derecho material 
que sirve de fundamento a la misma y de la persona frente a la que se 
dirigen. 
 
4.- Constitucionalidad de los requisitos procesales.- Los requisitos 
procesales son aquellas circunstancias que el Derecho procesal exige 
para que un órgano judicial pueda examinar en cuanto al fondo la 
pretensión que ante él se formula. Un Tribunal no puede examinar la 
demanda de Justicia que ante él se deduce si no concurren aquellas 
circunstancias. (Teoría de la Constitución (traducción de 
GALLEGO ANABITATE), Editorial Ariel (reimpresión de la 2º. Edición), 
1997. p. 28) 
 
5.-  Consecuencias del principio de la Tutela Judicial efectiva.- 
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4.2.2.1. Inadmisibilidad de requisitos procesales que constituyan 
formalismos enervantes 
 
Ya que constitucionalmente no son admisibles aquellos 
obstáculos que puedan estimarse excesivos, que sean producto de un 
innecesario formalismo y que no se compaginen con el derecho   a   la   
justicia   o   que   no   aparezcan   justificados   y proporcionados 
conforme a las finalidades para las que se establecen, que deben ser, 
en todo caso, adecuadas al espíritu constitucional, siendo en definitiva 
el juicio de razonabilidad y proporcionalidad el que resulta 
trascendente. Entonces no se deben rechazar al examen una 
pretensión por defectos formales o deficiencias técnicas cuando el 
escrito correspondiente suministra datos suficientes de argumentación 
de la parte. 
 
4.2.2.2. Que el requisito este establecido en norma con rango de ley 
 
El requisito procesal ha de estar establecido en una norma con 
rango de ley. No puede declararse la inadmisibilidad de una pretensión 
si la causa no se encuentra claramente prevista en la ley procesal. En 
consecuencia, “la negatividad por parte de los órganos judiciales a 
pronunciarse sobre el fondo del caso carente de base legal supondría 
manifiestamente una negativa a la satisfacción del derecho a la tutela 
judicial. 
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4.2.2.3. Que las normas reguladoras de los requisitos procesales deben 
interpretarse siempre en el sentido mas favorable a la admisión de 
las pretensiones procesales 
 
El principio pro actione adquiere especial relieve al interpretar la 
normativa reguladora de los requisitos procesales. En consecuencia, 
se lesiona el derecho a la tutela judicial si no se apura la interpretación 
más favorable a la admisibilidad. Porque las formalidades procesales 
están al servicio de la justicia. 
 
“Los órganos judiciales deben llevar a cabo una ponderación de 
los  defectos que  adviertan en los actos procesales de las partes, 
guardando la debida proporcionalidad entre defecto cometido y la 
sanción que debe acarrear, procurando siempre que sea posible la 
subsanación del defecto, favoreciendo la conservación de la eficacia 
de los actos procesales y del proceso como instrumento para alcanzar 
la efectividad de la tutela judicial” 
 
4.2.3. Relación  entre  el  derecho  de  defensa  y  la  tutela judicial efectiva 
 
La tutela judicial efectiva como principio general del derecho es un 
concepto más amplio y tiene la calidad de condición para la aplicación del 
derecho de defensa. Digamos también que la comprende íntegramente 
alcanzando especial y especifica virtualidad durante el desarrollo mismo 
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del proceso; y, mientras que el primero siendo de naturaleza general, se 
dirige a la realización material de un interés, que puede identificarse con 
un interés social, de armonía o paz social; el segundo alcanza su plenitud 
en el primero. Además si bien es cierto el derecho de defensa puede 
identificarse como un medio o instrumento para los fines de la tutela 
judicial efectiva, también es cierto que el derecho de defensa necesita de 
una previa declaración jurisdiccional y está incluido en éste. Resultando 
claro que la indefensión no es simplemente conculcación del derecho de 
defensa sino que ataca el propio principio del marco de tutela 
jurisdiccional efectiva que lo cobija, por existir entre ellos una relación de 
parte y todo respectivamente; así toda indefensión implica falta de tutela 
pero no viceversa, porque por ejemplo las limitaciones en el derecho de 
alegar y probar del imputado a favor de sus intereses o igualdad procesal, 
son vulneraciones del derecho defensa del imputado que constituye 
también una vulneración al derecho a la tutela judicial efectiva. Por otro 
lado es pertinente indicar que el derecho a la Tutela judicial o jurisdiccional 
efectiva que tiene una amplitud mayor al debido proceso incluso lo 
precede y es la base de su estructura jurídica; lo evalúa, lo garantiza y lo 
utiliza como instrumento para la obtención de una resolución fundada en 
derecho y viabilizada también a través de mecanismos garantistas como 
el derecho de defensa que forma parte primero del debido proceso y luego 
del derecho a la tutela jurisdiccional. 
 
“Todas la infracciones procesales con relevancia constitucional 
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pueden resumirse en violaciones… a los cuatro derechos básicos de la 
tutela a saber derecho de acceso, derecho de defensa, derecho a una 
resolución fundada y derecho a la efectividad de la misma.” 
(CHAMORRO: 1994) 
 
“…una infracción procesal, para que constituya un supuesto de 
vulneración del derecho de defensa, es decir, de indefensión 
constitucional, deberá: 
 
a. Referirse a alguno de los contenidos del derecho de defensa 
que hemos indicado (alegaciones y prueba contradictoria y en condiciones 
de igualdad) 
b. Constituir una violación absoluta, total y definitiva. 
 
c. Ser una violación material, no formal, de tales derechos de 
defensa, es decir, que cause un perjuicio efectivo y real de los mismos. 
d. No haber sido provocada o consentida por la parte. 
 
e. Haber sido causada por un órgano judicial dentro del 
proceso.” (CHAMORRO: 1994) 
 
Por lo tanto existe una congruencia entre la exigencia y el derecho 
de la tutela judicial efectiva y la prohibición de indefensión, así por ejemplo 
es un requisito ineludible para la debida prestación de la tutela judicial 
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efectiva, la armonía entre el pronunciamiento judicial y el objeto del 
proceso, la igualdad de armas entre el ministerio público y la defensa del 
imputado en sus pretensiones ante el órgano jurisdiccional. 
De lo anteriormente expresado podemos concluir que uno de los 
obstáculos para el acceso a la justicia es el costo de los procesos, que 
desarrollaremos más adelante. 
 
“La expresión defensa no es acertada para calificar con carácter 
general, a la actuación de una persona que se dirige a un tribunal, ya sea 
como sujeto activo o como sujeto pasivo del proceso, para que se declare 
su derecho en un caso concreto. No obstante en muchas oportunidades 
se la emplea en ese sentido en el derecho procesal” (CAROCCA: 1998) 
 
4.2.4. El debido proceso 
4.2.4.1. Antecedentes del debido proceso 
 
El principio del debido proceso es un principio general del 
derecho, de origen Anglosajón, que surgió a partir de los 
cuestionamientos de los barones normandos sobre la monarquía 
inglesa representada por Juan Sin Tierra, quien firmó la Carta Magna 
de Inglaterra en el año 1215 para frenar la arbitrariedad política, 
preliminarmente se formuló el contenido del debido proceso al disponer 
aquella primera constitución mundial que “ ningún Hombre libre podrá 
ser arrestado o detenido o preso o desposeído de su propiedad o de 
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ninguna otra forma molestado, y no iremos en su busca, ni 
mandaremos aprenderlo, salvo en virtud de enjuiciamiento legal se sus 
pares y por la ley de la tierra”. Luego aparecería en la enmienda V de 
la Constitución americana de 1787, el denominado “due process of 
law”, además su contenido o desarrollo está en las propias diez 
primeras enmiendas de la referida constitución que constituyen la 
llamada declaración de derechos (Bill of Rights 
 
4.2.4.2. Concepto del debido proceso 
 
Precisamente porque existen tradiciones jurídicas distintas por 
ejemplo entre el Common Law y el Civil Law al que pertenecemos; el 
debido Proceso como principio debe ser definido a partir de la 
constitución de  cada país, para advertir su aplicación garantista. En 
sentido amplio podemos definir al debido proceso como un principio 
marco o general que absorbe a los de más principios y sirve para 
consagrar otros derechos y garantías entre los que se encuentra el 
derecho de defensa. 
 
“...el principio del debido proceso contiene la totalidad de los 
principios integrantes de la teoría de los principios (principios comunes 
a todos los procesos, principios específicos, principios del 
procedimiento) siempre que no sean incompatibles, siendo además 
adaptable y aplicándose tanto al proceso penal como al proceso civil...” 
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(ESPARZA: 1995) 
“Cuando sirve...el principio del debido proceso es cuando la 
Constitución de un país o no es escrita o no consagra esos derechos y 
garantías fundamentales o esas libertades públicas. Reconociéndolas, 
podría afirmarse que solo sirve para ser citado, porque ésta en la base 
ya de las mismas y si ese país, como es el caso nuestro, establece 
tutelas constitucionales específicas, las infracciones lo son del derecho 
fundamental afectado y no del principio del proceso debido, o al menos 
no aisladamente.”(ESPARZA: 1995) 
 
Cada uno de los principios del proceso se aplican a un objeto 
concreto en un ámbito determinado, por ejemplo principio de 
oportunidad, en relación a las posibilidades de iniciar el proceso en el 
proceso civil y derivados, principio de oralidad, propio del 
procedimiento, etc.; en tanto que el principio del debido proceso 
contiene la totalidad de los principios integrantes de la teoría de los 
principios (principios comunes a todos los procesos, principios 
específicos, principios del procedimiento), siempre que no sean 
incompatibles, siendo además adaptables y aplicándose tanto al 
proceso penal como al proceso civil y a aquellos que de él derivan, 
respetando la naturaleza de cada uno de ellos. 
 
El debido proceso necesita que se tenga en cuenta los principios 
comunes a los procesos que permiten darle contenido al debido 
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proceso como son: 
- Principio de Dualidad de Posiciones.- 
- Principio de Contradicción o Audiencia.- 
- Principio de Igualdad de las partes.- 
- Principio de oportunidad.-y sus derivados principio 
dispositivo; principio de aportación de parte; principio de Control de los 
presupuestos procesales e impulso procesal; Principio de aplicación 
mixta de valoración de la prueba. 
 
Como sabemos en el universo procesal penal, el debido proceso 
es apreciado como una garantía procesal genérica de raigambre 
constitucional, que busca otorgar al proceso equidad y justicia; por tal 
motivo en un estado social y democrático de derecho comprende como 
ya mencionamos todas las otras garantías, derechos fundamentales y 
libertades públicas aún las reconocidas a nivel internacional y obviadas 
en la constitución. 
 
“...progresivamente fue evolucionando y de ser considerada una 
garantía de mera legalidad, como simple reserva de la ley, pasó a 
configurarse como una garantía de justicia. La noción de estado de 
derecho exige que todo proceso esté informado por la justicia y la 
equidad...” (ESPARZA: 1995) 
Hoy se pueden identificar las siguientes garantías específicas  a 
decir de Vigoritti: 
85 
 
 
 
a).-  Derecho  a  ser  adecuadamente  emplazado  y  a  gozar  de  
un tiempo razonable para preparar la defensa. 
b).-Derecho a ser juzgado por un juez imparcial. 
c).- Derecho a la tramitación oral de la causa y a la publicidad. 
d).-Derecho a la prueba (solicitudes probatorias, participación en 
la actuación probatoria, investigar la prueba). 
e).-Derecho a ser juzgado en base al mérito del proceso y a tener 
copias de las actas. 
“En nuestro ordenamiento jurídico de raíz euro continental el 
debido proceso es una cláusula de carácter general y residual o 
subsidiaria, por tanto constitucionaliza todas las garantías establecidas 
por la legislación ordinaria, orgánica y procesal en cuanto ellas sean 
concordes con el fin de  justicia...es  utilizado  para  amparar  derechos  
no  expresamente reconocidos en otros apartados de la ley 
fundamental” (SAN AMRTÍN: 1996) 
 
La Jurisprudencia Constitucional de nuestro país también se ha 
pronunciado respecto del debido proceso o proceso regular señalando 
que se trata de un mecanismo compatible con la justicia, informador y 
directivo de toda la actividad jurisdiccional (Expediente N° 16- 
2001_HC/TO Caso García Boza) 
“...Bustamante Alarcón tiene afirmado que se está frente a un 
derecho fundamental complejo de carácter instrumental, que cumple 
una función de garantía de los demás derechos fundamentales y del 
86 
 
 
 
ordenamiento jurídico político en su conjunto...” BUSTAMANTE: 2001) 
 
También queremos anotar que la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos (art 8CADH) ha sostenido que el proceso es un 
medio para asegurar la solución justa de una controversia. Lo que 
redunda en su presentación comprensiva de derechos antes 
destacada. 
 
“La garantía del debido proceso es una formula expresiva en 
cuanto que conecta las meras formalidades de un proceso, con las 
condiciones de justicia del mismo, para garantizar que el ciudadano sea 
racionalmente enjuiciado sin atentar a sus derechos fundamentales…” 
(CAROCCA: 1998) 
4.2.4.3. Naturaleza y contenido del debido proceso 
La postura que adoptamos y que consiste en atribuir al proceso 
debido la naturaleza de un principio general del derecho y más 
concretamente la de un principio constitucionalizado, la 
fundamentamos en las siguientes consideraciones: 
 
Se debe rechazar que nos hallemos ante una norma legal puesto 
que es característica de estas su manifestación expresa e imperativa, 
situación que difícilmente será sostenible en relación con el proceso 
debido cuya formulación expresa no ha sido abordada hasta el 
momento por ninguna ley. Por el contrario conforme a la característica 
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propia de los principios generales, el debido proceso carece de texto, 
siendo por tanto independiente de su formulación el numerus clausus, 
“el juez, el interprete en general, pueden recurrir a nuevos principios 
cuando necesidades sobrevenidas de la evolución de las ideas, la 
sociedad y la técnica lo requieran. 
 
Partiremos de la existencia de principios generales enunciados en 
la Constitución del Estado. Son los  llamados  “principios 
constitucionales”, dichos principios no operaran en defecto de ley y 
costumbre sino que se aplicaran con carácter preferente a las citadas 
fuentes del derecho, y con respecto a los mismos se observa la 
tendencia a sustituir a los tradicionales principios generales del 
derecho. La internacionalización y constitucionalización de los demás 
principios del derecho ha tenido un reflejo especialmente intenso en 
relación a los principios procesales. 
 
En función esencial de los principios del derecho es la 
“determinación del verdadero alcance, sentido o significación que 
dentro del ordenamiento jurídico posee una determinada disposición 
legal” (DIEZ: 2012) 
En este sentido, el debido proceso cumple una función 
orientadora, deducida de la abstracción de las garantías que la 
conforman y así se desprende de las numerosas referencias e intentos 
de interpretar determinados artículos de la Constitución del Estado a la 
88 
 
 
 
luz de dicha institución, que realizan tanto el Tribunal Constitucional 
como en la Corte Suprema de Justicia y en menor medida la doctrina. 
La función descrita en relación con el Art. 1 de la Constitución Política 
del Estado (Principio de Respeto de la Dignidad Humana), determina 
lo que el Estado de derecho significa en su faceta jurisdiccional, es 
decir el alcance e implicaciones de tutela judicial efectiva. 
Es preciso hacer una referencia breve a la posibilidad de atribuir 
al debido proceso la naturaleza del derecho fundamental contemplado 
tanto por la doctrina como por jurisprudencia lo que como veremos 
resulta negativo precisamente por la positivización, que caracteriza a 
los derechos fundamentales. “Al respecto hay que considerar su 
finalidad genérica de profundizar y garantizar la libertad individual y 
colectiva, su irrenunciabilidad y su obligada observancia por parte de 
los poderes públicos. En todo caso la consignación de las diferencias 
con el mismo nos lleva a rechazar dicha posibilidad, así es 
característica esencial de los derechos fundamentales la de su 
positivización, que como ya hemos afirmado no se da respecto al 
proceso debido. (Sentencia del Tribunal Constitucional Español 
(5/1981) de 13 de febrero de 1981) 
Los derechos fundamentales, directamente aplicables e 
invocables para la obtención de su tutela y expresamente formulados 
en la constitución del Estado, el derecho a un proceso sin dilaciones 
indebidas, constituyen, y eso es innegable, el contenido esencial del 
proceso debido. 
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4.2.4.4. Efectos del debido proceso 
Podemos considerar los siguientes efectos: 
- Los derechos específicos que resultan de la aplicación 
práctica del principio del debido proceso son, para los sujetos 
procesales: irrenunciables, ya no entran, por su naturaleza (derechos 
fundamentales), dentro de la esfera dispositiva de los mismos. 
- El principio del debido proceso se ampara y reconoce a 
través de la vulneración de sus contenidos. 
- Será susceptible de apelación y del recurso de casación ante 
la jurisdicción ordinaria, a través de sus contenidos. 
- La estimación de la violación de cualquiera de los contenidos 
que integran el principio del proceso debido supondrá, por lo general, 
la anulación de lo actuado en ese proceso hasta el momento de 
producirse dicha situación, es decir hasta el momentos en el que el 
proceso dejo de poder calificarse de debido, con la consiguiente 
repetición de actuaciones hasta su debida conclusión. 
El debido proceso debe ser entendido como una compilación de 
ciertas garantías procesales mínimas que le dan legitimación entre 
estas garantías destaca el derecho de defensa, que permite otorgar 
equilibrio procesal, es decir para el cumplimiento de sus fines. 
“…ciertos mínimos procesales que nos permiten asegurar que el 
proceso como instrumento sirve adecuadamente para su objetivo y 
finalidad.”(QUIROGA: 2003) 
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4.2.4.5. Relación entre el debido proceso y el derecho de defensa 
El derecho de defensa no es solo un derecho sino también una 
garantía, que da vida al ejercicio de la acción penal, su importancia y 
conexión radica en la necesidad de su aplicación para correlativamente 
hablar del cumplimiento del debido proceso; por lo tanto su aplicación 
en el proceso penal es decisiva y su significado es “ante todo el derecho 
a defenderse en medio del juego de la contradicción. Es en realidad un 
derecho a mantener la postura procesal de parte acusadora o acusada” 
(RAMOS: 2001) 
Como hemos señalado, el derecho de defensa es una sub 
categoría del principio del debido proceso, cuya efectividad se 
manifiesta a través de la intervención de la defensa en todas las fases 
del procedimiento. Así por ejemplo, se habla del debido proceso si 
existe el derecho de defensa, cuando se aportan pruebas o 
alegaciones, y dentro de este denominado derecho de defensa, 
aparece el derecho a la asistencia letrada, que por ejemplo despliega 
impugnación como actuación en caso de indefensión efectiva, 
explicando el contexto, en que se desenvuelve , el debido proceso. 
 
Por lo tanto la extensión del principio del debido proceso 
comprende el derecho de ser informado en todo momento de las 
actuaciones que se realizan y en las que está involucrado, 
considerando que el derecho a ser informado, de las razones de la 
detención, es inherente al propio proceso penal incluso anterior. Luego 
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vendrá el derecho a la intervención del intérprete para conocimiento del 
significado gramatical de las palabras, a favor del imputado, así como 
la asistencia del letrado para poder hablar del cumplimiento de un 
proceso justo. Por lo tanto el debido proceso exige que las partes 
cuenten con la debida asistencia técnica efectiva para garantizar el 
contenido del mismo. 
“…es predicable en el ámbito procesal penal, no solo de los 
acusados, sino también de quienes comparecen como acusadores 
ejerciendo la acción penal. Ello comporta, de forma esencial, que las 
partes acusadoras puedan encomendar su representación y 
asesoramiento técnico a quien merezca su confianza y consideren más 
adecuado para instrumentar su propia defensa” (Sentencia del Tribunal 
Constitucional Español (STC), de 14 de octubre, f.j.2º, vid., art. 113 
Alecrín) 
“El proceso no es una finalidad en sí misma, sino un medios, un 
camino para obtener una legitimación valida y jurídica, si el derecho a 
la tutela judicial efectiva, tiene como finalidad primordial la obtención de 
esa resolución judicial, el derecho al debido proceso aunque pueda 
teneruna mayor extensión, está por definición subordinado al derecho 
a la tutela judicial e implícito en él.” (CHAMORRO: 1994) 
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EL DERECHO DE DEFENSA Y LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO  
 
5.1. El derecho   en el sistema inquisitivo 
Contrario a lo que manifestamos del sistema acusatorio, en el 
sentido que había coincidido con regímenes democráticos, el sistema 
inquisitivo se caracterizo con regímenes absolutistas y totalitarios. Hay 
entonces, que hallar su origen en el derecho canónico. 
 
“El carácter esencial del proceso inquisitivo es el predominio 
absoluto del juez, que es al mismo tiempo acusador, contra un acusado 
colocado en situación de desigualdad. Se estimo que existe un interés 
público en la persecución del delito, pero se unifico en una misma 
persona, el juez, las funciones de acusación y enjuiciamiento.”(san Martín: 
2003) 
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a. Antecedentes históricos 
La cognitio extra ordinem del imperio romano.- se impuso el 
despotismo imperial, avasallando y dominando las instituciones libre 
republicanos, despojando al ciudadano del derecho de acusación, 
caracterizado por un fase preliminar escrita, secreta y no contradictoria, 
prevaleciendo la actividad del juez sobre las partes. 
La  inquisición de derecho canónico.- fue propiamente, como 
hemos dicho, en el seno de la iglesia católica romana que surgió el 
sistema procesal inquisitivo. Es notorio que en el siglo XII d.c., la 
expansión del catolicismo romano alcanzara gran parte de toda Europa 
Continental. 
b. Caracteres del sistema inquisitivo: 
Intervención “ex officio” del juez, secreto en el procedimiento, no 
solo en relación con los ciudadanos sino también con el mismo acusado; 
tramites procedimentales escritos, es decir, de todas las actuaciones se 
dejaba constancia escrita, con el fin de controlar la regularidad del proceso 
y de conservar las pruebas; diferencia de poderes entre el juez inquisidor 
y le imputado. También se caracteriza por: 
 
La   justicia   Delegada. Dentro de un régimen político de 
concentración de poder en un solo órgano, fuese el Papa o el Monarca, el 
sistema inquisitivo presenta la característica de un jurisdicción ejercida por 
representantes de esas autoridades. Procedimiento de Oficio.  Señala 
Vélez Mariconde, el primer paso es el abandono del principio básico de 
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que no hay proceso sin acusación:  al  comienzo  excepcionalmente  pero  
después  el sistema inquisitivo resuelve el problema permitiendo la 
denuncia y aun la delación anónima, el rumor o la voluntad oficiosa del 
juez, daban inicio al procedimiento penal. 
Juez Activo. El juez es un árbitro, que inicia e investiga el proceso 
y presentaba la sentencia del caso. 
 
Preponderancia de la Investigación preliminar. La investigación 
preliminar  decidía la suerte del acusado. Concluida la investigación 
preliminar, se realizaba el juicio mediante una audiencia que significaba 
una mera formalidad y sin dilaciones se sentenciaba. 
Escritura. Las peculiaridades del sistema inquisitivo de ser secreto 
y carente de oralidad, hizo que se asentaran por escrito todas las 
actuaciones. 
 
No Contradictorio. En el sistema inquisitivo, como queda dicho, la 
nsnsador y el imputado. 
Indefensión. El sistema inquisitivo ve al acusado, no como sujeto, 
sino como objeto del proceso. 
 
Decisión Conforme a Derecho. El juez está obligado a valorar 
legalmente las pruebas (pruebas debidamente tasadas). Para ese 
entonces, la confesión -espontánea u obtenida bajo tortura- significo ser 
la reina de las pruebas. 
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5.2. El derecho de defensa en el sistema mixto 
 
“El carácter esencial de este sistema, surgido al calor de la 
revolución francesa, es la ruptura de los sistemas anteriores, es decir, la 
persecución judicial de los delitos no es un derecho de los particulares y 
el juez no puede ser al mismo tiempo acusador” (SAN MARTÍN: 2003) 
 
Se presentaron como sistemas mixtos clásicos y sistema mixto 
moderno. 
a. El Sistema Mixto Clásico 
El movimiento filosófico gestado en el siglo XVIII, trae como 
resultado profundas modificaciones en el orden social y político, lo que 
incide también en el régimen punitivo. El espíritu crítico de los filósofos 
principales como Rousseau, Montesquieu, Voltaire y Beccarla, fue dirigido 
contra el sistema inquisitorial como expresión del poder absolutista de los 
monarcas. 
Organización Judicial del Código de Investigación preliminar 
Criminal Francés. El esquema de organización judicial destaca la 
triparticipación de tribunales como: 
b. Las cortes de Assises; (2) Las cortes especiales; (3) 
Tribunales correccionales; (4) Tribunales de policía. 
c. El sistema mixto moderno 
El denominado sistema procesal penal mixto moderno se origina 
del sistema procesal penal “mixto clásico”, “mixto típico”, “mixto puro” o 
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también denominado “anglofrancés”, gestado durante la Revolución 
Francesa, y plasmado en el Código de Instrucción Criminal de 1808. La 
influencia de este cuerpo legal llega a América Latina, a través de dos 
vías: una, las Leyes de Enjuiciamiento Criminal españolas de 1872 y 1882; 
y, la otra, el Código italiano de 1930. 
En los sistemas mixtos modernos, hay novedosas categorías 
formadas por la doctrina y el derecho positivo. Entre ellas tenemos una 
muy importante se trata de un Ministerio Público Imparcial abandonando 
la idea imperante de parte acusadora, cuya actuación era en contra del 
delincuente, es representación y en protección de la sociedad. 
 
Actualmente se concibe al Ministerio Público, con un basamento en 
el principio de objetividad, es decir, se trata de un ente imparcial, 
sometiendo la  notitia  criminis a conocimiento  de los tribunales y pidiendo 
que se aplique el derecho el caso concreto. En otras palabras la meta del 
Ministerio Público no es perseguir y acusar al presunto culpable, sino que, 
objetivamente, la ley sea aplicada. 
 
Al proceso se la asignan fines generales y específicos; el fin 
genérico del proceso penal es la realización de la justicia, tarea que es 
exclusiva del Estado por medio de la función punitiva estatal, entendiendo 
en este último concepto, a sus órganos especializados para ello, pues 
como se sabe la justicia desde hace tiempo se le expropio a  los 
particulares, ello anuncia el primer principio de la verdad real o material. 
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El principio fundamental del proceso penal mixto moderno es el 
denominado principio de inviolabilidad de la defensa. 
 
 
El sistema procesal penal mixto moderno tiene tres reglas que 
gobiernan su contenido material: la primera, a la naturaleza de los poderes 
judiciales del Estado (oficialidad); la segunda, a la finalidad inmediata que 
persigue el proceso (verdad real) y, finalmente, la tercera, a la actividad 
defensiva (inviolabilidad de la defensa). Una síntesis del proceso penal es 
su dual concepción, no solo es un instrumento de justicia cuyo fin es 
descubrir la verdad, sino también es una garantía individual. 
 
5.3. El derecho de defensa en el código de procedimientos penales 
 
Según el Código de Procedimientos Penales vigente, Ley Nº 9024 
de fecha 16 de enero del 1940, el imputado tiene el derecho: 
 
a. A que se le dé el status de parte para poder contestar la 
pretensión punitiva, la cual debe preceder al acto de defensa y serle 
debidamente notificada. 
b. A la “última palabra”, en tanto derecho potestativo a que la 
sentencia se dicte luego de que se le dé la oportunidad de expresar lo que 
tiene que decir al finalizar la actividad procesal (arts. 279º del C de PP de 
1940 y 301º del CPP de 1991). 
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c. El derecho de defensa institucionalizado dentro del libro 
primero de la Justicia y de las Partes, titulo séptimo como el Ministerio de 
Defensa está constituido por los abogados: 
En los artículo 67-68-69 del código de procedimientos penales se 
destaca: al Ministerio de Defensa como institución defensora de oficio de 
los denunciados, imputados y acusados; y en caso de incompatibilidad, 
en cuyo caso podrá ser cambiado. Además “… los defensores de oficio 
están obligados a intervenir y autorizar con su firma todas las diligencias 
previas a la acción penal, durante la instrucción y el juicio oral… y los 
defensores de los acusados concurrían a las audiencias y presentaran 
conclusiones escritas en todas las incidencias que se produzcan y de su 
defensa oral. Suscribirán y harán las observaciones que juzguen 
convenciones a las actas de los debates judiciales.”(Código Penal 
Procesal, Jurista editores: 2008) 
 
La ley Nº 27834 del 21 de setiembre del 2002 modifico al artículo 
127 del Código de procedimientos penales eliminando la parte que 
establecida que el silencio del imputado podría ser tomado como un 
indicio de culpabilidad. En su nuevo texto establece que si el imputado se 
niega a contestar alguna de las preguntas, el juez penal las repetirá 
aclarándolas en lo posible y si aquel se mantiene en silencio continuara 
con la diligencia dejando constancia de tal hecho. 
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Con el Código de procedimiento Penales vigente el abogado 
defensor puede ser designado por el imputado o puede intervenir un 
defensor público. El nombramiento del defensor para la declaración 
instructiva es obligatorio tratándose de analfabetos y el imputado puede 
renunciar al asesoramiento de un abogado en la instructiva, pero se debe 
dejar constancia de este hecho. 
 
5.4. El Derecho de Defensa y La Constitución de 1993 
El poder constituyente consiente que el derecho de defensa es 
esencial en todo ordenamiento jurídico, porque a través de éste derecho 
se protege fundamentalmente el debido proceso, lo ha contemplado 
expresamente en la carta magna, considerando que doctrinariamente: “las 
partes en juicio deben estar en la posibilidad jurídica y fáctica de ser 
debidamente citados, oídos y vencidos  mediante  prueba  evidente  y  
eficiente...el  derecho  de  defensa garantiza que ello sea así” 
(BERNALES: 1996) 
 
En general el derecho constitucional destaca, que los tres derechos 
humanos, que pretenden concentrar a los demás son : el derecho a la 
vida, el derecho a la propiedad y el derecho a la libertad; los mismas que 
encuentran vigencia en el respeto al derecho de defensa como principio 
garantista de la estructura constitucional orgánica y objetiva; cuya cautela 
por supuesto es encomendada al estado por la voluntad general a través 
del estado de derecho: exigiendo a los jueces ejercer la función 
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jurisdiccional, defender libertades, derechos y garantías constitucionales, 
destacando sin duda el derecho- garantía denominado también derecho 
medio: Derecho de defensa. 
 
“El derecho de defensa significa también que en un medio jurídico 
especial y especializado, profesionalizado, donde los agentes de justicia 
son sus peritos y donde la intervención de las partes en juicio termina 
siendo un elemento que incide en el derecho de defensa, de modo que su 
ausencia determina la desigualdad procesal y propicia la indefensión 
constitucionalmente reprobada” (QUIROGA: 1987) 
 
Para que haya un proceso penal propio de un Estado de Derecho 
es irrenunciable que el imputado pueda tomar posición frente a los 
reproches o cargos formulados en su contra, y que se consideren en la 
obtención de la sentencia los puntos de vista sometidos a discusión 
expresa. Lo cierto es que la meta procesal es el esclarecimiento de la 
sospecha a través de un proceso dialéctico, en el que se ponga a 
discusión aspectos inculpatorios y exculpatorios, así como los argumentos 
y contra argumentos ponderados entre sí. Por otro lado la Constitución 
Política establece en el Art. 139.Inc.14 que son principios y derechos de 
la función jurisdiccional: El Principio de no ser privado del derecho de 
defensa en ningún estado del proceso, toda persona será informada de 
las razones de su detención y tiene derecho a comunicarse 
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personalmente con un defensor de su elección y ser asesorado por éste 
desde que es citado o detenida por cualquier autoridad. 
 
A decir del doctor Enrique Bernales Ballesteros, el Derecho de 
Defensa presenta las siguientes características: 
 
a).- El derecho de defensa es un derecho constitucionalmente 
reconocido cuyo desconocimiento invalida el proceso penal. 
b).- En el derecho de defensa convergen una serie de principios 
procesales básicos: el principio de la inmediación, el derecho a un proceso 
justo y equilibrado, el derecho de asistencia profesionalizada y el derecho 
a no ser condenado en ausencia. 
c).-Un punto central es el beneficio de gratuidad en juicio, que surge 
como consecuencia del principio de equidad. El jugador debe garantizar 
que las partes en un proceso tengan una posición de equilibrio entre ellos, 
es decir sin ventajas. 
 
Al respecto la evolución doctrinaria y normativa ha venido a 
establecer un ámbito garantista mínimo en tres niveles del derecho de 
defensa: 1) El derecho del imputado a la comunicación previa y detallada 
de los cargos que se le imputan, 2) La concesión al imputado del tiempo 
y de los medios adecuados para la preparación de su defensa. 3) El 
derecho del imputado a defenderse personalmente o de ser asistido por 
un defensor de su elección, así como de comunicarse libre y privadamente 
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con este. -Art. 8.2 del Pacto de San José de Costa Rica, incisos (b), (c) y 
(d) 
 
El costo de los procesos y la situación económica de las partes no 
solo constituye uno de los grandes obstáculos de acceso a la justicia, sino 
que significa compromiso del estado de superar dichos obstáculos a fin 
que las partes del proceso obtengan satisfacción plena de sus 
pretensiones, conforme a la justicia. Es por esta circunstancia que emerge 
el principio de justicia gratuita para aquellos que llegan al proceso en 
desigualdad de condiciones, nuestra Constitución Política vigente ha 
consagrado la justicia gratuita a favor de las personas de escasos 
recursos, a través del defensor público ante la inminente debilidad del 
derecho de defensa, por ejemplo en el caso de imputados de escasos 
recursos económicos. 
 
La carta de derechos fundamentales de la Unión Europea expresa 
en su artículo 47, que “se prestara asistencia jurídica gratuita a quienes 
no dispongan de recursos suficientes, siempre y cuando dicha asistencia 
sea necesaria para garantizar la efectividad del acceso a la justicia”. 
Entonces si se dejara sin defensa gratuita a un diputado de escasos 
recursos se atentaría contra el derecho de acceso a la tutela jurisdiccional, 
al debido proceso y al derecho de defensa, correlativamente. 
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“Ha de considerarse comprendido en el derecho a una tutela 
judicial efectiva sin  indefensión  la  imposibilidad  de  que  una  persona  
quede  procesalmente indefensa por carecer de recursos para litigar, 
supuesto para que el artículo 119 de la Constitución garantiza la gratuidad 
de la justicia.” 
 
5.4.1. Formulación Constitucional 
 
Nuestra Constitución Política vigente reconoce como derecho 
fundamental  de toda persona: el derecho “…a la legítima defensa” (art. 
2. inc.23), y entre los principios y derechos de la función 
jurisdiccional incluye el principio “… de no ser privado del derecho de 
defensa en ningún estado del proceso.”(art.139.14) 
 
El derecho de defensa como concepto amplio deriva del principio 
inspirador de todos los derechos fundamentales como es la Defensa de la 
dignidad de la persona humana (Art.1CP) y precisando que su defensa y 
respeto son el fin supremo de la sociedad y el estado; así mismo detalla 
nuestra constitución política vigente en el Art. 139 Inc.14, 15 y 16 bajo el 
marco teórico de principios y derechos de la función jurisdiccional, al 
reconocer: 
“El principio de no ser privado del derecho de defensa en ningún 
estado del proceso. Toda persona será informada inmediatamente y por 
escrito de la causa o razones de su detención. Tiene derecho a 
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comunicarse personalmente con un defensor de su elección y a ser 
asesorada por éste desde que es citada o detenida por cualquier 
autoridad.” 
 
“El principio  de que toda persona debe ser informada, 
inmediatamente y por escrito, de las causas y razones de su detención.” 
“El principio de la gratuidad de la administración de justicia y de la 
defensa gratuita para las personas de escasos recursos; y, para todos, en 
los casos que la ley señala.” 
 
Por supuesto que a primera vista, respecto a los incisos 14 y 15, se 
trata de una innecesaria repetición que denota las deficiencias de la 
técnica legislativa. Pero lo importante es que se reconoce 
constitucionalmente como un requisito fundamental para el cumplimiento 
de los fines del proceso como tal el respeto al derecho de defensa. El 
derecho de defensa conforme a nuestro ordenamiento constitucional tiene 
su justificación desde que una persona es citada o detenida por la 
autoridad correspondiente a cierta investigación, es decir que desde que 
un investigado es sujeto a actividad indagatoria preliminar o prejudicial, 
sin la determinación formal de la concepción de imputado tendrá derecho 
a ser asesorado por el abogado de su elección con la finalidad de afrontar 
con justicia la relación negativa con la comisión de un delito, precisamente 
porque desde que se cita a un ciudadano a declarar imputándosele 
determinada acción ilícita directa o indirecta éste tendrá la oportunidad de 
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defenderse, ofrecer pruebas, proponerlas e incluso ser ya observado por 
quienes dirigen la investigación. 
 
Debe destacarse la formulación constitucional del inciso décimo 
sexto señalado, que expresamente habla de defensa gratuita para las 
personas de escasos recursos sin establecer diferencia alguna si se trata 
de asuntos penales o civiles o de imputados o agraviados, resultando por 
tal motivo una necesidad imperante destacar el derecho de defensa 
gratuita de los imputados de escasos recursos económicos, porque no 
solamente porque resultan en situación de peligro su derecho a la libertad, 
sino también es pasible de otras vulneraciones de otros sus derechos 
fundamentales. Motivo por el cual resulta necesario que conforme a la de 
la ley de Defensoría pública, se proporcione defensores de oficio idóneos 
a los fines del derecho de defensa, que inspira su institución. 
 
“Artículo 16.- El defensor de oficio asignado a las dependencias 
policiales asume la defensa de las personas que se encuentren sometidas 
a investigación policial además de las que se inician en las divisiones 
especializadas de la Policía Nacional. 
 
Artículo 17.- El defensor de oficio asignado a los establecimientos 
penitenciarios del país presta su asesoría a favor de los internos en los 
siguientes aspectos: 
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1) Logro de beneficios penitenciarios para los sentenciados 
que cumplan los requisitos de ley. 
2) Coordinación con el defensor de oficio asignado a salas y 
juzgados penales, sobre la defensa de los internos con proceso 
abierto.”(Ley que crea el servicio nacional de la defensa de oficio, Ley nº 
27019) 
 
Reiteramos la  importancia de la figura del defensor público, a 
través del contenido al derecho de defensa. “El derecho de defensa de 
toda persona nace según el Texto Constitucional desde que es citado o 
detenida por la autoridad. Ello significa que surge con la mera 
determinación del imputado, no hace falta que exista una decisión nominal 
o formal al respecto basta que de uno u otro modo, se le vincule con la 
comisión de un delito...” (SAN MARTÍN: 2003). La Norma fundamental 
reconoce la función de un defensor público, desde el inicio de la 
investigación penal, sin embargo no todos los peruanos, están en las 
condiciones de poder solventar a un abogado por tales consideraciones 
surge la figura del defensor público bajo la responsabilidad del Estado. “el 
fundamento de la defensa de oficio, es evitar que el sujeto pasivo del 
proceso penal, que por falta de recursos o por cualquier otra razón no ha 
podido designar un defensor de confianza, se vea privado de un abogado 
que asuma su defensa, en casos en que su asistencia es 
imprescindible.”(CAROCCCA: 1998) 
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Indudablemente, existe una necesidad de una interpretación 
armónica de la constitución en atención al principio de unidad, por tal 
motivo el derecho de defensa se integra con los derechos fundamentales 
afines, respaldados por los tratados internacionales ratificados por el 
congreso de nuestro país como son: 
a).- El derecho a designar a un abogado de su elección o en su 
defecto a aceptar el patrocinio de un defensor público. 
b).- El derecho a comunicarse con su abogado para coordinar los 
alcances y respuestas a determinada imputación o realizar algún acto 
procesal. 
c).-El derecho a reconocer en su integridad los cargos y pruebas 
existentes en su contra. 
d).-El derecho a ser informado de las razones de la investigación o 
motivos de la detención. 
“Existiendo una imputación nace el derecho de defensa, lo que 
importa reconocer que el sujeto pasivo de la imputación tiene, en cuanto 
posibilidad procesal, el derecho de acceder al proceso o investigación 
preliminar, a ser  oído por la autoridad en todas y cada una de las 
instancias en que la causa se desenvuelva...” (CAROCCCA: 1998) 
 
El antecedente se encuentra en la constitución de 1979 en los 
artículos 2 inciso 20 parágrafos h y en el artículo 233º inciso 9, los mismos 
que señalaban que: “Toda persona será informada inmediatamente y por 
escrito de la causa o razones de su detención. Tiene derecho a 
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comunicarse y ser asesorado con un defensor de su elección desde que 
es citado o detenido”. “La de no ser penado sin juicio ni privado del 
derecho de defensa en cualquier estado del proceso. El estado prevé la 
defensa gratuita a las personas de escasos recursos.” 
 
SAN MARTIN CASTRO señala que el derecho de defensa de toda 
persona nace, según el texto constitucional, desde que es citado o 
detenida por la autoridad (SAN MARTÍN: 2003). Ello significa que surge 
con la mera determinación del imputado: no hace falta que exista una 
decisión nominal o formal al respecto, basta que, de uno u otro modo, se 
le vincule con la comisión de un delito. Existiendo una imputación nace el 
derecho de defensa, lo que importa reconocer que el sujeto pasivo de la 
imputación tiene, en cuanta posibilidad procesal, el derecho de acceder l 
proceso o investigación preliminar, a ser oído por la autoridad en todas y 
cada una de las instancias en que la causa se desenvuelve. 
 
5.4.2. Garantías judiciales mínimas del derecho de defensa 
 
Son Garantías del Derecho de Defensa, que según nuestra 
constitución para el ejercicio de este: 
 El derecho a designar un abogado de su elección o en su 
defecto uno de oficio. 
 El derecho a comunicarse previamente con un abogado para 
contestar la imputación o realizar algún acto procesal. 
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 El derecho a conocer la identidad de los cargos. 
En la doctrina estas garantías son ampliamente desarrolladas 
como sigue: 1.- Derecho  del detenido a ser comunicado sobre la 
imputación.- la misma que debe cumplir dos requisitos: 
 
a) El alcance y las características de la información que se 
deben otorgar al acusado deben ser idóneas. 
b) La prontitud con que se le debe proporcionar dicha 
información, debe ser oportuna. 
 
“Respecto a lo primero la razón o causa de la detención debe 
consistir en una noticia íntegra, clara, precisa, circunstanciada y oportuna 
del hecho concreto que se atribuye al imputado” (VÉLEZ: 1986). “Si 
resultara que sólo se da cumplimiento del deber de comunicación de la 
imputación, obviando alguno de estos requisitos, no se estará cumpliendo 
con la totalidad de elementos que caracterizan jurídicamente a la 
imputación” (En: NUÑEZ; Código Procesal Penal de la Provincia de 
Córdoba, anotado, art. 296º Nº 1, ps. 265 y ss., citado por MAIER, JULIO 
B., Derecho Procesal Penal Argentino, 1b, fundamentos. Edit. 
Hammurabi, Bs. As. 1989), se estaría provocando la privación del derecho 
a ser oído y, con ello, la facultad de influir eficientemente por esa vía, en 
la decisión respectiva. 
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2.- Derecho al tiempo y las facilidades necesarias  para  la defensa.- 
la misma que exige: 
 
a) La consideración del tiempo necesario para la preparación 
de la defensa. 
b) La facilitación de los medios necesarios para la preparación 
de la defensa. 
 
Respecto al primer punto dependerá de la gravedad del delito(s), 
la dificultad de obtener evidencias, el número de acusados y los temas 
jurídicos a examinar; sobre el segundo punto el derecho a comunicarse 
previa y privadamente con el defensor significa evitar censuras e 
interferencias, así como el acceso a los documentos necesarios para la 
preparación de la defensa. 
3.- Derecho a contar con un intérprete.- Es esencial que se le 
proporcione un intérprete al investigado o imputado que le ayude a 
comprender todo lo que se pueda decir en el juzgado o sala penal y 
conocer todos los documentos o pruebas que involucren, con la finalidad 
de familiarizarse con la evidencia y los argumentos legales presentados 
por la parte acusadora, para poder defenderse. 
4.- La asistencia del  imputado  por  un  Abogado  defensor.- puede 
ejercerse por un abogado defensor de libre elección o en su defecto por 
intermedio de uno de oficio, incluso en algunas legislaciones a través del 
propio imputado; lo importante es el conocimiento jurídico a fin de afrontar 
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la investigación o el proceso. “Exige lógicamente conocimientos jurídicos 
de que, el imputado en la mayoría de casos carece; sin ellos, él no podría 
defenderse eficazmente, y la defensa, por ende, no respondería a los fines 
de su institución”  (VÉLEZ: 1986) 
“El defensor tiene la función de incidir en los hechos materia de 
autos, pero fundamentalmente en el derecho. El defensor es un auxiliar 
de la justicia pero no como órgano imparcial que procura el triunfo de la 
verdad aunque traicione a su cliente, sino como engranaje ineludible del 
marco instrumental que el derecho predispone para garantía del individuo 
y de la sociedad” (VÉLEZ: 1986) 
5.- El derecho a la Autodefensa.- La autodefensa, también llamada 
defensa materia, consiste en la intervención directa y personal del 
imputado en el proceso, realizando actividades encaminadas a preservar 
su libertad e impedir la condena u obtener la mínima sanción penal 
posible.  Llamada también defensa material. 
6.- Derecho a confrontar la evidencia  presentada  por  la 
acusación.- Este derecho le permite examinar -personalmente o por 
medio de su defensor- las pruebas acumuladas en su contra, 
descalificarlas, criticarlas o incluso en su propio favor. Admitir que el 
acusado pueda ser  condenado en virtud de  documentos que no ha tenido 
ocasión de conocer, o de testimonios que no ha podido refutar, sería 
aceptar un procedimiento viciado desde un comienzo y diseñado para 
condenar. Si el propósito de todo proceso criminal es hacer justicia, y si 
un principio fundamental del derecho a un juicio justo es el derecho del 
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acusado a defenderse, para que tal defensa sea efectiva deben ponerse 
a disposición del imputado todos los medios indispensables para la 
preparación de la defensa.(FAUNDEZ: 1991) 
7.- El derecho de no ser obligado o inducido a declarar contra sí 
mismo  o  a  declararse  culpable.-  Este  derecho  es  una  de  las  
manifestaciones del Derecho de Defensa, y en particular corresponde al 
deber que impone la norma de no "emplear ciertas formas de coerción, 
para privar al imputado de su libertad de decisión como informante 
(transmisor de conocimientos) en su propio caso, reside, por último, evitar  
que  una  declaración  coacta  del  imputado  pueda  ser  valorada como 
elemento de cargo en su contra" (Fallos CSN t. 303, p. 1938, cit. por: 
MAIER, JULIO B.; Derecho Procesal Penal Argentino, 1 b Editorial 
Hammurabi, Buenos Aires-Argentina, 1989) 
 
5.5. El Derecho de Defensa y El Sistema Procesal Penal 
5.5.1. El derecho de defensa en el sistema acusatorio 
 
El surgimiento y desarrollo del sistema procesal penal acusatorio, 
ha coincidido con regímenes políticamente liberales o de una marcada 
orientación democrática, en la que ha existido poca injerencia del estado 
en la justicia penal. Sin embargo, pese a ello, la relación existente entre 
el ciudadano y el Estado se ha acentuado en un verdadero respeto por la 
persona humana y a ciertos ámbitos de liberales mínimas del individuo. 
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Los autores suelen señalar al sistema acusatorio, en su forma más 
pura, concretamente en el seno de la democracia griega y en la época de 
madurez republicana de Roma, pero también se mencionan: el régimen 
acusatorio del Derecho Germano antiguo, el sistema acusatorio inglés e 
inclusive, el Fuero Juzgo Ibérico. A cada uno de ellos nos vamos a referir 
con brevedad. 
“El carácter esencial de este sistema es que configura el proceso 
como una contienda entre partes iguales frente a un juez imparcial supra 
partes. Inicialmente se considera se considero que el ofendido por el delito 
era el único que podía ser acusador. Luego se estimo-en una primera 
etapa- que el delito también ofende a la sociedad.”(SAN MARTÍN: 2003) 
 
5.5.1.1. Antecedentes históricos 
El Sistema Acusatorio Griego: Una de las primeras formas 
procesales acusatorias surge en la clásica democracia de la república 
helénica. Un aporte importante lo constituyó la división de las acciones 
penales, en privadas y públicas. Aquellas, se tramitaban bajo el mismo 
procedimiento civil, en cambio, estas definen el sistema acusatorio 
ateniense. Cualquier ciudadano estaba facultado para formular una 
acusación por delito público ante un arconte. La función de este – señala 
Vélez Mariconde- , después de evaluar si la acusación era seria, según 
las pruebas ofrecidas por el querellante y con el juramento de este de que 
continuaría el juicio hasta la sentencia, convocaba al tribunal, el cual se 
constituía por varios ciudadanos escogidos, al azar, de listas 
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preestablecidas. El juicio era oral, público y contradictorio, y se realizaba 
en presencia del pueblo que era testigo de todo el proceso. Sin acusación 
de parte, no había proceso. 
El Sistema Acusatorio Romano: Conocido como la accusatio o 
quoestio romana, se le ha considerado el antecedente remoto del sistema 
mixto, por presentar rasgos tanto inquisitivos como acusatorios. 
 
Al  igual que  en  Grecia,  en  Roma  también  se  distinguió  entre 
delicta publica y delicta privata. Cualquier ciudadano podía ejercer la 
acción, en el primer caso, dando lugar al iudicium publicum, en el 
segundo, únicamente la víctima, originando iudicium privatum.  
 
El  régimen  Acusatorio  del  Derecho  Germano  Antiguo:  en  las 
comunidades germanas antiguas un hecho delictivo podía resolverse en 
cualquiera de dos momentos. El primero, mediante la “composición 
privada”, si se trataba de un delito privado, o sea, se  resolvería  mediante  
el  pago  de  determinada  cantidad  de bienes. Segundo, si el delito era 
público, la persecución incumbía al  clan,  en  este  caso  el  acusador  
citaba  al  acusado  ante  el tribunal,  fijado  el  día  de  audiencia  ante  
testigos.  Acusador  y acusado se enfrentaban en juicio oral y público. 
Ganaba el litigio, quien presentaba mejor testimonio de su fama en honor 
personal. Si persistía, el conflicto se dirimía por duelo o mediante el 
sometido a probanzas como las ordalías. 
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El sistema acusatorio inglés: el juez podía actuar solo si existía una 
acusación del particular. A este correspondía no solo el inicio del proceso, 
sino mantener la acusación durante todo su curso. La indagación 
probatoria estaba a cargo de funcionarios de la corona y de jueces de paz. 
El juicio se regía por la oralidad, publicidad y contradicción ante un jurado  
popular. 
 
5.5.1.2. Caracteres del sistema acusatorio 
Son ocho las principales características: 
Instancia única.- siendo propio de un régimen relativamente 
democrático, el sistema acusatorio se presenta como la expresión misma 
de la justicia ejercida en forma directa por el pueblo, bien sea por una 
Asamblea o un Jurado Popular. 
 
La acusación.- como su nombre lo indica, la acusación, que da su 
nombre, fundamentada en un amplio grado de libertades individuales, es 
indispensable para iniciar el proceso, haciendo énfasis en las reglas ne 
procedat iudex ex officio o nemo iuex sine actore, que significa no procede 
el juez de oficio o no hay juicio sin actor. 
 
Igualdad de las partes.- esto significa, ni más ni menos, igualdad 
absoluta de derechos y deberes entre acusador e imputado. No existe 
preeminencia del acusador sobre el acusado. Pasividad del Juez.- esto 
significa una total exclusión de cualquier injerencia del juez en la 
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búsqueda de las pruebas, pues carece de poderes propios para investigar 
la verdad. 
 
Decisión  fundamental  en  equidad.- la decisión del juzgador 
conforme a equidad y no a derecho. El tribunal, en el sistema acusatorio, 
carente de tecnicismo jurídico por ser un tribunal popular lego en derecho, 
juzga según su leal saber y entender. 
 
Oralidad.- predomina durante la sustentación del proceso penal en 
épocas en que la escritura era una habilidad rara entre gentes, pues, en 
efecto, y sin discusión alguna, se ha dicho, que la oralidad es la forma 
primaria y natural de la comunicación humana. 
 
La escritura, como medio de comunicación complejo e indirecto, 
aparece en otro estadio del desarrollo de la civilización. Publicidad.- el 
público ejerce de alguna forma un control sobre la justicia, en tanto que el 
juzgador está siendo controlado por ese depositario de la soberanía que 
es el pueblo. 
 
Contradictorio.- con esta características se procuraba en el sistema 
acusatorio la búsqueda de la verdad y un equilibrio entre las partes 
contendientes. La acusación de un hecho delictivo y su demostración no 
es posible aceptarla unilateralmente; en consecuencia, desde el primer 
instante en que una persona es acusada, tiene el derecho de conocer no 
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solo los hechos que se le atribuyen o imputan, sino también las pruebas 
que obran en su contra. Conociendo ambas situaciones, el acusado 
estará en condiciones de en condiciones contestar cargos. Esto confirma 
que la demostración de los hechos y su argumentación es dialéctica: el 
acusador y acusado confrontan sus posiciones, y de esa confrontación 
que es el contradictorio, ha de resultar la decisión final. 
 
5.6. El  derecho  de  defensa  en  el  Nuevo  Código  Procesal 
Constitucional 
 
El derecho de defensa está expresamente contemplado en el 
nuevo código procesal constitucional, como presupuesto o condición de 
la acción o proceso de Amparo o de un Hábeas Corpus, conforme aparece 
del señalado cuerpo normativo, en el caso del rechazo de resoluciones 
judiciales. 
 
La Acción de Amparo procede respeto de soluciones judiciales 
firmes dictadas con manifiesto agravio a la tutela procesal efectiva, que 
comprende el acceso a la justicia y el debido proceso; que como ya hemos 
visto antes se manifiesta a través del cumplimiento del derecho de 
defensa, de allí la implicancia directa de la protección constitucional a 
través de un proceso de defensa constitucional. 
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La acción de Habeas Corpus procede cuando una resolución firme 
vulnera en forma manifiesta la libertad individual efectiva resultando el 
derecho de defensa o derecho individual conexo a la libertad; incluso 
taxativamente entre los derechos protegidos por el Habeas Corpus de 
naturaleza conexa, que afectan la libertad individual, figura el debido 
proceso y por lo tanto el derecho de defensa (articulo 25 infine del Código 
Penal Constitucional), que lo integra. Extremo legal que es concurrente 
también con la presentación normativa del tercer párrafo del artículo 
cuarto del C.P.C. mencionado, cuando expresa que se entiende por tutela 
procesal efectiva aquella situación jurídica de una persona en la que se 
respeta de modo enunciativo sus derechos de libre acceso al órgano 
jurisdiccional, a probar, de defensa, al contradictorio e igual sustancial en 
el proceso, a no ser desviado de la jurisdicción predeterminada…y a la 
observancia del principio de legalidad procesal penal. 
 
“La tutela procesal efectiva es un conjunto de derechos abiertos 
que el código enumera de modo enunciativo: …el derecho de defensa 
consiste en la obligación de ser oído, asistido por un abogado por la 
elección del acusado o demandado o en su defecto de uno de oficio, este 
derecho comprende la oportunidad de alegar y probar procesalmente los 
derechos e intereses sin permitirse la resolución judicial inaudita parte, 
salvo que se trate de una incomparecencia voluntaria, expresa o tacita, o 
por una negligencia que es imputable a la parte. La intervención del 
abogado su ausencia en juicio implica una  infracción  grave  que  conlleva  
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la  nulidad  e  ineficacia  de  los  actos procesales actuados sin su 
presencia.” (MESIA: 2005) 
 
5.6.1. El derecho de defensa en el nuevo código procesal penal 
El derecho de defensa en el Nuevo Código Procesal Penal es 
observado con especial relevancia dentro de las normas preliminares 
(título preliminar) o principistas que determinaran el total desenvolvimiento 
de las demás normas que conforman esta nueva procesal de aplicación 
progresiva, según la política legislativa nacional. 
 
“Articulo IX.- Derecho de Defensa 
1. Toda persona tiene derecho inviolable e irrestricto a que se 
le informe de sus derechos, a que le comunique de inmediato y 
detalladamente la imputación formulada en su contra, y a ser asistida por 
un Abogado Defensor de su elección o, en su caso, por un abogado de 
oficio, desde que es citada o detenida por la autoridad. También tiene 
derecho a que se le conceda un tiempo razonable para que prepare su 
defensa; a ejercer su autodefensa material; a intervenir, en plena 
igualdad, en la actividad probatoria; y, en las condiciones previstas por la 
Ley, a utilizar los medios de prueba pertinentes. El ejercicio del derecho 
de defensa se extiende a todo estado y grado del procedimiento, en la 
forma y oportunidad que la ley señala. 
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2. Nadie puede ser obligado o inducido a declarar o reconocer 
culpabilidad contra sí mismo, contra su cónyuge, o sus parientes dentro 
del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad. 
3. El proceso penal garantizar, también, el ejercicio de los 
derechos de información y de participación procesal a la persona 
agraviada o perjudicada por el delito. La autoridad pública está obligada a 
velar por su protección y a brindarle un trato acorde con su condición.”( 
Código Penal, Jurista Editores, agosto del 2008) 
“Una de las novedades que trae consigo el nuevo Código Procesal 
Penal es que tiene un título preliminar que no tenía el Código de 
Procedimientos Penales de 1940, lo cual, es importante ene l sentido de 
que las normas que integran este título prevalecen sobre cualquier otra 
disposición de este nuevo código, por lo que serán utilizadas como 
fundamento de interpretación.” 
 
Como ya hemos visto en capítulos anteriores apriorísticamente el 
derecho de defensa es un componente del debido proceso, que constituye 
una garantía de la administración de justicia. Y conforme a la constitución 
política vigente el nuevo código procesal penal supera la visión restringida 
del derecho de defensa circunscrita a la posición del ciudadano sometido 
a la persecución penal frente al ius punendi estatal; para avanzar y 
reconocer que el derecho de defensa también alcanza al agraviado o 
víctima. 
 
121 
 
 
 
El articulo IX del título preliminar del nuevo Código Procesal Penal, 
consagra el carácter inviolable e irrestricto del Derecho de Defensa, 
señalando el contenido taxativo de otros derechos como: 
 
- El  conocimiento  de  la  imputación  o  intimación  como  se  
conoce técnicamente. 
- El derecho de ser oído. 
- El derecho a que se le conceda un tiempo razonable para 
preparar su defensa. 
- El derecho de expresar en todos los extremos. 
- La prohibición de obligar al imputado a declarar contra sí 
mismo y el derecho que tiene el procesado a no declarar. 
- El derecho a ofrecer medios de prueba de acuerdo con su 
estrategia. 
- El  derecho  al  silencio  del  imputado  como  parte  de  su  
derecho  de defensa. 
 
El derecho de ser asistido por un defensor desde el inicio de la 
investigación, aun en el ámbito policial. 
 
Además en el nuevo Código Procesal Penal se establece la 
necesidad u obligación de la presencia del abogado defensor cuando el 
fiscal lo disponga o cuando el imputado lo solicite y no es posible obligar 
al imputado a brindar información contra su voluntad. Por lo tanto: 
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- Nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo, de lo 
deviene: 
- El derecho del imputado de abstenerse a declarar( Art. 87-2 
del NCPP) 
- Voluntariedad en la declaración del imputado y su libertad de 
decisión (Art. 71 del NCPP) 
- El derecho a no declarar contra el cónyuge o sus parientes 
en el cuarto grado de afinidad o segundo de consanguinidad. 
- Así mismo el NCPP es claro al señalar algunos derechos del 
procesado o detenido, como son: 
El derecho de tener libre comunicación con su defensor; el derecho 
a recibir visitas y cartas de parientes o amigos; el derecho a solicitar la 
revisión de un medico; el derecho a solicitar su libertad cuando reúna los 
requisitos de ley. 
 
“La intervención de la persona imputada en su defensa en amplia 
en la investigación preliminar…la actuación del defensor del imputado se 
ve rodeada de las garantías necesarias y conducentes a su objetivo. De 
igual forma, se debe de afirmar que el defensor de la persona natural o 
jurídica agraviada, tiene los derechos en igualdad de condiciones durante 
esta etapa inicial de investigación.”(SANCHEZ: 1994) 
En el nuevo código procesal penal se otorga especial relevancia a 
los derechos del imputado ejerciendo e juez permanente control de tal 
situación por lo que también se le considera un código garantista. 
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El imputado durante la sustentación del proceso es titular de 
derechos y deberes, debe tener capacidad para estar en juicio, tener la 
aptitud de intervenir y ejercer plenamente su poder de defensa, paralelo a 
sus otros derechos. 
 
5.6.2. El derecho de defensa en las etapas del proceso penal 
El derecho de defensa en la investigación preliminar.- el nuevo 
código procesal penal considera a la policía como órgano de apoyo de la 
labor del  Ministerio  Público,  quien  conduce  la  investigación  y  define  
la estrategia pertinente en cada caso concentro, como lo dispone la 
Constitución Política del Estado, artículo 159 inciso 4. El nuevo código 
procesal penal revalora la función de investigación de la policía, que 
puede intervenir previa coordinación con el fiscal en casos de urgencia y 
tendrá claro la importancia y la presencia obligatoria de los abogados y 
por lo tanto de obligatorio respeto del derecho de defensa de los 
investigados, incluso en caso de ausencia de defensor el interrogatorio se 
limitara a constatar la identidad de los investigados, como antes ya se ha 
mencionado. Por supuesto desde el primer llamado como sujeto de la 
investigación el imputado y su defensor podrán tomar conocimiento de las 
diligencias realizadas por la policía, incluso contar con copias simples de 
los actuados a fin que el defensor estructure la defensa, conforme con el 
artículo 324 inciso 23 del NCPP. Finalmente se otorga un plazo de 20 días  
a la investigación preliminar. 
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5.6.3. El derecho de defensa en la etapa preparatoria: 
El artículo 342 establece 120 días naturales prorrogables a 60 días 
más, como plazo de la investigación preparatoria, excepto para casos 
complejos. Esta situación evita dilaciones indebidas por cuanto las partes 
podrán solicitar al juez una audiencia de control de plazo, conforme al 
artículo 343 inciso 2. 
 
5.6.4. El derecho de defensa en la etapa intermedia: 
En esta etapa del proceso penal, según el NCPP el derecho de 
defensa alcanza importancia porque sus alegaciones permitirán 
fundamentar si existe o no suficiente acreditación penal para pasar a la 
etapa de juzgamiento, conforme aprecie el juez de la investigación 
preparatoria escuchando en igual de armas a las partes para finalmente 
aceptar la acusación propuesta por el fiscal o dictar el sobre seguimiento 
de la causa 
5.6.5. El derecho de defensa en la etapa del juzgamiento 
El juicio oral constituye la etapa más importante del proceso 
conforme la mayoría de los autores porque se desarrolla bajo los 
principios de oralidad, publicidad, inmediación y contradicción de la 
actuación probatoria reiterando como ha sido a lo largo del proceso pro el 
principio de igualdad de armas. Por tal circunstancia el derecho de 
defensa es resaltado en todas las instancias en la misma magnitud y 
condiciones que el ente acusador: Ministerio Público. 
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5.6.6. El investigado, imputado 
 
A nivel preliminar toda persona sujeta cuestionamiento por parte 
del derecho penal tendrá la calidad de investigado e indistintamente se 
podrá utilizar los términos de imputado o imputado una vez formalizado el 
proceso. 
 
“El imputado es, precisamente, uno de los sujetos esenciales del 
proceso, y esta consideración tiene una consecuencia importantísima 
respecto del sentido de la declaración de ese imputado. Si el imputado es 
sujeto del proceso, su declaración constituirá, fundamentalmente, un 
medio de defensa. Dicha declaración es uno de los modos por medio de 
los cuales se expresa uno de los sujetos del proceso. Y no –quede bien 
en claro- un medio para obtener información de una fuente que, en este 
caso, viene a ser el propio imputado. 
 
Por lo tanto, si el imputado desea, voluntariamente, hacer ingresar 
información al proceso, ese es otro problema. Y esa información si puede 
ser utilizada. Pero la declaración del imputado no puede ser, en modo 
alguno, un medio por el cual este sujeto debe defenderse.”(BINDER: 
1998) 
 
FERRI considera al imputado cono el protagonista más importante 
del drama penal. En nuestra legislación, al referirse al actor principal del 
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proceso penal, se encuentra una serie de denominaciones que se utilizan 
indistintamente: 
 
- El imputado. Es la persona sobre la que recaen los cargos 
contenidos en la denuncia. 
- El procesado o encausado. Es la persona contra quien se 
dirige la acción penal. Se le llama así desde el comienzo de la 
investigación preliminar hasta la sentencia que le pone fin. 
- El acusado. Es la persona contra quien el representante del 
Ministerio Publico ha formulado acusación. 
En sentido amplio, imputado es la persona comprendida desde el 
acto inicial del procedimiento hasta la resolución firme. En el nuevo Código 
Procesal Penal se asume la denominación del imputado. 
 
5.7. El derecho de defensa y la normativa supranacional 
 
Si queremos referirnos a la normativa supranacional relativa al 
tema planteado debemos concentrarnos en la Declaración universal de 
Derechos Humanos, Convención Americana de Derechos Humanos y el 
Pacto de Derechos Civiles y Políticos. A nivel internacional el derecho de 
defensa ha sido recogido en los siguientes instrumentos internacionales: 
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5.7.1. Declaración Universal de Derechos Humanos 
 
El artículo 11º establece en su primer inciso lo siguiente: 
 
“Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma 
su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y 
en juicio público en el que se le haya asegurado todas las garantías 
necesarias para su defensa” 
 
Este artículo, si bien no hace expresa referencia al derecho de 
defensa en tanto tal, establece la exigencia de respetar aquellos medios 
que  permiten  su  ejercicio,  este  artículo  destaca las  garantías  de  la 
defensa a los procesos de carácter penal propiamente. 
 
5.7.2. Convención Americana de Derechos Humanos 
 
Este tratado regional, en vigor para el Estado peruano desde el 28 
de julio de 1978, también reconoce el derecho de defensa, ubicándolo 
dentro del inciso 2 del artículo 8º relativo a las garantías judiciales: 
 
El artículo 8.2 de la convención establece un conjunto de garantías 
mínima que permiten asegurar el derecho de defensa en los procesos 
penales, esta son: 
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1. El derecho del imputado a ser asistido por un traductor o 
intérprete. (art.8.2.a de la convención).- toda persona necesita 
comprender en su idioma en qué consiste la imputación en su contra. Este 
derecho tiene importancia básica, cuando el desconocimiento del idioma 
utilizado por un tribunal o la dificultad de su comprensión constituya u 
obstáculo para el ejercicio del derecho de defensa. La Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, señalo que “el derecho 
reconocido en el artículo 8.2 de la convención constituye un factor que 
permite superar eventuales situaciones de desigualdad en el desarrollo de 
un proceso.” 
 
2. Derecho del imputado a la comunicación previa y detallada 
de la acusación formulada. (art. 8.2.b de la convención).- este derecho es 
esencial para el ejercicio del derecho de defensa, pues es el conocimiento 
de las razones, por las cuales se le imputa a alguien las presunta comisión 
de un delito, permita preparar adecuadamente los argumentos de 
descargo, este derecho alcanza plenitud si se indica con claridad las 
normas y supuestos de hecho en que se basa la acusación. En el caso 
Castillo-Petrucci se alegó que los imputados no tuvieron conocimiento 
oportuno y completo de los cargos que se les hacía. 
3. Concesión al imputado del tiempo y de los medios 
adecuados para la preparación de su defensa. (art. 8.2.c de la 
convención).- este doble derecho implica, por ejemplo, acceder a 
documentos y pruebas con antelación para preparar la defensa, ser 
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informado con anticipación de las actuaciones judiciales, participar en 
estas, etc. No tener la posibilidad de preparar la defensa por fala de 
comunicación libre y privada con el patrocinado constituye una violación 
de los derechos mencionados. 
4. Derecho del imputado a defenderse por sí mismo, o a través 
de un defensor de su elección o nombrado por el Estado. (art. 8.2.c de la 
convención y art. 8.2.e de la convención).- los derechos señalados 
también pueden afectarse por la falta de comunicación en forma libre y 
privada entre el imputado y el abogado, situación que puede extenderse 
hasta un atentado directo contra el abogado, como lograr su desaparición. 
“…un imputado puede defenderse personalmente, aunque es 
necesario entender que esto es válido solamente si la legislación interna 
se lo permite. Cuando no quiere o no puede hacer su defensa 
personalmente, tiene derecho de ser asistido por un defensor de su 
elección. Pero en los casos en los cuales no se defiende a sí mismo o no 
nombrar defensor dentro del plazo establecido por la ley, tiene el derecho 
de que el Estado le proporcione uno, que será remunerado o no según lo 
establezca la legislación interna. Es así como la Convención garantiza el 
derecho de asistencia legal en procedimientos penales. Pero como no 
ordena que la asistencia legal, cuando se requiera, sea gratuita, un 
indigente se vería discriminado por razón de su situación económica si,   
requiriendo   asistencia   legal,   el   Estado   no   se   la   provee 
gratuitamente.” 
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5. Derecho del imputado a comunicarse libre y privadamente 
con su defensor. (art. 8.2.d de la convención).- para acreditar la 
vulneración expresa de este derecho solo se debe constatar que en el 
marco de un proceso se ha impedido la comunicación libre y privada entre 
la persona inculpada y su abogado. Caso Loayza-Tamayo, que no pudo 
comunicarse en forma libre y privada con el abogado elegido. 
6. Derecho de defensa del imputado respecto a los testigos y 
peritos. (art. 8.2.f de la convención).- “en el caso Cantoral-Benavides la 
corte se pronuncio por la violación del art. 8.2.f de la convención, debido 
a que el abogado de la víctima no pudo concebir que se realizara la 
confrontación pericial tendiente a esclarecer las divergencias que 
arrojaron dos peritajes grafológicos, practicados en un proceso penal y 
además por que la defensa tampoco pudo entrevistar a los miembros de 
la policía que capturaron a la víctima y que participaron en el atestado 
incriminatorio contra esta” (HUERTA: 2003) 
Otros derechos relacionados con derecho de defensa: 
- Derecho a recurrir el fallo ante el Juez o Tribunal Superior. 
(art. 8.2.h de la convención) 
- Derecho a no ser obligado a declararse culpable y a declarar 
sin coacción de naturaleza alguna. (art. 8.2.g de la convención y (art. 8.3 
de la convención) 
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5.7.3. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
Este tratado, en vigor para el Estado peruano desde el 28 de julio 
de 1978, establece en su artículo 14º, tercer párrafo. Lo siguiente: 
 
“3. Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá 
derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: … 
 
b) a disponer del tiempo y de los medios adecuados para la 
preparación de su defensa y a comunicarse con un defensor de su 
elección;… 
 
d) a hallar presente en el proceso y a defenderse personalmente o 
ser asistida por un defensor de su elección; a ser informada, si no tuviera 
defensor, del derecho que le asiste a tenerlo, y, siempre que el interés de 
la justicia lo exija, a que se le nombre defensor público, gratuitamente, si 
careciere de medios suficientes para pagarlo;”… 
 
Respecto del alcance y contenido de los literales b) y d) extraídos 
del artículo 14º. 3, resulta pertinente tener en cuenta lo que se ha señalado 
el comité de derechos humanos en una de sus Observaciones Generales. 
Con relación al literal b), esto es, el derecho de la persona de comunicarse 
con un defensor de su elección, el comité ha señalado: 
 
132 
 
 
 
“este apartado exige que el defensor se comunique con el acusado 
en condiciones que garanticen plenamente el carácter confidencial de sus 
comunicaciones. Los abogados deben poder asesorar y representar a sus 
clientes de conformidad con su criterio y normas profesionales 
establecidas, sin ninguna restricción, influencia, presión o injerencia 
indebida de ninguna parte” 
 
Del mismo modo, respecto del literal d) señalo: 
 
“El acusado o su abogado deben tener el derecho de actuar 
diligentemente y sin temor, valiéndose de todos los medios de defensa 
disponibles, así como el derecho a impugnar el desarrollo de las 
actuaciones que son injustas”. 
Resulta importante notar que esta norma internacional establece 
tres condiciones sine qua non para que la obligación del Estado de 
proporcionar un defensor público se haga efectiva: 1) debe tratarse de 
personas acusadas de un delito, lo cual liberaría al Estado de esta 
obligación respecto de procesos judiciales no penales; 2) debe responder 
a un “interés de la justicia”; 3) la persona debe carecer de medios 
suficientes para pagar a un defensor particular. 
 
Los pactos internacionales sobre derechos humanos constituyen 
norma constitucional directa conforme a lo dispuesto por la cuarta 
disposición transitoria de la constitución: “las normas relativas a los 
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derechos y a las libertades que la constitución conoce se interpreta de 
conformidad con la declaración universal de los Derecho Humanos y con 
los tratados de acuerdos internacionales sobre las mismas materias 
ratificados por el Perú.”; y suministran contenidos básicos que deben 
presentar los derechos fundamentales, como es el caso de los contenidos 
o garantías mínimas del Derecho de Defensa. 
 
Las garantías mínimas del derecho de defensa durante el proceso 
están enunciadas tanto en el Pacto San José de Costa Rica, como en el 
Pacto de Derechos Civiles y Políticos (Art. 8 ap. 2 y Art. 14 ap. 3, 
respectivamente). Las mismas que gozan de jerarquía constitucional, por 
lo anotado en el párrafo anterior prevalecen sobre toda norma legal (Art. 
51 y 55 de la CP). Estas garantías judiciales mínimas de nivel 
internacional y raigambre constitucional pueden esquematizarse como 
siguen, conforme coincide la doctrina nacional: 
- Asistencia de un traductor. 
- Información del hecho. 
- Inmunidad de la declaración. 
- Defensa técnica. 
- Autodefensa. 
- Comunicación entre diputado y defensor. 
- Preparación de la defensa. 
- Producción de la prueba. 
- Recursos impugnatorios. 
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“…los tratados internacionales sobre derechos humanos que 
gozan de jerarquía constitucional confían y afirman este derecho (derecho 
de defensa). Decimos lo confirman, puesto que los pactos también 
consagran la defensa en juicio y además lo amplían como consecuencia 
de delimitar los caracteres mínimos que debe reunir el derecho de 
defensa.”(EDWARDS: 1996) 
 
5.7.4. Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos 
 
Este instrumento del soft law  aprobado por el Consejo Económico 
y Social en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 
(LXII) de 13 de mayo de 1977, reconoce el derecho de defensa penal a 
las personas recluidas de manera preventiva: “93. El acusado estará 
autorizado a pedir la designación de un defensor público cuando se haya 
previsto dicha asistencia, y a recibir visitas de su abogado, a propósito de 
su defensa…” 
 
Llama la atención, sin embargo, que en este instrumento se excluya 
del derecho a la defensa penal a las personas condenadas, a quienes solo 
se les reconoce la defensa en el plano disciplinario penitenciario: 
 
“30…. 2) Ningún recluso será sancionado sin haber  sido informado 
de la infracción que se le atribuye y sin que se le haya permitido 
previamente presentar su defensa…3) En la medida en que sea necesario 
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y viable, se permitirá al recluso que presente su defensa por medio de un 
intérprete.” 
 
5.7.5. Conjunto de Principios para la protección de todas las personas 
sometidas a cualquier forma de detención o prisión  
Este otro instrumento de Naciones Unidas, adoptado por la 
Asamblea General en su Resolución 43/173, de 9 de diciembre de 1988, 
pese a que distingue entre personas detenidas y en prisión, les reconoce 
igual derecho a acceder a la defensa, lo cual demuestra una evolución 
respecto de las “Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos”: 
 
“Principio 18 
 
1. Toda persona detenida o presa tendrá derecho a comunicarse 
con su abogado y a consultarlo. 
2. Se darán a la persona detenida o presa tiempo y medios 
adecuados para consultar con su abogado.” 
 
5.7.6. Principios Básicos sobre la Función de los Abogados 
 
Aprobado  por  el  Octavo  Congreso  de  las  Naciones  Unidas  
sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente el 27 de agosto 
al 7 de septiembre de 1990, este instrumento tiene la particularidad de 
establecer una serie de obligaciones de los gobiernos respecto del 
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ejercicio del derecho de defensa. Así por ejemplo, el principio 5 establece 
la obligación de información a las personas respecto del derecho que les 
asiste: 
 
“5. Los gobiernos velaran pro que la autoridad competente informe 
inmediatamente a todas las personas acusadas de haber cometido  un 
delito, o arrestadas, o detenidas, con una acusación penal o no, tengan 
acceso a un abogado inmediatamente, y en cualquier caso dentro de las 
48 horas siguientes al arresto o a la detención.” 
 
Asimismo, se establece la obligación de proporcionar un defensor 
a toda persona arrestada o detenida dentro en un breve plazo: 
 
“7. Los gobiernos garantizaran además que todas las personas 
arrestadas, o detenidas, con una acusación penal o no, tengan acceso a 
un abogado inmediatamente, y en cualquier caso dentro de las 48 horas 
siguientes al arresto o a la detención.” 
 
Este instrumento resulta sumamente relevante, además, por su 
precisión respecto de las características profesionales y calidad del 
servicio de los servicio de los defensores en relación con los detenidos: 
 
“6. Todas esas personas, cuando no dispongan de abogado, 
tendrán derecho, siempre que el interés de la justicia así lo demande, a 
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que se le asignen abogados con la experiencia y competencia que 
requiera el tipo de delito de que se trate a fin de que les presten asistencia 
jurídica eficaz y gratuita, si carecen de medios suficientes para pagar sus 
servicios.” 
 
Presentando el marco normativo internacional, es necesario 
descender al plano nacional para apreciar el grado de compatibilidad de 
las normas internas con los estándares internacionales citados.” 
 
5.8. El derecho de defensa 
5.8.1. Evolución histórica 
 
Las partes que reclaman justicia en cualquier situación de conflicto 
luego de alegar personalmente los fundamentos de su causa entienden 
que sobre la primitiva expresión a viva voz de la defensa personal de su 
causa o defensa material directa es necesaria la asesoría técnica de un 
especialista en la materia. 
 
La evolución histórica del derecho de defensa tiene antigua data, 
desde la necesidad de solucionar conflictos de intereses o situaciones de 
interés jurídico. En las líneas del antiguo testamento descubrimos que 
Isaías y Job dieron normas a las defensas instauradas, con la finalidad 
que logren éxito en sus intervenciones a favor de los ignorantes, los 
menores, las viudas y los pobres cuyos derechos fuesen quebrantados. 
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En el caso Peruano el derecho incaico nos habla de la existencia de un 
sumo sacerdote como consejero religioso-judicial del Inca y los Tucuy 
Ricuy informaban al Inca respecto al cumplimiento de la Ley, a fin que éste 
con un poder omnímodo administre la justicia, pero no se conoce 
expresamente de la existencia de defensores o del derecho de defensa 
como institución. 
 
“En el Derecho Romano primitivo el acusado es atendido por un 
asesor. El colegio de los pontífices designaba anualmente un sacerdote 
para responder a los plebeyos, que demandaban la reparación de algún 
derecho ante el magistrado, pero cuidando de no revelar los fundamentos 
del concejo, en virtud de que el secreto de la doctrina jurídica era para él 
patriciado un arma política que garantizaba su supremacía.”(GONZALES: 
1992) 
 
“En el siglo V de la fundación de Roma se rompen los velos del 
derecho tradicional y esotérico; es accesible para los plebeyos preparar 
su propia defensa y con el procedimiento formulario aparece la institución 
del patronato. La costumbre admitió que el proceso penal podría 
presentarse un orador, que defendiera los intereses de su cliente. Era el 
patronus o causidus experto en el arte de la oratoria, que debe ser 
instruido en sus recursos legales por el verdadero advocatus, el perito de 
jurisprudencia y habituado al razonamiento forense…en el libro I, título III, 
del Digesto existe un capítulo titulado de procuratoribus y defensoribus, 
139 
 
 
 
que se ocupa de reglamentar las funciones de los defensores.” 
(GONZALES: 1992) 
 
Es decir que el antecedente a la existencia del abogado es el orador 
especializado denominado patrono, quien representaba y protegía a su 
cliente. 
“En el derecho Germánico los procedimientos judiciales requerían 
el empleo de determinadas fórmulas, que debía utilizar el intercesor en su 
carácter de representante del acusado con la circunstancia de que sus 
afirmaciones erróneas podían ser justificadas, en tanto que la rectificación 
no era permitida si habían sido hechas por las partes en persona.” 
(GONZALES: 1992) La Constitución Carolina de 1532 reconoció al 
imputado el derecho de encomendar su defensa a terceros, con una 
amplia gama de funciones, desde presenciar la recepción de la prueba 
hasta solicitar perdón en caso de confesión. En el sistema inquisitivo el 
procurador de la defensa tuvo actuación inadvertida por el predominio del 
juez, incluso hubo legislaciones en las que se excluyo al representante de 
la defensa, los tribunales deslindaban casos de inocencia, como la 
Ordenanza Criminal Austriaca de 1803, la Ordenanza Criminal Prusiana 
de 1805. 
 
Las leyes españolas consideraron al defensor en los actos del 
proceso y a través del Fuero Juzgo y la Nueva Recopilación facultaban a 
los jueces para premiar a los profesores de derecho y abogados del foro 
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a fin que destinasen horas diarias en defensa de los pobres y desvalidos; 
así mismo, la ley de enjuiciamiento criminal de 1882 obligaban a la 
defensa de los pobres, con criterio prudente, conforme a la coordinación 
de los abogados y del Juez. “Las organizaciones y colegios de abogados 
tenían la obligación de señalar periódicamente  a  algunos  de  sus  
miembros  para  que  se  ocupasen  de  la asistencia gratuita de los 
menesterosos” GONZALES: 1992) 
 
 
Indudablemente las normas españolas respecto al derecho de 
defensa irradiaron su contenido sobre el derecho procesal penal 
republicano de nuestro país. Pero el principio de derecho de defensa 
como concepto obligatorio y la consagración de que el acusado puede 
prepararla, tuvo su origen en la Asamblea Constituyente Francesa; 
condensada en la Declaración del Hombre y del Ciudadano, como sigue: 
 
1. Libertad ilimitada en la expresión de la defensa. 
2. Obligación  judicial  de  proveer  al  acusado  de  un  defensor,  
si  no  lo designa. 
3. Obligación de los profesores de derecho y abogados a la defensa 
de los pobres. 
4. Prohibición a las autoridades judiciales de compeler a los 
acusados a declarar contra sí mismos. 
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5. Derecho  de  designar  defensor  desde  el  momento  desde  que  
es detenido. 
6. Derecho del defensor a estar presente en todo acto procesal. 
 
7. Obligación de las autoridades judiciales a recibir pruebas dentro 
del los términos establecidos. 
8. Obligación de las autoridades de auxiliar al imputado para 
obtener la declaración de personas cuyo examen solicite. 
A partir de la Declaración del Hombre y del Ciudadano se han 
venido perfeccionando los principios rectores del derecho de defensa, 
hasta llegar a contemplarse en las legislaciones penales del mundo los 
casos de indefensión como  delito  de  abuso  de  autoridad,  al  sancionar  
la  renuencia  de  las autoridades para recibir las pruebas que ofrece el 
acusado o su defensor, como actos violatorias y atentatorios a los 
derechos garantizados en la constitución. “…por que el derecho penal no 
está destinado solamente a tutelar los intereses de la sociedad, que se 
han quebrantado pro la condición del delito sino que también tutela y 
garantiza los derechos procesales del imputado” (GONZALES: 1992) 
 
“El derecho penal tiene como objeto para unos la seguridad jurídica 
(entendida por unos como tutela de bienes jurídicos y por otros como 
tutela de valores éticos sociales) y para otros la defensa social,”que en 
realidad forman parte de una sola realidad. 
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“… el derecho de defensa nace y se reconoce con anterioridad al 
momento de la formulación de la acusación (o sindicación preliminar del 
investigado), ya que en caso contrario los actos enunciados se llevarían a 
efecto sin el concurso de quien es sujeto pasivo del proceso y por tanto 
parte…” (CAROCCA: 1998) Es decir que la evolución histórica del 
derecho de defensa ha transitado desde la negación de la misma hasta la 
inversión de tales reglas y el reconocimiento del derecho de defensa en 
el momento mismo de la imputación, ya sea a nivel preliminar o judicial. 
 
5.8.2. Definiciones del derecho de defensa 
 
La expresión derecho de defensa es una de aquellas que siempre 
se ha presentado unido de modo indisoluble al fenómeno jurídico y deriva 
del término defensa, que significa oponerse al peligro de un daño para 
rechazar una agresión, “desde una perspectiva sociológica la defensa es 
un impulso vital, que tiende a procurar la permanencia de lo que esta 
creado” (CAROCCA: 1998), porque ambos no solo van a repeler la 
posición del otro sino que incluso tienen la posibilidad de accionar 
anteponiéndose a una situación injusta o contraria a sus intereses. 
 
A continuación presentamos algunas definiciones del derecho de 
defensa: 
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- “La defensa no es otra cosa que la reacción a la agresión, en el 
caso del diputado es el Jus puniendi estatal. Es la única arma que tiene 
todo el ciudadano sometido a persecución penal. Se garantiza en el curso 
del proceso, como garantía que proviene del marco constitucional y 
legal…” (ORE: 1993) 
- “El derecho de defensa constituye un derecho fundamental de 
carácter irrenunciable, reconocido en la constitución, correlativo a la 
acusación y basado en el carácter dialectico del proceso, cuya finalidad 
es la de hacer valer la libertad de toda persona sujeta a un proceso penal” 
- “El ejercicio de derecho de defensa se concreta en las 
actuaciones de la persona que ve amenazada o limitada su libertad, 
precisamente por causa de un proceso penal…el derecho de defensa ha 
de reconocerse no solo cuando se haya formulado la acusación dentro del 
juicio oral, sino desde el instante en el que el procedimiento se dirige 
contra una determinada persona, imputándole la comisión de un hecho 
delictivo y debe salvaguardarse a lo largo de todas las actuaciones 
procesales…”(GIMENO: 2001) 
 
- “Si el derecho de defensa resulta garantizado en cualquier 
proceso y no tan solo en el penal…conviene aclarar que el procedimiento 
penal no solo se limita al imputado sino también alcanza a otras personas 
que pueden intervenir. Nos referimos fundamentalmente al actor civil, al 
mismo imputado como demandado civil, y al tercero civilmente 
demandado…”(MAIER: 1999) 
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- “El derecho de defensa cumple, dentro del proceso penal, un 
papel  particular: por una parte, actúa en forma conjunta con las demás 
garantías; por la otra, es la garantía que tornan operativas a todas las 
demás. Por ello, el derecho de defensa no puede ser puesto en el mismo 
plano que las otras garantías procesales. La inviolabilidad del derecho de 
defensa es la garantía fundamental con la que cuenta el ciudadano, 
porque es el único que permite que las demás garantías tengan una 
vigencia concreta dentro del proceso penal.” (BINDER: 1998) 
- “El derecho de defensa es la otra cara de la acusación, exigida 
por el principio de contradicción y una de las garantías más importantes 
del proceso penal propio de un Estado de Derecho, desde el punto de 
vista del imputado.” (GOMEZ: 1997) 
- “El derecho de defensa es un derecho fundamental extensible a 
cualquier procedimiento, con mayor o menor alcance, según su naturaleza 
y finalidad y que debe observarse no solo en su conjunto sino también en 
cada una de sus fases.”(CHAMORRO: 1994) 
 
El derecho de defensa constituye un pre-requisito destacado del 
proceso penal moderno en la instalación de un Estado de Derecho de sus 
fines, porque la naturaleza esencialmente pública del delito, resalta el 
interés general (que subyace en materia penal) paralela al interés privado. 
 
En materia punitiva la igualdad en la investigación y represión del 
delito es básica por ser un fenómeno que afecta a la colectividad, por lo 
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que la igualdad debe ser material y formal para lograr un proceso eficaz y 
conforme a los principios constitucionales, por tal motivo: 
 
“La defensa en un estado de derecho, constituye un derecho 
fundamental que como tal ha de ser no solo protegido pasivamente por el 
estado, sino igualmente impulsado y amparado dotándolo en todo caso 
de eficiencia ...por ello en el proceso penal, la defensa técnica, y salvo en 
el supuesto del juicio de faltas, constituye una obligación para el estado, 
el cual si la parte no designa abogado, debe proveérselo aún en contra de 
su voluntad...En definitiva el proceso penal moderno no tiene como 
objetivo ni puede basarse en la idea de colaboración o coacción del 
imputado para obtener la condena, sino que el mismo ha de ser tenido en 
consideración como sujeto procesal y titular del derecho de defensa.” 
 
Podemos definir el derecho de defensa con Gimeno Sendra: “como 
el derecho público constitucional que asiste a toda persona física a quien 
se le pueda atribuir la comisión de un hecho punible, mediante cuyo 
ejercicio se garantiza al imputado la asistencia técnica de un abogado 
defensor y se les concede a ambos la capacidad de postulación necesaria 
para oponerse eficazmente a la pretensión punitiva y poder hacer valer 
dentro del proceso del derecho constitucional a la libertad del 
ciudadano”(SAN MARTÍN: 2003) 
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“Julio Maier aclara que este derecho no sólo limita la protección al 
imputado, pues también alcanza a otras personas que pueden intervenir 
en el, tales como el actor civil o el tercero. Se trata de defender un derecho 
o interés legítimo frente a la expectativa de una decisión estatal sobre él, 
sea porque se pretende algo o porque, al contrario nos oponemos a esa 
pretensión, requiriendo que ella no prospere. El Ministerio Público, desde 
esta perspectiva de la defensa como limitación del poder estatal, no tiene 
derecho de defensa, sino un conjunto de facultades y armas para cumplir 
su función persecutoria” 
 
5.8.2.1. Caracteristicas 
Es importante remarcar que la defensa tiene tres características 
fundamentales: pública, libre y profesional: así, es pública porque cumple 
una función en este orden, si bien es cierto que el defensor, defiende los 
intereses privados del procesado, pero su accionar va encaminado a una 
finalidad de orden social83; es libre porque no admite restricción alguna 
salvo las establecidas por ley; y es profesional porque es solicitada por 
determinada persona especialista en derecho. 
 
Finalmente debemos mencionar que la defensa alcanza la plenitud 
de sus características en todo sistema penal legitimado; y si llamamos 
sistema penal al control social punitivo institucionalizado, que abarca 
desde una sospecha de delito hasta que se impone y ejecuta una pena 
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que genera, todo sistema penal para su validez necesita del derecho de 
defensa, desde el inicio de la  presunta comisión del delito. 
 
5.8.2.2. Dimensiones y contenido del derecho de defensa 
 
El derecho de defensa tiene dos dimensiones, según CAROCCA 
PEREZ: 
a) Como derecho subjetivo; es visto como un derecho 
fundamental que pertenece a todas las partes en el proceso, cuyas notas 
características son su irrenunciabilidad y su inalienabilidad, se sitúa en el 
núcleo mismo del proceso con la participación de los afectados por la 
decisión jurisdiccional, es decir en el proceso de formación de la 
resolución destinada a decidir sobre sus intereses. 
“Que la defensa sea irrenunciable significa que no pueda ser objeto 
de denuncia por la parte procesal…por propia voluntad de decidir que no 
se le conceda la oportunidad de defenderse…es que sea inalienable 
significa que no pueda ser objeto de disposición voluntaria pro su titular, 
ni su ejercicio puede ser sustraído o traspasado  a  terceros  ejercitando  
capacidad  de  control sobre los defensores técnicos…” (CAROCCA: 
1998) 
 
b) Como garantía del proceso; de carácter objetivo 
institucional, la defensa constituye un verdadero requisito para la validez 
del proceso, al margen de la voluntad de la parte. 
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“La defensa procesal tiene un perfil objetivo o institucional, que 
lleva a considerarla como un verdadero requisito para la validez del 
proceso, es decir como una garantía de la configuración del propio del 
juicio jurisdiccional valido.” (CAROCCA: 1998) 
 
5.8.3. Contenido principista dogmático del derecho de defensa 
El derecho de defensa incorpora dos principios fundamentales del 
derecho penal: 
 
5.8.3.1. El   principio de contradicción 
Relacionado   a   la posibilidad efectiva de las partes de comparecer 
o acceder a la jurisdicción a fin de defender sus intereses o pretensiones. 
La concurrencia del principio contradictorio y el derecho de defensa como 
manifestación técnica es esencial para constituir un proceso; porque a 
través de la existencia de la posibilidad de contradecir se hace manifiesta 
la dualidad de posiciones de las partes; que necesitan la garantía de la 
defensa para configurar un proceso, más que un método para la búsqueda 
de la verdad. 
 
Según la doctrina, la contradicción exige: 1. La imputación; 2. La 
intimidación; y, 3. El derecho de audiencia. Para que el imputado pueda 
defenderse es imprescindible la imputación, la cual importa una relación 
clara, precisa y circunstanciada de un delito formulado o denunciado por 
el Ministerio Público. Esta imputación debe ser conocida por el procesado 
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–que es lo que se denomina intimidación-, quien además debe tener el 
derecho de audiencia. Una necesidad de justicia apremiante para el 
proceso penal es que nadie sea condenado sin ser oído y vencido en 
juicio. 
 
5.8.3.2. El principio acusatorio 
Según Baumann se entiende por principio acusatorio aquel según 
el cual no ha de ser la misma persona la que realiza las averiguaciones y 
decida después al respecto. José María Asencio Mellado señala que le 
principio acusatorio tiene tres notas esenciales: 
 
a) Ejercicio y mantenimiento de la acusación por un órgano 
distinto al Juez, así como la exigencia de una acción pública. Rige la 
máxima ne procedat iudex ex officio. 
b) La división del proceso en dos fases y las tareas propias de 
cada una de ellas de investigación y decisión respectivamente, han de ser 
conferidas a órganos diferentes con el fin de evitar un probable y posible 
prejuzgamiento por parte del juez sentenciador. Rige la máxima de la 
prohibición de la identidad entre instructor y decisor. 
c) Relativa vinculación del órgano jurisdiccional a las 
pretensiones de las partes, en atención a la acusación fiscal. 
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5.8.3.3. Principio “no hay derecho sin defensa” 
el derecho de defensa no solo es una emanación de la dignidad 
personal del imputado y también de la víctima, sino, además es un 
requisito indispensable para asegurar (a ellos y a la sociedad) el desarrollo 
de un proceso respetuoso de la escala de valores del estado de derecho; 
en una sociedad democrática los derechos y libertades inherentes a la 
persona, sus garantías y el estado de Derecho constituyen una unidad, 
cada uno de cuyos componentes se define, completa y adquiere sentido 
en función de los otros. 
 
Por eso, el sistema constitucional (constitución Nacional y 
normativa supranacional incorporada al Art. 75, inc. 22) asegura todas sus 
manifestaciones desde el primer momento de la persecución penal y en 
cada una de las etapas procesales, conforme precisamente al 
denominado bloque de Constitucionalidad. Solo podrán tolerarse 
restricciones de origen legal y de carácter reglamentario, a condición de 
que no afecten su esencia, porque el derecho de defensa es un 
componente insustituible del juicio previo y un límite infranqueable en la 
búsqueda de la verdad sobre la acusación de un delito, que solo puede 
obtenerse legítimamente con el inexcusable resguardo de la defensa del 
imputado. Entonces los juzgadores para tener un pleno conocimiento de 
la realidad ilícita deberían presenciar alegación de la defensa del 
imputado. 
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5.8.3.4. Principio-condición de igualdad 
 
Un aspecto significativo de la normativa supranacional que integra 
el nuevo sistema constitucional exige que la defensa del imputado se 
desarrolle en condiciones de “plena igualdad” con la acusación, lo que se 
grafica con la alocución “paridad de armas”, cuando la acusación está a 
cargo de la víctima, o esta participa en ella de alguna manera, la plena 
igualdad debe analizarse también desde su punto de visto.  
 
Si bien no parece el sentido originario de la garantía, bien puede 
así interpretarse en virtud de los principios protectores de aquella que 
inspiran la legislación supranacional y sus disposiciones expresas.  
 
Estos ocurrirá cuando aquel tenga, no solo en teoría sino también 
en la práctica, las mismas posibilidades: el principio de igualdad de medio, 
inherente al concepto de justicia es solamente un aspecto del concepto 
más amplio del proceso justo, en materia penal, que el acusador para 
influir en las decisiones de los jueces sobre el caso, lo que dependerá de 
los siguientes aspectos: La posibilidad de presentar todos los medios de 
defensas pertinentes y como consecuencia de ello la de influir en la 
resolución del proceso es expresamente reconocida por el CEDH. 
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5.8.4. Clases de defensa o formas de ejercicio del derecho de defensa 
 
El derecho de defensa como derecho fundamental, puede ser 
ejercitado tanto por el investigado-procesado como por el abogado 
defensor. 
 
5.8.4.1. La defensa técnica 
También llamada pública o formal debido a su naturaleza 
obligatoria y jurídica, cuya tecnicidad es comprensible porque desde el 
punto de vista de servicio público es imprescindible aún contra la voluntad 
del investigado-procesado para cumplir con las exigencias de equilibrio y 
justeza de un proceso penal, es decir para garantizar el desarrollo de los 
principios procesales penales. 
La defensa técnica en el proceso penal es un derecho fundamental 
de cada una de las partes. “En el proceso penal la defensa técnica del 
imputado acusado adquiere, además, la condición de requisito necesario, 
que se impone al propio titular del jus puniendi.” (MONTERO: 1997) Como 
sabemos el estado es quien asume el monopolio de la administración de 
justicia, a través del poder judicial, que solo podrá realizar el proceso e 
imponer penas dentro del estricto marco constitucional si está presente 
tanto el abogado del acusado, como el abogado del agraviado y en 
consecuencia cumplir los principios “no hay derecho sin defensa y 
principio de condición de igualdad”, para alcanzar la tutela y evitar la 
indetención. 
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La defensa técnica fundamentalmente presupone asistencia y 
representación, la primera referida al aporte técnico a la defensa material, 
informa acerca de los derechos e intereses que la ley le acuerda o 
reconoce, en relación a los pro y contra que franquean al imputado tanto 
a nivel de los hechos que se le incriminan como al derecho etc. El segundo 
presupuesto de la defensa técnica es la representación, es decir que 
representa al imputado -valga la redundancia- a lo largo de todo el 
proceso, salvo en aquellos actos en que la ley exige una participación 
personalísima del procesado. 
 
La paridad de la acusación y de la defensa demuestra la necesidad, 
para el éxito de la función punitiva, no solo de la acción, doble y contraria, 
del Ministerio Público y del defensor, sino del equilibrio entre ellos, en el 
sentido de que estén dotados de los mismos poderes en el 
desenvolvimiento  del  proceso.  Este  es  un  principio  fundamental  del 
proceso penal.(CARNELUTTI: 1999) 
 
La defensa técnica, a realizar por un abogado en ejercicio sobre las 
cuestiones jurídicas materiales y procesales a tratar en el proceso penal, 
en funciones de consejo y asesoramiento, que ya hemos considerado.” 
GOMEZ: 1997) 
“Una de las formas de propender a las equiparación de posiciones 
entre el acusador y el acusado es, sin duda el erigir a la defensa técnica 
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en un presupuesto de la validez del procedimientos y, en fin, de la 
sentencia.”(MAIER: 1999) 
 
Principales características: 
 
- El derecho a la asistencia letrada consiste en la facultad de 
elegir un abogado de su confianza y revocable el nombramiento para 
designar a otro. 
- La actuación del defensor no puede colisionar con la 
voluntad del defendido. 
- El derecho de defensa es irrenunciable aparece un legítimo 
mecanismo de  autoprotección del sistema para cumplir con los requisitos 
del proceso. 
- La defensa técnica es obligatoria. 
 
- La defensa técnica por excelencia es la que realiza un 
conocer del derecho, por tal motivo las leyes reconocen el derecho a la 
asistencia de abogado en las instancias policiales y judiciales. 
 
“Es indudable que la defensa técnica es un presupuesto necesario 
para la correcta viabilidad del proceso. Aun cuando el imputado puede 
hacer uso de la autodefensa, resulta imprescindible la presencia y 
asistencia del abogado defensor en el curso del 
procedimiento.”(SANCHEZ: 1994) 
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5.8.4.2. La defensa material 
 También llamada privada, explica la reacción natural de un 
imputado de hacer su propia defensa, ya sea contestando la imputación, 
negándola o guardando silencio o bien aceptando la acusación fiscal 
podríamos agregar que la autodefensa, es decir, ejercida directamente 
por el imputado puede realizarse en la participación de actos procesales, 
pasando por la presentación de escritos hasta la utilización de medios 
impugnatorios o presentación de pruebas de descargo que contradigan la 
tesis de la acusación. Por ejemplo proponer la recusación de un juez, si 
se encuentra incomunicado, pedir la variación de un mandato de 
detención, proponer diligencias pertinentes, nombrar peritos, solicitar la 
confrontación, proponer prueba anticipada, proponer declaración 
ampliatoria, pedir la reposición de bienes, o evitar transferencias 
indebidas y expresar la última palabra en el juicio oral. 
 
El proceso penal moderno no tiene como objetivo ni puede basarse 
en la idea de la colaboración del imputado de modo espontaneo o bajo 
coacción para obtener una condena, sino que la confesión sincera del 
imputado necesita de otros medios o evidencias corroborantes y ante todo 
debe respetarse la calidad de sujeto procesal de imputado, y su condición 
de titular del derecho de defensa. 
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La defensa material también denominada autodefensa, consiste en 
la intervención del imputado en el proceso realizando actividades 
encaminadas a preservar sus derechos: lograr su libertad o impedir la 
condena u obtener la mínima sanción penal posible. “La declaración del 
imputado...es el momento particular del proceso penal en el cual se ejerce 
el derecho de defensa…en los procedimientos de tipo inquisitivo…la 
declaración de imputado no es un acto en el cual se ejerce  el  derecho  
de  defensa  material,  sino  en  el  cual  se  trata  de provocar la confesión 
del imputado.” (BINDER: 1998) 
 
En cuanto a la autodefensa, la doctrina es reacia a otorgar al 
imputado la posibilidad de defenderse personalmente, en virtud de 
diversas razones que se fundamentan en dos aspectos: a) el técnico y b) 
el psíquico. 
a) Técnicamente el imputado carece, generalmente, de los 
conocimientos adecuados para una eficiente defensa, aunque podría 
salvarse este obstáculo si fuera abogado. 
b) La limitación psíquica se refiere a la circunstancia que toda 
persona sometida o que forma parte directa de un proceso penal atraviesa 
una situación sumamente traumática que le impide la suficiente serenidad 
para encarar una defensa eficaz. 
Sin embargo, los pactos internacionales sobre derechos humanos 
consagran expresamente la posibilidad de autodefensa del imputado, 
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adquiriendo por ende, rango constitucional la defensa personal del 
imputado. Veamos otras apreciaciones al respecto: 
 
“La defensa material o amplia: es una función pública en la que 
participan todas las autoridades y funcionarios que interviene en el 
proceso penal y consiste en consignar y apreciar las circunstancias tanto 
adversas como favorables al imputado, así como instruirle en sus 
derechos y recursos, en tanto no esté asistido por su letrado.” (DE LA 
OLIVA : 2003) 
 
“El titular del derecho interviene directa y personalmente tratando 
de evitar una resolución adversa. La legislación procesal se manifiesta 
abiertamente por esta forma de defensa, aunque predomina la 
intervención del letrado.”(SANCHEZ: 1994) 
 
La posibilidad de autodefensa debe limitarse a supuesto de 
simplicidad, porque sería irrazonable y desproporcionada exigir que 
imputado plantee cuestiones jurídicas o no ser que simultáneamente 
asuma su defensa técnica por su condición de abogado. 
 
5.8.4.3. Contenido formal del derecho de defensa 
- Alegaciones.- En el ejercicio del derecho de defensa como una 
manifestación de la genérica libertad de alegaciones orales o escritas. 
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- Practica de prueba.- el derecho constitucional a la prueba incluye 
también poder intervenir en la ajena para controlar su correcta practica y 
contradecirla, por lo tanto: no se debe prohibir absolutamente a la parte la 
aportación de pruebas sobre todo o parte del proceso, no se debe de 
negar el ofrecimiento de pruebas sino por una resolución motivada, no se 
debe de negar el ofrecimiento de pruebas con motivación irrazonable, no 
se debe vulnerar el equilibrio de igualdad de las partes en la prueba. 
- Ejercicio pro hómine del derecho de defensa.- se debe interpretar 
en el modo más favorable en el ejercicio del derecho de defensa. 
 
5.8.5. El defensor 
5.8.5.1. Concepto 
Manzini indica que el defensor penal no es un patrocinador de la 
delincuencia sino del derecho y de la justicia, en cuanto puedan estar 
lesionados en la persona del imputado, además este autor distingue entre 
defensa y defensor, señala que la primera se puede dar sin la segunda. 
Cuando el procesado declara ante el juez asume a su defensa sin 
necesidad de que esté presente su defensor. 
 
“Es conveniente detenerse a reflexionar que la intervención del 
defensor ayuda y hasta es necesaria a fin de que el Ministerio Público 
pueda ejercitar libremente la función de la acusación… el Ministerio 
Público imparcial es una contradicción de términos. Pero condición de su 
parcialidad es que tenga un adversario  sino  lo  tiene  humanamente  se  
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aproxima  al  juez  y  traiciona inconscientemente su 
oficio.”(CARNELUTTI: 1999) 
 
“…los órganos judiciales tienen el deber positivo de evitar 
desequilibrios entre la posición procesal de las partes, así como el proceso 
de desjudicialización…”(ALVAREZ: 1952) El derecho a la libertad y el 
derecho a la seguridad confiados al Estado a pesar de la aparente 
contradicción exige que los órganos judiciales, en general, que los 
operadores del derecho luchen por un equilibrio procesal, donde la 
asistencia jurídica de un letrado juega un papel preponderante para la 
legitimidad en el Estado de Derecho. 
 
“El defensor no es solo un asistente técnico del imputado, sino, 
antes bien, un verdadero sujeto del procedimiento penal, que, por lo 
general, ejerce facultades autónomas, sin depender de la voluntad del 
imputado, y cuya actividad responde siempre a un interés parcial, la 
defensa del imputado.” MAIER: 1999) 
 
El defensor es aquel profesional dedicado a presentar cuestiones 
de hecho y derecho favorable al procesado, es decir, encargado de 
aportar y hacer valer ene l proceso todas las circunstancias y puntos de 
vista que respalden su tesis de defensa. 
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“El derecho no está obligado a valerse de los elementos 
inculpatorios que no consten ya en la causa…es independiente de la 
voluntad de su defendido, e suerte que su deber de defenderlo no cesa 
porque el imputado no quiera defenderse ni que se le defienda.” (SAN 
MARTÍN: 2003) 
 
5.8.5.2. Clases 
5.8.5.2.1. Defensor voluntario 
También denominado defensor de elección, es aquel 
defensor privado a quien acude el imputado para confiar su 
representación y asesoramiento técnico, claro está que la capacidad 
económica del imputado permite que no se ponga en riesgo sus 
posibilidades alimentarias al momento de retribuir los servicios 
profesionales particulares. Es inherente a la elección del defensor 
voluntario su cambio en cualquier momento. La ley señala 
expresamente la necesidad de asistencia del letrado para la eficacia 
de una diligencia procesal. 
 
5.8.5.2.2. Defensor público 
Es un defensor público cuya retribución por defender 
gratuitamente a diputados de escasos recursos en Juzgados 
ordinarios o sumarios está a cargo del Ministerio de Justicia y 
específicamente de la  Dirección Nacional de Justicia, requiriendo su 
desenvolvimiento administrativo la Ley de Defensoría pública y la 
161 
 
 
 
Constitución Política del Estado motivo por el cual intervienen a favor 
de los investigados, desde la etapa de la investigación policial hasta 
la expedición definitiva de la sentencia. 
 
5.8.5.3. Deberes y derechos 
- El primer derecho del abogado es el ejercicio de su profesión 
y constituye, en cierta manera, una manifestación del derecho 
constitucional al trabajo. 
- Existe también un derecho que resulta muy importante en el 
ejercicio de la defensa penal, principalmente, el de la libre 
comunicación con su defendido y el de la inviolabilidad de su 
correspondencia con el imputado y los documentos que este le 
entregue para la defensa. 
- Y como consecuencia, el derecho de secreto profesional 
(que constituye, a la vez, un deber), el cual le permite abstenerse de 
declararse como testigo sobre los referidos hechos. Exención que 
establecen, tanto los Códigos del Proceso Civil como el del Proceso 
Penal. 
- En cuanto a los deberes, estos, en atención a la verdadera 
misión social del abogado y su actividad procesal -vista 
modernamente como de auxiliar del juzgador-, adquiriendo particular 
relevancia.”(VESCOVI: 1999) 
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La existencia del defensor ejerciendo el derecho de defensa 
del imputado confronta “…el principal problema del proceso penal, 
porque su propia existencia se funda en la posibilidad de diferenciar 
el ejercicio del poder penal de un simple derecho de fuerza. Sin 
garantías no hay proceso penal…sin proceso penal no hay proceso 
penal, sino pura fuerza del estado.” 
 
“El abogado tiene la labor de comprender y hacerse 
comprender, para construir un puente que permita la comunicación 
entre quien debe juzgar y quien debe ser juzgado, a fin de buscar el 
enlace de este mundo precario de acontecimiento con aquel mundo 
eterno del debe ser del derecho, que debe es la justicia.”100 
 
La función que desempeña el defensor letrado es tan 
importante para la propia existencia del estado de derecho, que en 
aquellos casos que el imputado no tenga las posibilidades de 
nombrar bajo su propio peculio a su defensa el estado la asume, 
como prerrequisito del derecho procesal moderno, donde subyace el 
interés general y esta exigencia debe comprender tanto al imputado 
como al agraviado, que por sus escasos recursos económicos no 
pueda asumir la defensa de su causa. 
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EXPOSICIÓN DE LOS RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
 
6.1. Servicio de abogado defensor público 
 
Se denomina así al abogado designado por el Colegio de Abogados para 
la defensa de personas con derecho, declarado provisionalmente o con 
carácter definitivo, a la asistencia jurídica gratuita, en cualquiera de los 
ámbitos procesales, o, también al designado por dicho Colegio, en el 
ámbito del proceso penal, para la defensa de todos los imputados, que, aún 
teniendo medios económicos suficientes, no han querido designar uno de 
su libre elección para su defensa. 
 
La abogacía ha venido gloriándose desde tiempos antiguos (no lo sé si 
hoy se sigue haciendo por todos los abogados inscritos en los diversos 
colegios; significativo es el hecho de haber un «turno de oficio» en el que 
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no están todos los colegiados) de la defensa gratuita de los llamados 
«pobres» (frente a los «ricos»), estableciendo los Colegios el turno 
correspondiente (artículo 440.2 L.O.P.J. y artículos 57 a 60 del Estatuto). 
 
Una vez designado el abogado de oficio, éste tiene las mismas 
obligaciones que el abogado designado libremente por el interesado. Por 
ello, su actuación debe ser controlada por el juez o magistrados de la Sala 
correspondiente, en defensa del cliente considerado como más débil, en 
cuanto los medios o instrumentos de control que éste tiene a su alcance 
son menores. 
 
GRÁFICO 1  
DISTRIBUCIÓN POR SERVICIO DEL ABOGADO DE OFICIIO SEGÚN 
MOTIVOS POR LOS QUE HA TOMADO 
 
Fuente: En base cuadros estadísticos procesados por el ejecutor 
 
 
 
n % n %
Si No
tomo servicio del abogado defensor de oficio
Quiere asumir autodefensa 62 31.8 25 12.8
no confía en el abogado
defensor
10 5.1 5 2.6
es falso lo que le incriminan 13 6.7 3 1.5
no responde 10 5.1 10 5.1
Garantiza el derecho de
defensa del demandado
45 23.1 12 6.2
0
10
20
30
40
50
60
70
165 
 
 
 
INTERPRETACIÓN: 
En el gráfico N° 1, se aprecia si el imputado ha tomado el servicio 
del abogado defensor público donde la mayoría si acepta el servicio 
 
Por otra parte el 31.8% manifiesta que é quiere asumir su defensa. 
 
6.2. Realización de entrevista con Abogado defensor 
 
GRÁFICO 2  
DISTRIBUCIÓN POR INTERNOS QUE TUVIERON OPORTUNIDAD DE 
CONVERSAR A CON SU ABOGADO DEFENSOR 
 
Fuente: En base cuadros estadísticos procesados por el ejecutor 
 
 
INTERPRETACIÓN: 
En el gráfico N° 2, se aprecia que el 71.8% si ha realizado la 
conversación con sus abogados, la mayoría en primera entrevista. 
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Si No
Internos que tuvieron oportunidad de conversar con el defensor de oficio
primera entrevista 85 43.6 32 16.4
segunda entrevista 55 28.2 23 11.8
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6.3. Motivos por los considera que no logra conversar con su Abogado 
defensor 
 
 
GRÁFICO 3  
DISTRIBUCIÓN POR LOGRO DE CONVERSAR CON ABOGADO 
DEFENSOR SEGÚN NIVEL DE DELINCUENCIA 
 
Fuente: En base cuadros estadísticos procesados por el ejecutor 
 
 
INTERPRETACIÓN: 
En el gráfico N° 3, se aprecia el 66.7% de los imputados consideran 
que no logran entrevistarse con mucha frecuencia con sus abogados 
defensores debido a que existe un alto novel de delincuencia (43.6%). 
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6.4. Cantidad de abogados para asumir defensoría pública 
 
GRÁFICO 4  
DISTRIBUCIÓN POR CANTIDAD DE ABOGADOS ES SUFICIENTE 
SEGÚN MOTIVOS  
 
Fuente: En base cuadros estadísticos procesados por el ejecutor 
 
 
 
INTERPRETACIÓN: 
En el gráfico N° 4, se aprecia que el 50.8% manifiesta que si es 
suficiente pero no son comprometidos con su labor. 
 
Por otra lado  el 28.2%  manifiestan que los abogados defensores 
solo priorizan sus acciones particulares y no les toman en cuenta a los 
imputados de ahí nace el motivo de querer asumir personalmente su 
defensa y no renunciarla. 
 
n % n %
Si No
afecta baja cantidad de abogados defensores
No son comprometidos 99 50.8 30 15.4
priorizan otras acciones 55 28.2 11 5.6
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6.5. Realización de entrevista con Abogado defensor 
 
GRÁFICO 5  
DISTRIBUCIÓN POR REALIZACIÓN DE ENTREVISTA CON ABOGADO 
DEFENSOR SEGÚN TIEMPO PARA PREPARAR SU DEFENSA 
 
Fuente: En base cuadros estadísticos procesados por el ejecutor 
 
 
INTERPRETACIÓN: 
En el gráfico N° 5, se aprecia que el 78.5% de los encuestados 
manifiestan que tuvo tiempo para organizarse, por otro lado manifiesta 
que si fueron notificados (55.4%) para el inicio de sus defensa 
 
Durante la conversación directa y observación de actitudes de los 
encuestados, que grupalmente y espontáneamente expresaban su 
descontento con la labor actual de los defensores de oficio, con 
expresiones como las siguientes: 
 
n % n %
Si No
tuvo tiempo para organizar su defensa
si 78 40.0 30 15.4
no 75 38.5 12 6.2
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- “ESTAN DE MAS”.- el contenido de esta expresión estaba referido al 
sentimiento de indefensión experimentado. 
 
- “ADEMAS NO REALIZAN EL TRABAJO CON ESMERO”.- el 
contenido de esta  expresión  trato de complementar la  idea que no 
solamente sufren el escaso número de defensores de oficio como 
factor limitante a su derecho a la defensa para preparar su estrategia 
antes de su declaración instructiva sino que también los defensores 
de oficio no realizan su trabajo con esmero, indicando “parcialización, 
desentendimiento del caso desanimo o propiamente falta de 
comunicación entre el defensor y el usuario, para explicar las 
posibilidades reales del caso concreto. 
 
- “UN PEQUEÑO PLAZO PARA COORDINAR LA DEFENSA”.- si bien 
es ciertos algunos internos expresaron que lograron conversar con el 
defensor público antes del inicio de la primera diligencia judicial, se 
quejaron del limitado espacio de tiempo para coordinar su defensa. 
 
- “CONVERSE MUY BREVE”; “CONVERSE TRES MINUTOS”; 
“CONVERSE DIEZ MINUTOS”; “CINCO MINUTOS NO FUE 
SUFICIENTE”; “DESCONOCE SI EL DEFENSOR DIO LECTURA AL 
EXPEDIENTE (antes de la primera diligencia judicial)”; “SI 
CONVERSE CON   EL   DEFENSOR,   NO   FUE   SUFICIENTE”;   
“CONVERSE   30 MINUTOS”.- el contenido de estas expresiones 
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coinciden en señalar que si bien lograron conversar con su defensor 
el tiempo no fue idóneo salvo en el último caso, porque también 
existieron palabras de conformidad con el trabajo del defensor 
público, en un caso específico, en otros existió también conformidad 
con el trabajo del defensor público porque expresaron que lograron 
conversar con el defensor pero no pueden precisar si el breve tiempo 
de coordinación los perjudico o no en sus intereses. 
 
- “NO COLABORAN COMO DEBERIAN COLABORAR”.- el contenido 
de estas expresiones denotan el descontento por la labor de los 
defensores de oficio. 
 
- “SOLO QUIEREN TERMINAR SU DIA”.- incluso uno de ellos señalo 
que no declaro con defensor público por cuanto no lo considero 
necesario y declaro sin defensor alguno. 
 
En general los encuestados expresaron su apreciación negativa al 
desenvolvimiento del defensor público en la primera diligencia judicial 
corroboran la observación realizada en el juzgado de turno permanente 
del Distrito judicial de Lima, donde los defensores de oficio solo acuden 
en el momento que el secretario del juez solicita su presencia 
demostrando una actitud pasiva ene la defensa en la mayoría de casos, 
siendo apreciados como defensores de “último minuto”; materializadores 
de una defensa superficial o poco efectiva, parcialización con el juez o el 
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fiscal, falta de anticipación razonable (debida) al defensor para preparar 
la estrategia de defensa de los detenidos que acuden a la defensa de 
oficio, por lo que al respecto consideramos globalmente las 
manifestaciones de una cultura procesal inquisitiva por lo antes dicho no 
solo en la figura del juzgador y del fiscal que deben plasmar y controlar el 
cumplimiento de las garantías procesales constitucionales como el 
derecho a la defensa, sino también en la persona del defensor público. 
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CONCLUSIONES 
 
 
PRIMERA: Se ha verificado la hipótesis con los resultado que arrojo la investigación 
realizada en la presente tesis cualitativa y cuantitativamente se ha 
demostrado la hipótesis planteada, es decir Los factores que limitan el 
derecho de defensa del imputado para comunicarse con su defensa de 
oficio y preparar la estrategia de defensa previa a la declaración 
instructiva, son varias, tales como: El alto índice delincuencial, La 
omisión del juzgador de notificar al defensor y el Predominio de la 
cultura procesal inquisitiva. No se respeta  el ejercicio del derecho de 
defensa del procesado o imputado pese a la existencia de normatividad  
constitucional y la vulneración del derecho de defensa no permite que 
el procesado pueda comunicarse con el defensor público e impide 
preparar la estrategia de defensa previa a la declaración instructiva. 
 
SEGUNDA: En el Perú y específicamente en el distrito Judicial de Puno, no se 
respeta el ejercicio del derecho de defensa del procesado pese a  ser 
una garantía que goza de amparo normativo internacional, a través 
principalmente de las siguientes normas supranacionales: artículo 11 
de la Declaración Universal de Derechos Humanos; artículo 14  del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y artículo 8.2 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. Las limitaciones al 
ejercicio del derecho de defensa de los detenidos de escasos recursos 
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perjudica directamente la elaboración de su estrategia de defensa y por 
lo tanto vulnera su derecho a la libertad. El defensor público es 
apreciado negativamente por los usuarios del sistema nacional de 
defensa de oficio que se encuentran privados de su libertad. Los 
detenidos de escasos recursos que acuden a la defensa de oficio no 
tienen oportunidad y tiempo necesario para preparar su defensa. Los 
detenidos de escasos recursos al inicio de la investigación preliminar 
que acuden a la defensa de oficio son numerosos perjudicando su 
derecho de defensa debido al reducido número de defensores de oficio. 
 
TERCERA: Debe comunicarse al detenido de escasos recursos que acude a la 
defensa de oficio su derecho a tener un tiempo adecuado para preparar 
con su defensor público la defensa pertinente al caso concreto, en 
estricto cumplimiento en su derecho a la defensa. Existe predominio de 
la cultura procesal inquisitiva en los operadores del derecho que 
perjudican directamente el derecho de defensa, concretamente 
detenido de escasos recursos que acude a la defensa de oficio. 
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RECOMENDACIONES 
 
PRIMERA: Se debe crear  el Ministerio de Defensoría pública, como una institución 
autónoma a fin de darle preponderancia y especialización de vida a la 
figura del defensor público, esto significa que es necesario fortalecer 
de manera institucional al derecho de defensa, a través del 
reconocimiento de la importancia de la defensoría pública. 
 
SEGUNDA: Modificar la ley de defensoría y su reglamento, a fin de reforzar y 
dinamizar el respeto del derecho de defensa de oficio y difundir el 
Código de Ética del defensor público, otorgando mayor concientización 
profesional a su labor. 
 
TERCERA: Se debe aplicar inmediatamente, es decir con carácter de urgencia los 
principios garantistas procesales – penales – constitucionales como el 
derecho a la defensa a fin de garantizar el cumplimiento al debido 
proceso en nuestro país 
 
CUARTA: Se debe difundir el conocimiento a los derechos fundamentales a fin de 
lograr su irrestricto respeto, por todas las instancias (públicas o 
privadas) más aun cuando estas tienen la naturaleza de básicas, por 
que conforman el núcleo esencial de derechos. 
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MATRIZ DE CONSISTENCIA 
 
 
PROBLEMA OBJETIVOS HIPÓTESIS METODOLOGÍ
A 
¿Podrá el abogado 
renunciar a su 
derecho de 
defensa procesal 
por otro abogado a 
fin de que el 
mismo pueda 
ejercer su 
autodefensa 
procesal? 
Analizar si el 
profesional en 
derecho podría 
ejercer su 
autodefensa 
técnico procesal, 
en los procesos 
penales seguidos 
contra el mismo, 
en el entender 
que el abogado 
seria sujeto 
activo del delito 
que se le imputa. 
Es posible que los abogados a 
pedido personal, puedan renunciar 
a su derecho a un abogado, a fin 
de que el mismo asuma su 
autodefensa en los procesos 
penales donde se encuentre como 
sujeto activo del delito, y se 
abstengan de declarar en el 
interrogatorio del juicio oral 
Nivel de 
investigación 
Explicativo   
Tipo de 
investigación:  
Básica. 
 
Método: 
científico y 
exegético 
¿Estará impedido 
el abogado de 
renunciar a su 
derecho de 
defensa? 
Reconocer los 
impedimentos del 
profesional en 
derecho a  
ejercer su 
autodefensa 
técnica jurídico-
procesal. 
Es posible que los profesionales 
en puedan renunciar a su derecho 
de defensa. 
 
TÉCNICAS DE 
RECOLECCIÓN 
DE DATOS. 
La observación 
Análisis 
bibliográfico y 
documentario. 
Entrevista. 
Análisis o 
revisión de 
expedientes 
 
 
¿Podrá asumir el 
mismo abogado 
asumir su 
autodefensa en los 
procesos seguidos 
contra él? 
Analizar, si el 
abogado  como 
supuesto sujeto 
activo en 
cualquier delito 
estaría obligado 
a conseguir otro 
profesional en 
derecho  o en 
todo caso a  
recibir la 
asignación de un 
defensor público, 
a  efectos que 
ejerza su defensa 
técnica en el 
aspecto jurídico 
procesal 
Puede ser que los abogados 
puedan ejercer su autodefensa en 
los procesos penales seguidos en 
su contra. 
  Los abogados que asumen su 
autodefensa en el juicio oral, 
deberían de renunciar al 
interrogatorio en la etapa del juicio 
oral 
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FICHA DE RECOLECCIÓN DE INFORMACIÓN 
 
 
1. Usted ha tomado en cuenta el Servicio de abogado defensor? 
A. Si 
B. No  
 
1.1. Motivos:  
a. Quiere asumir autodefensa 
b. no confía en el abogado defensor 
c. es falso lo que le incriminan 
d. no responde 
e. Garantiza el derecho de defensa del demandado 
 
2. ha logrado realizar entrevista  con su Abogado defensor 
A. Si 
B. No  
 
2.2. En qué oportunidad  
A. primera entrevista 
B. segunda entrevista 
 
3. Motivos por los considera que no logra conversar con su Abogado defensor 
 
A. Alto nivel  delincuencial 
B. Bajo nivel delincuencial 
 
4. Cantidad de abogados para asumir defensoría pública es suficiente 
 
A. Si  
B. No  
4.1. Motivos  
 
A. No son comprometidos 
B. Priorizan otras acciones 
 
5. Realización de entrevista con Abogado defensor 
 
C. Si  
D. No  
 
 
Gracias  
 
